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(Asiste el señor Ministro de Economía y Finanzas e integrantes del equipo económico) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 10) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir al señor 
Ministro de Economía y Finanzas, economista Fernando Lorenzo; al señor Subsecretario, economista 
Pedro Buonomo; a la Contadora General de la Nación, economista Laura Remersaro; al Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, economista Gabriel Frugoni; a la contadora Janet López, 
Coordinadora de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; al economista Michael Borchardt, 
Director de Unidad de Presupuesto Nacional; al economista Andrés Masoller, Director de 
Macroeconomía; al señor Martín Vallcorba, Asesor del Ministerio de Economía y Finanzas, y al 
contador Ricardo Gómez. Asimismo, a nivel de información técnica, nos acompañan -como siempre- la 
contadora Susana Díaz y la economista Gabriela Sicilia, Asesoras del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Antes de dar el uso de la palabra al señor Ministro, quisiera pedir a los señores Diputados integrantes de la 
Comisión que luego de que la visita se retire, se queden en Sala porque tenemos que solucionar algunos 
puntos acerca del Plan Quinquenal de Vivienda, de quiénes serán los integrantes que los viernes reciban a las 
delegaciones, y otros. 


SEÑOR GANDINI.- Mi intervención es para solicitar que la Comisión se pronuncie sobre la propuesta 
que hicimos en la última sesión, acerca de la cual la bancada del Frente Amplio nos pidió plazo para 
tomar una decisión. Más allá de que, informalmente, nos ha comunicado cuál es el resultado de la 
misma, es una propuesta formal y debe ser considerada en forma previa al tratamiento del 
Presupuesto. 


Recuerdo que la propuesta consiste en que la Comisión autorice -tal cual el Reglamento lo permite- a 
ingresar a Sala a asesores de los sectores parlamentarios mientras estén presentes las delegaciones que nos 
visitan. Nuestra propuesta es con límite. La idea no es que haya un número ilimitado de asesores, ni siquiera 
uno por legislador, sino uno por sector parlamentario, para que esté presente, sin que pueda hacer uso de la 
palabra, a los solos efectos de que colabore con el registro de algunos puntos de interés y que contemos con 
el asesoramiento, al momento, sobre los temas que se están planteando. 


La propuesta tiene un fundamento: el Poder Ejecutivo asiste asesorado y acompañado por todos los 
integrantes del Inciso que le parezca conveniente, y es correcto. Habitualmente, al Ministro lo acompañan 
otras jerarquías, asesores, generalmente, el Director de Jurídica, el Director del área contable, etcétera e, 
inclusive, el señor Ministro les da la palabra, y nos parece bien. Lo que sucede es que acá tenemos que ser 
grandes todólogos; solitos tenemos que enfrentar todos los problemas que se nos presentan y saber de todo. 


Entonces, nos parece conveniente utilizar una práctica que no es novedosa -el Senado la utiliza y otros 
Parlamentos también-, sobre todo cuando ni siquiera tenemos en el Parlamento una comisión técnica de 
presupuestos que nos pueda asesorar. Por lo tanto, parece de buena práctica parlamentaria que puedan estar 


en Sala asesores de los sectores parlamentarios, más aun cuando el Parlamento está bajo la lupa, se está 
mirando cómo legisla, en tanto últimamente el asesoramiento no ha sido del todo correcto y nos ha llevado a 
tomar decisiones que hoy están en discusión. 


Como acá no podemos hablar de un tema y luego asesorarnos, sino que vamos resolviendo al mismo tiempo 
que vamos discutiendo -el señor Presidente sabe que salimos de esta reunión y nos metemos en otra y nos 
queda nada más que la noche para, inclusive, atender delegaciones-, el asesoramiento en Sala es importante. 
Por lo tanto, queremos que se ponga a consideración esta propuesta que hicimos y que volvemos a 
fundamentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando comenzó esta reunión solicité a los señores legisladores de la 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda que se quedaran luego de que se retirara la 
visita, para analizar una serie de puntos, entre ellos este. 


Más allá de que hay una resolución de la coordinación del Frente Amplio, solicito que este tema se analice en 
el ámbito que corresponde, es decir, en la Comisión sin la presencia de la visita. 


Solicito, por favor, comprensión al señor Diputado Gandini. Creo que es totalmente lógico lo que 
planteamos. Vamos a comenzar a recibir a los distintos Ministerios a partir del próximo lunes a la hora 14; 
entonces, si se resuelve otra cosa o lo que la fuerza política Frente Amplio decidió, veremos en consecuencia. 
Por lo tanto, vamos a seguir con la sesión porque ese tema está en el orden del día tal cual lo expresé al inicio 
a esta sesión. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Me parece que el señor Presidente no tiene razón. 


El señor Diputado Gandini acaba de hacer una propuesta para el funcionamiento de esta reunión -no solo de 
las siguientes- que está a punto de comenzar, y que tiene como cometido escuchar al señor Ministro de 
Economía y Finanzas. La decisión que adopte la Comisión con respecto a la propuesta que realizó el 
Diputado Gandini en nombre del Partido Nacional tiene mucho que ver con el funcionamiento de la reunión 
que va a comenzar. Por lo tanto, sería bueno resolverlo ahora y no postergarlo, porque la postergación 
implica que la decisión que se va a adoptar se aplique a reuniones posteriores, y lo que está proponiendo el 
señor Diputado Gandini refiere a cómo va a funcionar la reunión de la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda a partir de este momento. 


Cambia la cuestión si se adopta una u otra decisión, porque no es lo mismo que los asesores de los partidos 
de la oposición y del partido de Gobierno comiencen a participar en la próxima sesión, a que lo hagan ahora, 
escuchando lo que será, seguramente, el informe más importante que vamos a recibir a lo largo de todo este 
trabajo, como es el del Ministro de Economía y Finanzas. 


Por tanto, creo que debe ponerse a consideración la moción presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia insiste en que este tema debe ser tratado en el seno de la 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. Si hay que votar, se vota, pero pido 
contemplación. 


No empecemos el tratamiento del presupuesto con este tipo de situaciones. Es totalmente lógico lo que 
plantea la Mesa en el sentido de que este tema sea analizado por la Comisión; no tenemos por qué obligar a la 
visita a escuchar una discusión interna, que estamos dispuestos a dar, sin ningún tipo de dudas. Creo que es 
de buen relacionamiento lo que estamos planteando. Es un tema hasta de fraternidad parlamentaria. No 
tenemos ningún problema en discutirlo luego de la sesión. 


Precisamente, yo fui el que planteó que nos quedemos luego para discutir varios temas, entre ellos, el relativo 
a los asesores. Así que, por favor, señores Diputados, pido vuestra comprensión. 


SEÑOR GANDINI.- Muy bien. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En esta oportunidad venimos a hacer la 
primera presentación del Presupuesto Quinquenal. 


Para facilitar el seguimiento de los distintos temas que vamos a incluir, nos vamos a apoyar en una 
presentación, que desde ya queda a disposición de la Comisión para su distribución y divulgación, como es 
habitual. 


La estructura de la presentación que queremos realizar en esta oportunidad se divide en seis partes. 


En primer lugar, queremos hacer algunas consideraciones que creemos importantes desde el punto de vista de 
la ubicación de este proyecto en la estrategia de Gobierno, y abordar, en ese sentido, los grandes lineamientos 
del Presupuesto Nacional. 


En segundo término -como es habitual-, trataremos de exponer detalladamente cuál es el escenario 
macroeconómico para el quinquenio en que se apoya la propuesta presupuestal que estamos sometiendo a 
consideración parlamentaria. 


En tercer lugar, entraremos propiamente a los aspectos de orientación de la política fiscal, estableciendo las 
metas fiscales para este Período de Gobierno a lo largo de los cinco años para los que se realiza el 
Presupuesto Nacional. 


En cuarto término, realizaremos aclaraciones y precisiones con respecto a la determinación del espacio fiscal, 
o sea, de los recursos disponibles para ser aplicados en el Presupuesto durante los próximos años. 


En los dos puntos finales procederemos a extendernos en algunos de los principales componentes de las 
acciones presupuestales, en las principales áreas que están involucradas en el Presupuesto Nacional, que 
estamos considerando a partir del día de hoy en el Parlamento. 


Por último, vamos a referirnos a la compatibilidad de la estrategia presupuestal, de la política fiscal en 
general, con la programación financiera y la estrategia de financiamiento del país. 


Con respecto a los lineamientos de la propuesta presupuestal, en la exposición de motivos del proyecto se 
establece claramente que este Presupuesto pretende ser y es la expresión financiera del plan de gobierno del 
Frente Amplio. Entonces, se prioriza que se materialicen los compromisos asumidos, y que se reflejen los 
lineamientos fundamentales de las políticas económicas y sociales de esta Administración. 


Como criterio general de orientación de esta propuesta presupuestal, estamos presentando un proyecto que 
propicia y promueve cambios fundamentales que el país necesita. Por eso, nos gusta referirnos a esta 
propuesta como un presupuesto al servicio de los cambios. 


En ese sentido, el proyecto contiene instrumentos necesarios % diría, en algunos casos, imprescindibles% 
para la realización de transformaciones que el país está requiriendo y que forman parte, además, de las áreas 
prioritarias y de aspectos fundamentales que tienen que ver con los procesos de reforma al interior de la 
Administración. 


Sin lugar a dudas, el Presupuesto nacional es la expresión sintética y acabada de la orientación de la política 
fiscal del país, y el principio fundamental que la inspira está guiado por la responsabilidad en esta materia. La 
responsabilidad fiscal es el componente más importante que nos gustaría subrayar de la política que se 
pretende llevar adelante en el manejo de las finanzas públicas. 


Esa responsabilidad fiscal tiene múltiples expresiones, pero hay una que quisiera destacar especialmente. Me 
refiero a la necesidad de establecer una coherencia entre el Presupuesto y la programación financiera. Este es 
un ingrediente fundamental de la propuesta, porque es esta coherencia la que asegura que lo que el 
Parlamento apruebe como ejecución autorizada al Poder Ejecutivo, tiene que ser posible de ejecutar. A su 
vez, la posibilidad de ejecutar partidas presupuestales está directamente vinculada a la viabilidad del 
financiamiento de todas y cada una de las medidas que se incluyen en el Presupuesto. 


Por tanto, la responsabilidad fiscal tiene una expresión muy clara y nítida en términos de compatibilidad 
entre lo que se autoriza a gastar y lo que la programación financiera es capaz de asegurar como sustento, que 


le de solidez a las propuestas e iniciativas que, una vez aprobado el Presupuesto Nacional, formen parte de la 
acción del Poder Ejecutivo. 


La responsabilidad fiscal implica también explicitar las metas fiscales en dos dimensiones, tanto en lo que se 
refiere al resultado financiero del sector público como a la trayectoria de la deuda pública. Entonces, el 
Presupuesto, en tanto herramienta fundamental de la política fiscal, estará guiado por explicitaciones muy 
precisas en términos de responsabilidad fiscal en todas estas dimensiones a las que he hecho referencia. 


Además, este es un Presupuesto que está basado en proyecciones macroeconómicas prudentes y realistas. 
Creemos que estos dos adjetivos que guiaron la elaboración del marco macroeconómico son indispensables 
para la formulación de una política fiscal responsable y que contribuya a la estabilidad y al desarrollo 
económico y social del país. Utilizamos el término "prudente" porque cualquier proyección que estuviera 
fuera de los marcos de la prudencia pondría en riesgo la aplicación de la política fiscal que se está 
presentando, y el término "realista", porque solo el realismo contribuye a que no ocurran barquinazos, ajustes 
y revisiones de los planes, ya que cada uno de los componentes de la política fiscal son compromisos 
políticos y relevantes desde el punto de vista del funcionamiento de nuestra sociedad. 


Si bien el marco macroeconómico general ofrece un esquema consistente para la proyección de las 
principales variables que se tienen en cuenta en el Presupuesto, hay una que tiene especial significación: la 
que está vinculada al crecimiento de actividad económica en el país, el PIB. 


¿Por qué esto es importante? Porque es la fuente principal de la que provienen los recursos que van a ser 
aplicados a los distintos programas y áreas de Gobierno. Por lo tanto, entre las proyecciones 
macroeconómicas realistas y prudentes, aquella a la cual nosotros prestamos especial atención es la que tiene 
directa relación con el crecimiento de la actividad económica, en tanto ella es la fuente principal -diría única 
en esta propuesta- de recursos adicionales con los que cuenta la Administración para llevar adelante sus 
planes de Gobierno. 


Básicamente, los criterios fundamentales que guían la asignación presupuestal que vamos a presentar más 
adelante tienen que ver con cuatro aspectos. 


El primer criterio es hacer explícita la priorización de áreas que van a recibir un tratamiento especial y que 
serán jerarquizadas como áreas de aplicación de recursos y esfuerzos gubernamentales. Estamos haciendo 
referencia a las prioridades presupuestales, porque entendemos que todo lo que está incluido en el plan de 
gobierno de nuestra fuerza política, de nuestro Frente Amplio, forma parte de la priorización de gobierno 


Estamos hablando de un subconjunto de áreas de gobierno, de un subconjunto de temas que forman parte del 
plan de gobierno que requieren priorización presupuestal, y esas son las que pretendemos subrayar y 
jerarquizar en esta presentación. 


El segundo criterio fundamental en esta propuesta presupuestal es la gradualidad en la forma en que progresa 
el plan de gobierno y las acciones de las distintas instituciones públicas. Esta gradualidad es indispensable en 
un esquema de programación multianual como el que se realiza en nuestro país en ocasión de la elaboración 
del Presupuesto quinquenal, porque solo un esquema gradual, acompasado con la disponibilidad de recursos 
que genera el crecimiento económico, asegura que la propuesta presupuestal es realizable, es coherente y 
contribuye efectivamente a la consolidación de las transformaciones que se pretende hacer a través de ella. 


El tercer criterio orientador de esta propuesta presupuestal es la transparencia, fundamentalmente en la 
explicitación de todos y cada uno de los componentes que sirven de base al Presupuesto. Además, en esta 
oportunidad estamos presentando una propuesta presupuestal que explicita cada una de las erogaciones que el 
Poder Ejecutivo se propone realizar durante este período de gobierno. 


En el articulado y en el planillado de este Presupuesto nacional está siendo sometidas a consideración 
parlamentaria la totalidad de las aplicaciones de recursos propuestas por el Poder Ejecutivo. 


El cuarto criterio, la mejora de gestión, inspira una parte muy importante de las acciones que el Poder 
Ejecutivo pretende llevar adelante a partir de la aprobación de este Presupuesto. Obviamente, la mejora de 
gestión es un objetivo que trasciende a la propuesta presupuestal, pero esta lo asume como criterio explícito 


para avanzar en áreas que hagan contribuciones relevantes en materia de eficiencia y eficacia de las políticas 
públicas. 


También como criterio relevante del Presupuesto Nacional, en la programación financiera y en la propuesta 
presupuestal se pretende garantizar la continuidad de las políticas y programas comprometidos durante el 
período anterior, el primer Gobierno del Frente Amplio. 


En ese sentido, hay varios proyectos aprobados por el Parlamento que involucran recursos suplementarios a 
ser aplicados durante los próximos años, y entendimos que era menester para la elaboración de este 
Presupuesto y en ocasión de realizar la programación financiera que sustenta esta propuesta presupuestal, que 
se explicitaran claramente las asignaciones que aseguran que todas y cada una de esas iniciativas ya 
aprobadas por el Parlamento gocen de los recursos y del respaldo financiero para el cumplimiento de los 
compromisos ya asumidos. 


Las prioridades que atiende el plan de gobierno y que tienen mayor repercusión presupuestal son las áreas de 
vivienda, educación, seguridad pública e infraestructura. Esta es la expresión sintética de las prioridades que 
tienen mayor expresión presupuestal. Obviamente, el Presupuesto involucra acciones en todas las áreas de 
gobierno y recursos correspondientes a distintas áreas programáticas, que son las que guían la acción del 
Gobierno. Pero estas cuatro áreas que estoy subrayando en esta oportunidad son las que tienen prioridad en 
materia presupuestal. 


En este Presupuesto claramente se destinan recursos importantes para el fortalecimiento de la red de 
protección social y para promover acciones tendientes a la transformación de la estructura institucional del 
Estado. Esta requiere cambios que, por supuesto, no estarán agotados en los elementos incluidos en esta 
oportunidad. 


Sin lugar a dudas, la orientación general del Presupuesto y la consideración explícita de recursos para 
fortalecimientos institucionales y transformaciones en la Administración constituyen uno de los aspectos que 
son jerarquizados al elaborar el Presupuesto Nacional. 


Este Presupuesto contempla especialmente -lo anunciamos cuando, en otra oportunidad, concurrimos a esta 
Comisión- y, a nuestro juicio de manera muy amplia, los acuerdos multipartidarios alcanzados en cuatro 
materias: seguridad, educación, medio ambiente y energía. Obsérvese que en dos de las cuatros áreas en las 
que se establecen prioridades presupuestales expresas, van a estar reflejados los acuerdos multipartidarios 
que alcanzaron las fuerzas políticas con representación parlamentaria en los meses pasados. 


Para terminar con esta introducción, quiero destacar que en esta propuesta presupuestal se introducen 
cambios en la formulación y evaluación del Presupuesto que pretenden orientar la gestión pública hacia un 
esquema de gestión por resultados. Este es un proceso que se inicia con la convicción de que solo a través de 
avances en materia de gestión por resultados contribuiremos al mejor cumplimiento de los fines 
fundamentales de las políticas públicas. 


Paso ahora a referirme al escenario macroeconómico que está por detrás de esta propuesta presupuestal. 


Básicamente esta propuesta presupuestal está enmarcada en un escenario de superación de la parte más aguda 
de la crisis económica internacional que afectó a los distintos países durante los años 2008 y 2009 y, por lo 
tanto, se prevé un escenario más benigno, más favorable en el funcionamiento de la economía internacional 
para los próximos años. Nosotros no estamos diciendo que todos y cada uno de los efectos de la crisis estén 
completamente superados; lo que decimos es que lo más agudo y problemático de los efectos de la crisis del 
año 2008 en este momento aparece como relajado, mitigado, y podemos avizorar que en los próximos años 
asistiremos a una recuperación del crecimiento en la economía internacional. Por supuesto, ninguna de las 
proyecciones de crecimiento de la actividad comercial ni del resto de las variables internacionales es 
producida por el Ministerio de Economía y Finanzas ni por el equipo económico; nosotros estamos 
adoptando lo que entendemos que refleja de mejor manera las opiniones internacionalmente aceptadas acerca 
de cuál es el marco general en el que se estaría desenvolviendo la economía internacional. Básicamente, las 
fuentes que consideramos son las proyecciones más recientes del Fondo Monetario Internacional en su 
reporte económico anual. 


En ese sentido, estamos asistiendo a un proceso de recuperación del crecimiento que dista mucho de alcanzar 
las tasas de expansión económica que se registraron durante los años 2004, 2005, 2006 y 2007. De todos 
modos, son tasas bastante más auspiciosas que las que nos imaginábamos que podrían estar ocurriendo hace 
tan solo dos años cuando nos encontrábamos en el epicentro de la crisis internacional. 


Quiero destacar dos aspectos del escenario internacional más allá de las proyecciones de nivel de actividad. 
En primer lugar, vamos a seguir asistiendo -en esto hay consenso- a una expansión del comercio por encima 
de la actividad económica. En este proceso creciente de internacionalización y globalización de la economía, 
el comercio internacional continuará siendo un factor de expansión muy importante de las transacciones 
económicas internacionales. En segundo término, en los próximos años previsiblemente asistiremos a una 
recuperación paulatina de los niveles, hoy muy bajos, de las tasas de interés internacionales. No es un 
acontecimiento que esperamos que ocurra inmediatamente, pero sí previsiblemente lo debemos integrar en 
nuestra programación financiera para los próximos años. 


Decía que la economía internacional comenzó a recuperarse y esto sucede prácticamente en la totalidad de las 
economías del mundo, tanto en las desarrolladas como en las que están en desarrollo o emergentes. Por lo 
tanto, estamos asistiendo a un fenómeno bastante generalizado que, en principio, no merece matizaciones 
demasiado delicadas en su caracterización. Esto no quiere decir que no estemos asistiendo a dificultades en 
algunas áreas económicas, las que conviven con procesos de expansión económica formidables en otras áreas 
del planeta. 


Lo que sí decimos es que aparte de que ha comenzado la recuperación económica internacional, para hacer 
las proyecciones correspondientes a Uruguay es muy importante tener en cuenta no solo la economía mundial 
como un todo, sino el mundo de referencia fundamental desde el punto de vista económico y financiero para 
el país. Como consecuencia de la globalización todos los países están inmersos en la dinámica económica 
internacional, pero no todos están vinculados de igual manera por sus características y estructuras 
económicas y sociales. Nosotros creemos que, aparte de la descripción general de la situación económica 
esperable para los próximos años, hay que señalar que específicamente el mundo de referencia que Uruguay 
tiene como principal destino comercial, ámbito de competencia y relacionamiento económico y financiero, 
presenta perspectivas un poco más alentadoras que las del promedio de la economía mundial. 


En esta gráfica intentamos reflejar lo que estamos diciendo en términos de cómo será la recuperación en los 
distintos países en los próximos años. Allí se intenta identificar las perspectivas de crecimiento para los años 
2010 y 2011 en distintas áreas del planeta. Las áreas que están pintadas de azul son las que previsiblemente 
van a tener niveles de crecimiento superiores al 8% anual. Esto está caracterizando el crecimiento reciente de 
la economía de China y de India. En color celeste están señalados los países que están en condiciones de 
crecer entre 5% y 8%, entre los que afortunadamente se encuentra la mayoría de los países de nuestra región 
y el nuestro. Además, están incluidos en ese grupo muchos de los países con los que Uruguay tiene vínculos 
comerciales muy estrechos. Como decía recién, esto convive con trayectorias muchos menos alentadoras en 
algunos países industrializados, fundamentalmente en Europa y también en la economía americana, que sigue 
mostrando debilidades y dificultades para recuperar el crecimiento económico. 


En un país que tiene la estructura productiva de Uruguay y que está viviendo un proceso de transformación 
muy grande vinculado con la producción en múltiples sectores de la economía, un tema importante es 
preguntarse qué es esperable que ocurra en estos próximos años con los precios de los principales productos 
de exportación. En la pantalla aparece una síntesis de índices de precios de los principales "commodities" 
alimenticios y vemos que en los próximos años previsiblemente asistiremos a una consolidación de la 
recuperación de estos precios, ubicándolos en niveles históricamente muy altos y acercándonos, según las 
proyecciones de la USDA de Estados Unidos, a los niveles máximos que exhibieron estos precios durante el 
año 2008 y previo al advenimiento de la crisis. 


Por otra parte, sobre el escenario interno estamos presentando un marco de evolución macroeconómica que 
está caracterizado por la continuidad del crecimiento económico y de la generación de oportunidades para el 
aumento de la ocupación, así como en la posibilidad de continuar el crecimiento de los ingresos, en particular 
los salariales. Respecto a las proyecciones del nivel de actividad básicamente quisiera hacer dos 
consideraciones. La primera es que un ejercicio de programación multianual como el que estamos 
presentando tiene que ser dividido en dos partes. Una, refleja la capacidad de comprender y entender las 
trayectorias más inmediatas, las correspondientes al año en curso y al próximo, sobre las cuales tenemos 


muchos elementos de juicio y buenas razones para creer que los niveles de incertidumbre respecto a esas 
proyecciones están más acotados. 


Esa primera parte de las proyecciones tiene que ser sucedida por una segunda parte caracterizada 
básicamente por datos y proyecciones que estén amparados en las capacidades de crecimiento potencial a 
largo plazo de nuestra economía. En ese sentido, estamos previendo que la economía uruguaya está en 
condiciones de crecer 6,5% en el año 2010. En pocos días vamos a recibir el cierre de la contabilidad 
nacional correspondiente al segundo trimestre del año 2010. Eso ya nos va a dar una pauta confirmatoria o no 
de nuestra expectativa. Nosotros creemos que nuestra expectativa está en línea con la mayoría de las 
previsiones que realizan los analistas de mercado en nuestro país en este momento. Estamos proyectando 
para el año próximo un nivel de crecimiento de 4,5%, también en línea con las predicciones realizadas por 
distintos analistas en nuestro país. A partir de esa fecha, trabajamos con una hipótesis de crecimiento a largo 
plazo que hoy es una tasa muy superior a la que históricamente consideró el país pero que es ampliamente 
aceptada a nivel profesional e internacional, una tasa que la economía uruguaya puede alcanzar. Es más: no 
he visto ninguna expresión de la tasa de crecimiento a largo plazo que se encuentre por debajo de este 
guarismo en este momento. Y conozco sí varios analistas y organismos internacionales que creen que las 
transformaciones ocurridas en la última década en la economía uruguaya ameritan que podamos estar 
exhibiendo como piso esta tasa de crecimiento y por qué no, a la luz de las transformaciones de la economía 
internacional, niveles de crecimiento aún superiores. De todos modos, estamos convencidos de que estas 
proyecciones son prudentes y realistas; prudentes, cuanto más nos alejamos en el tiempo y realistas, sobre el 
escenario del que estamos en condiciones de aportar información cuantitativa y cualitativa especialmente 
procesada para la elaboración de nuestras previsiones. 


La economía crecerá en estos años a buen ritmo, aunque no alcanzará los niveles de crecimiento del 
quinquenio anterior. Pero, de cualquier manera, vamos a tener niveles de crecimiento anual del 4,6% en 
promedio, durante el período 2010-2014. Esto es una reducción de la tasa de crecimiento respecto al período 
anterior. Durante el quinquenio anterior fue de 6,1% en promedio anual. 


Ahí tienen una gráfica de la trayectoria del PIB trimestral desestacionalizado de la economía uruguaya y 
esperamos que a partir de 2012 se alcance el ritmo de crecimiento potencial de la economía. Para justificar y 
analizar las implicaciones que esto tiene en la programación presupuestal, quisiera mencionar tres 
trayectorias de referencia para evaluar esta magnitud. 


La primera es cómo fue el proceso de crecimiento en la versión de más largo plazo hasta principios del siglo 
XXI; o sea, las cifras desde 1978 hasta 2001 exhiben un crecimiento a largo plazo de la economía uruguaya 
del 2% anual. Estas tasas fueron aceleradas de manera muy importante desde el año 2003 hasta 2008. Se 
alcanzaron niveles de 6% del crecimiento acumulativo anual. Lo que estamos proyectando en este momento, 
el tercer tramo, es un nivel de crecimiento del 4%. Obsérvese: es el doble de la trayectoria histórica que 
caracterizó las últimas décadas del siglo XX y es considerablemente inferior a lo que fue la etapa de 
prosperidad y expansión económica que nos tocó vivir desde 2003 a 2008. En ese sentido, esta 
caracterización histórica ayuda a entender las magnitudes de las que estamos hablando. 


Decíamos que las proyecciones son prudentes y realistas, y se basan en algunos fundamentos que quisiera 
repasar muy rápidamente y solo enunciarlos. Son los siguientes: un crecimiento armónico entre la producción 
de bienes comercializables y bienes no comercializables; un crecimiento armónico entre la evolución de la 
demanda interna y las exportaciones; un pronunciado dinamismo de la inversión productiva -este es uno de 
los rasgos distintivos del proceso económico reciente y de las perspectivas futuras de nuestra economía-; 
equilibrios macroeconómicos estables y sustentables; reducida vulnerabilidad financiera; exportaciones 
crecientemente diversificadas por destino. 


Aquí quisiera hacer una consideración. Estamos muchas veces evaluando el nivel de diversificación por 
productos de nuestras exportaciones a partir de información estrictamente referida a las exportaciones de 
bienes. Uruguay es el país de América Latina que tiene mayor proporción de exportaciones de servicios. 
Representan ya un tercio de las exportaciones totales y el grado de sofisticación de ellas debe ser tenido en 
cuenta a la hora de analizar los niveles de diversificación. Hemos asistido a comportamientos muy 
importantes en materia de diversificación de exportaciones de servicios y a la generación de una gama mucho 
más amplia de mercados y tipos de servicios que están crecientemente internacionalizados en nuestra 
economía. 


Estamos trabajando con un escenario de tipo de cambio real en torno al equilibrio, un régimen de flotación 
cambiaria que permite amortiguar "shocks" externos, y que también permite amortiguar en las dos 
direcciones, cuando el "shock" es favorable y cuando es desfavorable. Estos últimos años hemos asistido a 
los dos mecanismos de amortiguación: a las trayectorias de tipo de cambio cuando enfrentamos "shocks" 
adversos y el tipo de cambio reacciona en sentido de aumentar el tipo de cambio real, y cuando estamos 
asistiendo a "shocks" favorables internacionales en que observamos expresiones del signo contrario. Esto es 
lo que hace un tipo de cambio flexible. Y es lo que el instrumento de la flexibilidad cambiaria ofrece como 
capacidad de amortiguación de "shocks" externos a una economía crecientemente abierta como la nuestra. 
Estamos en un escenario de un sistema financiero sólido, con muy alta liquidez, con buenos niveles de 
capitalización y bajos niveles de morosidad, con una red de protección social históricamente muy 
desarrollada en el país pero fortalecida durante estos últimos años, con una estabilidad de las reglas de juego 
y del cumplimiento de los compromisos asumidos como un criterio fundamental en el accionar institucional 
en nuestro país, con un clima de negocios muy bien valorado interna y externamente y un conjunto de 
reformas estructurales en curso y a proyectar que aseguran que estemos hablando de que las proyecciones en 
este contexto son prudentes y realistas, y tienen buenos fundamentos. 


Ahora sí, entrando específicamente en la materia de la orientación de la política fiscal, quisiera referirme a 
las metas fiscales para el período y hacer una introducción relativa a cómo fue la situación de las cuentas 
públicas durante el período más reciente. En ocasión de la crisis financiera y por alguna cosa que no tiene que 
ver con ella y sí con la disponibilidad de energía hidráulica en el país, hemos asistido durante los años 2008 y 
2009 a un deterioro del resultado fiscal respecto a lo que era la programación original. La programación 
original del Presupuesto presentado al Parlamento de la República en el año 2005 nos llevaba a un resultado 
fiscal hacia el año 2009 de un déficit del orden del 0,8% del PIB y el resultado efectivamente observado en 
ese escenario de crisis, y afectado por la sequía de los años 2008 y 2009, nos ubicó en unas nueve décimas 
porcentuales por encima de esa cifra en materia de déficit. 


Entendemos que la propuesta presupuestal y la orientación de la política fiscal tienen que trabajar por la 
recomposición del balance fiscal, en la medida en que pretendemos que la política fiscal continúe siendo una 
herramienta al servicio de intereses mayores y que tengamos la posibilidad de reaccionar cuando sea 
necesario con las herramientas de política fiscal. Eso solo es posible si en los momentos en que es necesario 
utilizar la herramienta fiscal, se está en condiciones de hacerlo. Y se está en condiciones de hacerlo cuando se 
tiene una situación fiscal sólida y un nivel reducido y mitigado de deuda pública. 


¿Cuáles son los lineamientos de la política fiscal para 2010? Primero, un cuidadoso manejo del gasto público; 
una recomposición del resultado de las empresas públicas. 


Hemos procedido a la creación del Fondo de Estabilización Energética. Esta es una primera contribución que 
pretendemos hacer para mitigar y aislar el efecto de las fluctuaciones en la disponibilidad de energía 
hidráulica en el resultado fiscal. Hoy el Fondo está creado por un valor de US$ 150:000.000, que es algo 
menos de cuatro décimas porcentuales del PIB, a valores actuales. El exceso o la insuficiencia de recursos 
hidráulicos ha tenido en estos últimos años, en promedio, una gran capacidad de desestabilización, con un 
efecto sobre el resultado fiscal que duplica lo que hoy estamos constituyendo como Fondo de Estabilización 
Energética. Por lo tanto, no podemos considerar que lo que estamos haciendo vaya a resolver el problema de 
desestabilización fiscal que provoca la eventual falta de disponibilidad de energía hidráulica en el país. 
Tenemos que entender esto como un paso en la dirección correcta, pero tendremos que seguir pensando en 
nuevos instrumentos y herramientas que nos ayuden a una mejor diversificación de fuentes de energía en 
condiciones de costo adecuadas y sin impactos fiscales previsibles. 


Por último, los lineamientos de la política fiscal tienen en cuenta una modificación reciente, pero ahora sí 
permanente, en la operativa del mercado de cambios y en la operativa de emisión de títulos de deuda pública 
en el mercado doméstico. 


La programación fiscal o las metas fiscales, ahora sí explicitadas en el Presupuesto para el período 2010- 
2015, parten del resultado fiscal del año 2009 y proyectan para este año un resultado fiscal de déficit de 1,2% 
y una reducción progresiva y lineal de una décima porcentual por año, hasta alcanzar en el año 2015 un 
déficit consolidado de 0,7 puntos del PIB. 


Quiero decir que en estas cifras no está computado el financiamiento por vía de señoreaje y, por tanto, no está 
computada la parte de financiamiento del déficit que es realizado simplemente con la trayectoria de la 


inflación. Entonces, si lo quisiéramos mirar en términos estructurales, estaríamos hablando de niveles de 
resultado fiscal al final del período compatibles con que la deuda bruta deje de crecer a nivel agregado en el 
país, en términos monetarios. 


En esta trayectoria del resultado fiscal, en la medida en que se utilizan proyecciones del nivel de actividad 
para el período 2012, 2013, 2014 y 2015, que están expresamente referidas a las trayectorias de crecimiento 
del PIB potencial, deben ser interpretadas fundamentalmente las cifras correspondientes a los años 2013, 
2014 y 2015 como cifras que representan cabalmente lo que podríamos llamar un resultado estructural. 
Nosotros nos comprometemos a empezar a divulgar durante el año 2011 una metodología para el cálculo y 
estimación del resultado estructural de las finanzas públicas. Y, a partir de la presentación de esa 
metodología, nos comprometemos a empezar a divulgar durante el próximo año cifras permanentes y 
continuas que permitan evaluar la trayectoria de la política fiscal sobre fundamentos sólidos que traten de 
despejar acontecimientos y trayectorias que no estén necesariamente referidos a la trayectoria de largo plazo 
de la política fiscal en el país. Pero creemos que en este momento -y a cuenta de un trabajo que hay que 
realizar y que es importante para poder avanzar en esa materia, tanto en la elaboración metodológica como en 
la puesta en práctica de esa metodología- la lectura del resultado fiscal proyectado para los últimos años de 
gobierno es coincidente, por la propia construcción de las proyecciones, con el concepto de resultado 
estructural stricto sensu. Y estos compromisos fiscales ocurren con un segundo desafío que tiene nuestra 
economía, que es consolidar la trayectoria descendente del ratio deuda-producto hasta situarse en el año 2015 
en un ratio cercano a cuarenta puntos porcentuales del PIB, partiendo del último resultado en el año 2009 que 
es algo superior al 60% del PIB. 


A continuación voy a explicitar cuál fue la determinación del espacio fiscal que está disponible para la 
elaboración de este Presupuesto. Nos gustaría aclarar las etapas de la elaboración presupuestal. En la 
determinación del espacio fiscal tuvimos tres grandes etapas de trabajo. La primera, que ya la expresamos 
hace un momento, fue el establecimiento de metas sobre el resultado global del sector público y la trayectoria 
de la deuda. Ese fue el primer paso en la elaboración del Presupuesto y en la determinación del espacio fiscal. 
La segunda etapa fue la proyección de ingresos fiscales. La tercera etapa fue la proyección de los ingresos ya 
comprometidos por normas aprobadas tendientes a hacer previsiones financieras para su cumplimiento. Esas 
tres etapas dieron lugar a la determinación de lo que es el espacio fiscal que entendemos está disponible para 
asignar en el Presupuesto Nacional 2010-2014. 


Obviamente, las proyecciones de ingresos fiscales se basan en el escenario macroeconómico de base y se 
estiman los recursos adicionales básicamente a través de los componentes más importantes de los ingresos 
fiscales: los impuestos -sin lugar a dudas el más importante-, las contribuciones a la seguridad social y el 
resultado primario de las empresas públicas. Estos son los elementos que entran en las proyecciones de 
ingresos. Cada uno de ellos se proyecta con independencia de los otros y cuando hay interconexiones entre 
ellos se tienen en cuenta. 


El total de ingresos reales disponibles, correspondientes al año 2014 con relación al 2010, suma 
$ 47.521:000.000. Ese es el espacio fiscal disponible que está siendo objeto de aplicación en el marco del 
cumplimiento de los compromisos asumidos en el pasado como de las nuevas aplicaciones presupuestales. 


Quisiera detenerme un momento para decir que obviamente no estamos incorporando en estas proyecciones 
algo que tenemos en cuenta muy especialmente de cara a las futuras adecuaciones impositivas que estamos 
comprometidos a analizar, discutir y presentar al Parlamento durante el año 2011. Me refiero a la continuidad 
del proceso de mejora de la eficiencia de las agencias recaudadoras. No estamos incluyendo en el 
Presupuesto Nacional ninguna mejora adicional como fuente de recursos porque pretendemos asignar 
prioritariamente los procesos de adecuación de las reducciones de impuestos vinculadas a ganancias de 
eficiencia y a mejoras en el control de la evasión y del informalismo en la economía. 


Obsérvese que en estos últimos años hemos asistido a un proceso singularmente importante de mejora en los 
indicadores de evasión, tanto en el principal impuesto del país, que es el IVA, como en materia laboral, en los 
puestos de trabajo. En ambos casos hemos asistido a trayectorias francamente alentadoras y auspiciosas 
respecto a la forma en que las principales agencias fiscalizadoras del país se están comportando y los 
resultados que se obtienen en la formalización de la economía. Nosotros pretendemos aplicar las nuevas 
ganancias por eficiencia en materia de recaudación a aspectos que están contenidos en el plan de gobierno y 


que van a ser desarrollados en los próximos tiempos, que son los compromisos de bajar dos puntos 
porcentuales la tasa básica del Impuesto al Valor Agregado y mejorar las deducciones del IRPF. 


En esta Ley de Presupuestos ya están siendo incluidas algunas mejoras impositivas de los sistemas de 
deducciones del IRPF y de los esquemas vinculados a algunas materias. Además, estamos contemplando 
eliminar el complemento de cuota mutual. Para concretar esta medida no necesitamos iniciativa legal ni 
Decreto, sino que solo se requiere una resolución del Ministerio de Economía y Finanzas que ya 
comprometimos como forma de facilitar la negociación salarial, correspondiente a los salarios más bajos en 
el sector privado. 


¿Cómo son las proyecciones de egresos ya comprometidos? ¿De dónde vienen esos compromisos, estos 
recursos que ya están comprometidos antes de la presentación de este proyecto de Presupuesto? De normas 
legales vigentes relativas a jubilaciones, de prestaciones del Banco de Previsión Social, de la continuidad de 
la reforma de la salud, de las transferencias ya acordadas por el Gobierno central y de los compromisos 
contractuales adquiridos. Obviamente, entre los más significativos de estos figura el que tiene que ver con los 
intereses de la deuda pública y su futura trayectoria, compatible con las metas fiscales y de endeudamiento. 


Entonces, si tenemos en cuenta estos componentes y los recursos adicionales que previsiblemente haya que 
aplicar sobre las pasividades, el gasto del Fondo Nacional de Salud, las prestaciones activas del Banco de 
Previsión Social y otras transferencias del Gobierno central y los intereses de la deuda pública, llegaremos a 
la conclusión de que del total del espacio fiscal disponible hay $ 28.860:000.000 -según estimaciones 
actuales- que ya están comprometidos por este concepto. Obsérvese que lo más importante en este caso, sin 
duda, es el gasto de pasividades que representa, a grosso modo, una cifra equivalente al 22% o 23% del total 
de recursos fiscales que se recaudarán en el actual período de gobierno. 


En este cuadro tratamos de sintetizar toda la información que recién aportamos para llegar a decir cuál es el 
espacio fiscal disponible que formará parte de la discusión en el Presupuesto Nacional. Al hacer las 
deducciones correspondientes, por los egresos comprometidos, llegamos a la cifra de $ 22.661:000.000 en el 
año 2014, en relación con el 2010. Esto, obviamente, está calculado en una unidad de cuenta comparable. 
Todas estas medidas y todas las que figuran en el Presupuesto están depuradas de los ajustes por inflación 
que haya que hacer. Quiero aclarar este punto porque no se incorporan las proyecciones de inflación en las 
partidas propuestas en el Presupuesto, y todas deben entenderse como partidas de incrementos en términos 
reales. 


Ahora sí quisiera detenerme en la parte, quizá, más sustantiva de nuestra propuesta: las asignaciones 
presupuestales, empezando por mostrar un cuadro que trata de resumir a qué están aplicados los 
$ 22.661:000.000 que son parte del espacio fiscal aplicado en nuestra propuesta presupuestal. 


En primer lugar, hay una parte de ese espacio fiscal -la mayor, más del 95%- que está contenido en el 
articulado y en el planillado del Presupuesto, pero hay una cifra de $ 1.055:000.000 que corresponde a gastos 
no comprometidos, no incluidos en el Presupuesto, y que abarca aspectos tales como la suba del tope del 
seguro por enfermedad, el aumento de las jubilaciones y pensiones mínimas y el mantenimiento por doce 
meses de cobertura de salud para hijos de trabajadores que no logren reinsertarse en el mercado laboral. Estas 
medidas no están contempladas en esta propuesta presupuestal, pero son normas que entrarán en vigencia 
próximamente, que ocupan espacio fiscal y que serán contempladas en la programación financiera. 


En lo que refiere a la asignación del articulado y del planillado de esta propuesta presupuestal, claramente la 
educación es la que recibe la proporción de recursos más importante, con $ 8.341:000.000 adicionales; a 
seguridad pública se destina la mitad que a la educación, pero es el segundo componente en importancia, que 
abarca $ 4.142:000.000; vivienda -como prioridad fundamental de la acción de este Gobierno- recibirá 

$ 1.778:000.000; las inversiones en infraestructura recibirán $ 1.306:000.000; un conjunto muy amplio de 
programas sociales -a los que me referiré luego-, adicionalmente a estos otros programas sociales de 
educación y vivienda, recibirá $ 1.537:000.000; salud obtiene fortalecimiento de recursos por 

$ 1.964:000.000, y el resto de los componentes incluidos en el articulado representa $ 3.593:000.000, todo lo 
cual suma los $ 21.606:000.000 contemplados en el Presupuesto. Estos, unidos a los gastos comprometidos y 
no incluidos en el Presupuesto, que son $ 1.055:000.000, representan los $ 22.661:000.000, que incluyen la 
integralidad de las acciones de política fiscal que estamos proponiéndonos realizar. 


Este cuadro muestra la información relativa a los incrementos presupuestales, según áreas programáticas. 
Este Presupuesto se ha formulado a partir de la definición de áreas programáticas y de estas se derivaron 
programas específicos, que tratan de orientar y sintetizar la acción gubernamental, no en una distribución por 
Incisos sino por programas que nos acerquen de mejor manera a los productos que las distintas áreas 
programáticas tienen que ofrecer a la comunidad como resultado de sus acciones. Entonces, pasamos de un 
abordaje institucional por Inciso a uno por áreas programáticas, que creemos que ilustra mucho mejor la 
discusión acerca de dónde están las prioridades y de qué manera tenemos que avanzar en áreas que son 
fundamentales para el desarrollo económico y social del país. 


Acá figuran los incrementos presupuestales en función de las áreas programáticas. Claramente, el 37% de los 
recursos adicionales se orienta a nuestra educación pública, el 18% a seguridad pública; el 8% del total de los 
recursos adicionales se destina a vivienda, el 6% a infraestructura, el 7% a protección social % adicional a lo 
que se destina a salud, educación y vivienda%, el 9% a salud, y el resto de las partidas representa el 16% de 
los recursos totales. 


Ahora vamos a describir los principales lineamientos de las áreas priorizadas en las asignaciones 
presupuestales. Los recursos destinados a la educación pública se incrementarán en términos reales 24% en 
este período, es decir, 6 puntos porcentuales más que el gasto global incluido en el Presupuesto Nacional. 
Esta diferencia entre esos 24 puntos de crecimiento del Presupuesto destinado a la educación y los 18 puntos 
porcentuales en que se incrementa el gasto público, es la expresión financiera del diferencial de incrementos 
de recursos que recibe la educación pública. Esto viene a sumarse a un proceso precedido, en el quinquenio 
anterior, por un crecimiento muy importante de los recursos destinados a la educación pública. En ese 
sentido, habrá un gasto público en educación que al final del período representará $ 42.713:000.000, lo que 
equivale, en cifras actuales, a unos US$ 2.000:000.000. Así como la cifra emblemática que se alcanzó en el 
período anterior, en el 2009, fue de US$ 1.500:000.000, en este caso la referencia, a valores actuales, es de 
US$ 2.000:000.000. 


Se muestra un cuadro que trata de sintetizar y ayuda a comprender las asignaciones en educación. 
Claramente, en las cifras de fortalecimiento de la educación pública se establecen prioridades. Por ejemplo, 
se da especial prioridad a los Planes CAIF -este es el aumento más importante en términos porcentuales de 
los recursos aplicados sobre el fortalecimiento de ese plan-, en segundo lugar, y muy cerca, a programas 
como el PEDECIBA, al Instituto Pasteur, a la Agencia Nacional de Investigación e Innovación y al Instituto 


Clemente Estable, es decir, a la ciencia, a la tecnología y a la innovación, que recibirán aumentos del orden 
del 39%. 


La ANEP recibirá recursos adicionales, 25% superiores a los niveles de 2010 y la UDELAR tendrá un 20%. 
Claramente, el Plan Ceibal no esperamos que sea fortalecido porque, conforme a su nivel de ejecución actual, 
ya se encuentra en condiciones, con las dotaciones de recursos actuales, de poder cumplir cabalmente con la 
continuidad del programa y el desarrollo previsible de las herramientas que hacen a esta iniciativa. 


El siguiente cuadro trata de poner énfasis en algunos aspectos que deben ser valorados a la hora de analizar la 
propuesta que realiza el Poder Ejecutivo de recursos asignados a la educación. 


También estamos previendo fortalecer los planes CAIF; se proyecta la construcción de cien nuevos Centros 
en Atención a la Infancia y Familia, con una adecuación de los centros ya existentes a efectos de lograr dos 
grupos de ocho horas por centro y de mejorar la calidad del servicio con la incorporación de coordinadores 
por gestión. 


Se prevé la construcción de catorce jardines comunes y de tres de tiempo completo. Se pretende dar un 
importante impulso a las escuelas de tiempo completo, construir treinta y ocho de estas escuelas, y la 
readecuación de setenta y tres escuelas comunes que pasarán a modalidad de tiempo completo. 


En materia de escuelas comunes urbanas, se prevé la construcción de seis nuevas, y cuatro más para la 
sustitución de locales existentes que se encuentran muy deteriorados. En cuanto a escuelas comunes rurales 
estamos previendo la construcción de seis nuevas y de seis más para la sustitución de locales existentes 
deteriorados. Asimismo, prevemos la construcción de tres escuelas de educación especial, y para Educación 
Secundaria la construcción de veintiún nuevos liceos y de veintiún liceos más para la sustitución de locales 
existentes deteriorados, como también la construcción de setenta y cuatro aulas para ampliaciones de liceos 
existentes. 


En lo que refiere a la Universidad del Trabajo del Uruguay, se prevé la construcción de cinco campus de 
educación técnica en el interior del país, y la construcción de diez institutos politécnicos. 


Para la ANEP a nivel terciario se prevé crear el Instituto Tecnológico Superior y el Instituto Universitario de 
Educación. A nivel de la Universidad de la República se prevé la construcción de edificios para los centros 
universitarios regionales del este, noreste y noroeste y la mejora de la infraestructura existente en 
Montevideo, por ejemplo, la relocalización de la Facultad de Veterinaria. 


Todas estas propuestas quisimos hacerlas con mucho detalle, porque en el Plan de Infraestructura para la 
educación pública se encuentra uno de los pilares fundamentales de la acción del Gobierno y es uno de los 
aspectos sobre los que los acuerdos multipartidarios orientaron la elaboración del presupuesto. En este 
terreno se tuvo en cuenta tanto los compromisos asumidos en el Plan de Gobierno del Frente Amplio como 
los compromisos multipartidarios y los criterios que después orientaron el diseño de la propuesta que el 
Poder Ejecutivo somete a consideración del Parlamento. 


Para la ejecución de este Plan de Infraestructura, se propone crear un fondo de infraestructura pública de 

$ 5.000:000.000. Se puede observar en el gráfico la trayectoria de CAIF, que se pretende pasar de los actuales 
trescientos cuarenta y seis a cuatrocientos veintiséis. Además, se pretende pasar de ciento treinta y cinco 
escuelas de tiempo completo a doscientas cuarenta y seis en el año 2014, y se completarían en el 2015 las que 
forman parte de los compromisos del Plan de Gobierno y de los acuerdos multipartidarios. Asimismo, los 
liceos pasarían de trescientos sesenta y cinco a cuatrocientos siete a lo largo del período de Gobierno. 


En materia de infraestructura, un capítulo especial merece el tratamiento que se le da, en nuestra propuesta 
presupuestal, a la Universidad de la República. En el fondo de infraestructura educativa, la Universidad de la 
República recibe el 40% de los recursos propuestos por el Poder Ejecutivo. Obsérvese que esto más que 
duplica la proporción entre lo que recibe la Universidad y los recursos totales destinados a la educación 
pública. Y esto ocurre ya desde el año 2011; la Universidad de la República es priorizada en materia de 
recursos en ese año cuando, fundamentalmente por este concepto, crece por encima, incluso, de los recursos 
asignados a la ANEP. Esto quiero subrayarlo muy especialmente porque esta es una señal muy importante de 
la especial atención y consideración que el Poder Ejecutivo hizo al Plan de Desarrollo de Infraestructuras que 
la Universidad de la República pretende llevar adelante durante este período de Gobierno. 


Este ambicioso plan de obras, que constituye uno de los elementos más importantes de la propuesta 
presupuestal, intenta que más niños y más adolescentes se integren al sistema educativo nacional. 
Pretendemos concretar la universalización del acceso a la educación en niños de cuatro años y una 
ampliación de la cobertura correspondiente a dos y tres años. Además, pretendemos concretar la 
incorporación a escuelas de tiempo de completo de treinta mil niños que viven en contextos muy 
desfavorables y la retención en la educación media de aproximadamente el 40% de los jóvenes que hoy no 
trabajan ni estudian, que es uno de los problemas más importantes que tiene nuestra sociedad. 


Este Presupuesto posibilitará más oportunidades de acceso a la formación universitaria para las personas del 
interior del país. Y también se incluye en este Presupuesto partidas para financiar el preacuerdo salarial 
alcanzado a nivel de la ANEP. 


Quisiéramos detenernos específicamente en este aspecto -a cuenta de que las autoridades de la educación y el 
Ministerio de Educación y Cultura más adelante se extenderán al respecto- y decir en qué consisten los 
componentes del preacuerdo alcanzado para remuneraciones en la ANEP. En primer lugar, un aumento 
general del salario en un 8,6% entre 2011 y 2014, que se incluye en el presupuesto correspondiente a la 
Administración Nacional de Educación Pública. En segundo término, un incremento adicional, más 
importante que el de base, de 9,8% de la masa salarial, destinado a políticas educativas. El componente más 
importante de este porcentaje es un 6,9%, destinado a financiar mejoras en la carrera docente, estímulos para 
la concentración de horas docentes en los centros educativos, aumento de la compensación por docencia en 
escuelas de tiempo completo y avances hacia la equiparación de los salarios docentes con los 
correspondientes a los del segundo ciclo común de la enseñanza. 


También se acordó un 0,3% para atender otras situaciones de inequidades salariales en la educación -que las 
hay-, y un 2,4% para la creación de un componente salarial de naturaleza variable, en las ramas en que se 
suscribe el acuerdo salarial. Además, está previsto un 3% de incremento salarial por decreto del Poder 
Ejecutivo en enero del año 2015. 


En cuanto a la seguridad pública, debemos señalar que más de $ 4.000:000.000 adicionales se destinarán al 
Ministerio del Interior, que implica un crecimiento de un 42% en términos reales de los recursos aplicados a 
esta Cartera. Básicamente, los componentes más importantes sobre los que se aplican estos recursos son 
transformaciones como, por ejemplo, disminución gradual de las horas del servicio 222; aumento salarial 
asociado a compromisos de gestión; compromiso de gestión institucionales e institucionalizados; incentivo 
económico para funcionarios en unidades vinculadas a la prevención y represión de delitos y creación de más 
de tres mil doscientos cargos en las tareas de seguridad. 


En la proyección que estamos presentando tratamos de expresar de manera sintética y a modo de ejemplo, el 
aumento salarial y real que recibirá la Policía en el período. Por ejemplo, un Agente de Segunda recibirá, 
hacia el final del período de Gobierno, un 62% real adicional con respecto al punto de partida. Esto es: si 
incluimos las proyecciones de inflación, se duplican, en términos nominales, los salarios del personal 
policial. 


Los incrementos salariales son mayores para el personal subalterno y el incremento de base es un 41% y un 
componente de gestión de 15% de aumento en el período. Además, se establece una prima para labores 
preventivas y represivas para funcionarios de calle, cárceles, bomberos y Policía Caminera. Esta propuesta 
trata de atacar un problema muy importante que tiene la estructura de funcionamiento del Instituto Policial, 
que está vinculado a la operativa del Servicio 222, que no permite una correcta gestión de los recursos 
humanos. Quiero decir que prácticamente un tercio del personal que presta el Servicio 222 lo hace por un 
total de horas que van entre ciento cuarenta y doscientas. Y, también, algo más de un tercio presta funciones 
en el Servicio 222 entre noventa y ciento treinta horas mensuales. Esto, sumado a las horas que cumple 
normalmente un funcionario policial, hace que el horario de trabajo vinculado a las funciones básicas de la 
Policía y el Servicio 222 esté entre catorce y dieciséis horas. Este aspecto ha sido priorizado como un tema a 
resolver gradualmente a lo largo de este período, en un esquema que se presenta a continuación y que trata de 
reducir gradualmente, desde el año 2011 hasta el 2015, el número de horas máximas que puede realizar un 
agente policial como Servicio 222, pasando de los niveles actuales a cincuenta horas semanales en el año 
2015. 


Claramente esto tiene que ocurrir en un contexto nuevo de control centralizado del Servicio 222, eliminando 
los niveles de descentralización que actualmente existen. Debe haber exclusividad vinculada a este Servicio y 
capacitación pedagógica y física unidas a una calificación de los trabajadores. Por tanto, estos no son 
recursos aplicados simplemente a reducciones de horas; en el Instituto hay transformaciones muy profundas. 


El gráfico que presentamos trata de ilustrar de qué manera a lo largo de este período se reduce para un Agente 
de Segunda la proporción de los ingresos que va a recibir por el Servicio 222, en comparación con su 
remuneración salarial de base. Va a pasar de los niveles actuales, que están en el orden del 40% -de la 
remuneración del Agente de Segunda; hoy está vinculado al Servicio 222-, a un 17% al final del período de 
Gobierno. Esto es parte de algo que tiene mucho que ver con la calidad de vida de los funcionarios policiales. 


En materia de seguridad pública estamos proponiendo la creación efectiva de cargos, no de transformación de 
cargos ni de conversión de un tipo de vinculaciones con el Estado en otras; eso lo discutiremos en sucesivas 
instancias, acerca de cuál es el contenido de la propuesta presupuestal. Hablamos de 1.000 cargos para el 
mantenimiento del orden público, o sea, personal de Jefatura más Guardia Republicana; 1.580 para el sistema 
penitenciario; 600 para Bomberos, Policía Caminera, Policía Técnica, Identificación Civil y otros, y se crean 
en la Guardia Republicana, en el Instituto Nacional de Rehabilitación, en la Dirección Nacional contra el 
Crimen Organizado y en Interpol. 


En INAU se crean 200 cargos en el Sistema de Ejecución de Medidas a Jóvenes en Infracción -SEMEJI-, 
destinados a atender situaciones de privación de libertad ambulatoria. Se incrementa -esto también es muy 
importante- la compensación para el personal de las Fuerzas Armadas que presta servicios en la guardia 
perimetral. 


Como observarán, esto es fiel reflejo de los acuerdos multipartidarios alcanzados en esta materia y estamos 
convencidos de que, a través de las medidas proyectadas, el país va a realizar avances muy importantes en la 
preservación y la mejora de la seguridad pública. 


En lo que se refiere a vivienda, hay un muy fuerte incremento de los recursos asignados al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En realidad, es el Inciso del Poder Ejecutivo que 


recibe más incremento de recursos en términos porcentuales. Básicamente, en el acumulado 2010-2014, el 
Ministerio va a ejecutar $ 19.200:000.000 contra los $ 9.200:000.000 ejecutados en el período 2005-2009. 


En la propuesta que se encuentra en el planillado se prevé que durante el año 2010 se haga la transferencia 
del saldo del Fondo Nacional de Vivienda correspondiente a activos, para la ejecución de las políticas 
habitacionales en el país. Se está vaciando completamente y, por tanto, la ejecución de recursos 
correspondientes a este Fondo dejará de ser una deuda histórica en materia de política habitacional. 


Este Presupuesto, además de transferir dinero, permite duplicar el número de soluciones habitacionales en 
este período con respecto al anterior. Además, constituiría el mayor número de soluciones habitacionales 
apoyadas desde las políticas públicas impulsadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y la Agencia Nacional de Vivienda, desde el retorno de la democracia. 


Debe agregarse que el BHU canalizará soluciones habitacionales a través de préstamos para refacción de 
vivienda, créditos para personas jurídicas y créditos hipotecarios individuales. Además, estamos asistiendo a 
un proceso, a nuestro juicio, francamente alentador, de incorporación del sistema bancario público y privado 
al mercado hipotecario, acompañando lo que ha sido tradicionalmente una acción en solitario del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


Asimismo, no viene en el proyecto de Presupuesto pero en los próximos días será remitida al Parlamento una 
norma en la que se plantea un conjunto muy amplio de exoneraciones fiscales para la construcción de 
viviendas de interés social, con un sacrificio fiscal, con una renuncia impositiva de $ 1.600:000 adicionales, 
para promover 10.000 viviendas en el período, que están contempladas en la programación presupuestal. 


El esfuerzo presupuestal en el área de vivienda se complementa con una partida de $ 105:000.000 anuales 
para el Plan Juntos. Como ustedes saben, esta es una iniciativa que va a estar radicada directamente en 
Presidencia de la República, que pretende apuntalar el desarrollo de intervenciones integrales de mejora de 
calidad de vida de personas en situación de pobreza extrema y vulnerabilidad social. Intenta promover la 
solidaridad material, el trabajo voluntario y la participación de los beneficiarios a través de la 
autoconstrucción, labores comunitarias y otras contrapartidas. El Plan Juntos viene a sumarse, entonces, 
como un elemento muy importante en la estrategia, en un área absolutamente priorizada de las políticas 
sociales en este período de Gobierno, como es la vivienda. 


En materia de infraestructura, somos conscientes de que la sostenibilidad del crecimiento económico requiere 
que se continúe priorizando el gasto en infraestructuras y esto se realizará a través de tres mecanismos. Uno 
está contenido en la ley de Presupuesto y son las inversiones con recursos presupuestales. El segundo son las 
inversiones con participación del sector privado y el tercero es un componente muy importante de 
inversiones que realizarán las empresas públicas, que luego vamos a mencionar. 


Está previsto realizar un incremento muy importante de las inversiones en la red vial. Básicamente, los 
mecanismos a utilizar van a ser las inversiones presupuestales, habitualmente ejecutadas desde la Dirección 
Nacional de Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y las inversiones que continuará 
realizando en los contratos actuales la Corporación Vial del Uruguay. Además, estaríamos incorporando 
US$ 600:000.000 de inversiones adicionales en el período, para la reconstrucción de una parte importante de 
los corredores viales del país, con participación de privados y sobre formas contractuales nuevas en cuyo 
diseño estamos trabajando. 


Estamos viendo unos mapas que tratan de mostrar cómo mejora, a partir de los objetivos trazados, la 
situación de la infraestructura vial en el año 2015 en comparación con la actual. 


En lo referido al desarrollo de la red ferroviaria, está en ejecución la refacción del tramo Pintado-Rivera, de 
la línea Rivera. A corto plazo estaremos avanzando sobre la línea Artigas, concretamente en el tramo 
Chamberlain-Fray Bentos y el ramal Piedra Sola, así como en la línea Minas-Río Branco. En el mediano 
plazo se pretende avanzar en la conexión a los puertos de Nueva Palmira y La Paloma y nuevas terminales y 
con redes de Brasil y Argentina. Todo esto se hace en el marco del desarrollo de nuevas líneas y ramales 
transversales. 


Con respecto a las inversiones de empresas públicas, tratamos de aportarles información sobre los montos 
proyectados para los períodos 2010-2014 y su comparación con el período anterior y con esfuerzos de 


inversión en años anteriores. Hay información relativa a ANCAP, ANTEL, UTE, OSE y ANP, las cinco 
empresas públicas que concentran la mayor parte de las inversiones. 


En este Período -al igual que en todos los Períodos de Gobierno-, UTE sigue siendo el principal puntal de la 
inversión en infraestructuras para generación y distribución de energía. En este caso, estamos hablando 
fundamentalmente de inversiones en distribución, y sumamos a cargo de recursos de las empresas públicas 
US$ 3.650:000.000 en este Período de Gobierno. 


En materia de empresas públicas, para una mejor orientación tratamos de sintetizarles -porque no se 
encuentra en el Presupuesto- cuáles son los proyectos en cada una de las áreas. 


En energía eléctrica, el proyecto de interconexión eléctrica de 500 mega con Brasil, la generación de energías 
renovables con participación de privados, mejoras en trasmisión y distribución eléctrica. 


Con respecto a combustibles y pórtland, la concreción de plantas desulfurizadoras de gasoil e 
hidrosulfurizadoras, inversiones en plantas de cemento, integración de biocombustibles a la matriz nacional y 
exploración de crudo y gas natural. 


En lo relativo a los puertos, son bien conocidas las iniciativas en materia de dragado, el Acceso Norte, el 
puerto pesquero de Capurro y el denominado Muelle C. 


En agua y saneamiento, obras muy importantes de saneamiento en Maldonado y Ciudad de la Costa, obras de 
distribución en el sistema de Montevideo y rehabilitación del sistema de abastecimiento de agua en el interior 
del país. 


En comunicaciones, las prioridades están establecidas en términos de trasmisión y enlaces internacionales - 
fundamental para el desarrollo económico del país-, en desarrollo de redes -móvil, transporte y acceso- y en 
las plataformas de servicios. 


En lo que se refiere a las prioridades, quisiéramos detenernos un instante en la protección social. En este 
Presupuesto se pretende dar continuidad al sistema de protección social implementado durante la 
Administración anterior, manteniendo un enfoque transversal e integrado de políticas de educación, salud, 
seguridad social, alimentaria y habitacional, y profundizar la coordinación de estas distintas instituciones a lo 
largo de todo el territorio nacional, mejorando la focalización y la cobertura de programas. 


Queremos aportarles información sobre la ampliación de la cobertura de asignaciones familiares que, sobre el 
final del Período, va a alcanzar a quinientos mil beneficiarios, y sobre cambios que estamos proponiendo, a 
nuestro entender, muy importantes y necesarios, en las dotaciones de recursos para fortalecer las tarjetas 
alimentarias. Se plantea la duplicación del monto de estas tarjetas para hogares con ingresos per cápita 
inferiores, respecto de la canasta básica alimentaria. Estos son treinta mil hogares. Y los señores Diputados 
tienen ahí la información acerca de qué tipo de hogares son los que se verán beneficiados por esta medida. 


El presupuesto del MIDES, como puntal y coordinador de las políticas sociales, aumenta un 33% en el 
Período. La duplicación de la tarjeta alimentaria insumirá $ 100:000.000. El Programa INFAMILIA y su 
fortalecimiento en programas de educación, salud, integración social, $ 100:000.000 adicionales, y 
fortalecimiento de recursos para programas como Uruguay Trabaja, apoyo alimentario, emprendimientos 
productivos y centros educativos, por un total de $ 192:000.000 adicionales. 


En materia de protección social, hay que mencionar el aspecto de la trayectoria de la jubilación mínima. Se 
subirá la jubilación mínima de 1,5 BPC -Base de Prestación Contributiva- a 1,75 BPC ya en este año, y a 2 
BPC -$ 4.122- en julio del próximo año. También alcanzará a pensionistas mayores de 65 años en hogares 
con ingreso promedio menor a 3 BPC. Esta primera etapa alcanzará a cuarenta y ocho mil personas y luego a 
sesenta y nueve mil. 


Estamos modificando los topes del subsidio por enfermedad. Al final del Período de Gobierno se logrará que 

el 96% de los beneficiarios del subsidio por enfermedad reciban el subsidio correspondiente sin tope respecto 
a sus salarios. Y se plantea una suba gradual de este tope de trabajadores privados, desde los actuales 3 BPC, 

hasta 8 BPC, en razón de un incremento de 1 BPC por año. 


En lo que se refiere a la evolución del FONASA, estamos incorporando a los hijos de desocupados, 
propiciando el mantenimiento por doce meses de la cobertura de salud a hijos de trabajadores cuando 
culmina el seguro de desempleo y no logran reinsertarse en el mercado de trabajo. Estimamos que esta 
cobertura alcanza a veinte mil niños. 


Queremos hacer una mención especial: se ha alcanzado, por segundo Período consecutivo, un acuerdo con 
los Gobiernos departamentales, sobre el sistema de transferencias correspondientes al artículo 214 de la 
Constitución de la República. El Gobierno central transferirá un 3,33% de sus ingresos a los Gobiernos 
departamentales. Una parte de esto estará sujeto a compromisos de gestión. De lo contrario, en caso de 
incumplimiento de los compromisos de gestión, el porcentaje se reducirá a 2,9% de los ingresos. El acuerdo 
incluye, además, recursos adicionales, como surgen de la ampliación del Fondo de Desarrollo del Interior, 
con un incremento de $ 190:000.000, y un Fondo de Incentivo a la Gestión Municipal. A su vez, se 
mantienen en el marco del acuerdo los programas vinculados a caminería forestal y el subsidio al alumbrado 
público. 


Para finalizar, quisiera comentarles cuál es el programa financiero que está sirviendo de base a esta 
programación presupuestal. Estamos adjuntándoles información muy detallada sobre la evolución de los 
ingresos del sector público, todo relacionado al PIB y prevemos básicamente una trayectoria de ingresos del 
sector público no financiero que crecería en el Período seis décimas del PIB. La explicación de esta 
trayectoria no tiene nada que ver con los impuestos recaudados por el Gobierno Central -que se mantienen 
virtualmente estables en la programación-, sino con la mejora del resultado corriente de las empresas públicas 
y con mejoras en la recaudación del Banco de Previsión Social. Esto es compatible con una evolución de los 
ingresos del sector público, con una trayectoria ascendente de los egresos primarios y descendente - 
continuando con la trayectoria descendente- del pago de intereses de la deuda pública. 


Estos son los elementos fundamentales de la programación en cuanto a de dónde provienen los recursos y a 
cuáles son las magnitudes, en relación al PIB, de la evolución de los distintos componentes del gasto público. 


También quisiéramos aportarles información acerca de cuál es la trayectoria esperada de crecimiento de 
gastos del sector público. Los señores Diputados tienen ahí información para poder hacer la comparación de 
referencia en el año 2009, en la ejecución 2010, y lo que está previsto para 2011, 2012, 2013 y 2014 en los 
egresos totales, en los egresos primarios y en los egresos primarios incluido el Banco de Previsión Social. 
Obsérvese que, claramente, después de un impulso inicial al fortalecimiento de los programas que estamos 
previendo lanzar con la aprobación del Presupuesto Nacional en el año 2011, cualquier evolución de los 
egresos se alinea estrictamente con las posibilidades de crecimiento a largo plazo de la economía uruguaya y, 
por tanto, es una trayectoria absolutamente prudente y responsable en materia de evolución del gasto. 


Allí pueden observar un cuadro final sobre el flujo de fondos del Gobierno Central, que dice cómo nos vamos 
a financiar, cuáles van a ser, por tanto, los pagos de intereses, y cuáles son las previsiones que tenemos que 
tomar en materia de amortizaciones, tanto en préstamos como en títulos soberanos y cuáles son, por tanto, las 
fuentes de financiamiento que, obviamente, provienen del superávit primario del Gobierno, de desembolsos 
que tenemos que hacer para cumplir con obligaciones de los organismos internacionales y emisiones de 
títulos de deuda pública y referencia a otras fuentes menores de financiamiento. 


Simplemente a modo enunciativo, queremos decir que a lo largo del Período los objetivos de la política en 
materia de deuda pública son: continuar disminuyendo el riesgo de refinanciación; reducir el riesgo 
cambiario, porque todavía es elevada nuestra deuda pública; disminuir el riesgo de tasa de interés; lograr una 
combinación adecuada entre instrumentos de mercado y créditos de organismos multilaterales, y dinamizar la 
operativa en el mercado doméstico. Esto, en un marco que nos proponemos, de avanzar y diversificar las 
fuentes de financiamiento y la base inversora. Pretendemos acercar a inversores locales, a pequeños 
ahorristas locales a los mercados de título de deuda y seguir sumando, a través de la mejora en la calificación 
crediticia del país, en la plataforma de inversores institucionales externos que puedan ser inversores en títulos 
de deuda uruguaya. Obviamente, esto implica hacer una apuesta muy fuerte a la promoción del mercado de 
capitales privados. 


Señor Presidente: esta es la presentación que queríamos realizar del marco general y los principales 
elementos a tener en cuenta en el Presupuesto Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente, fue una intervención muy importante para que los integrantes de 
la Comisión tengan conocimiento del pensamiento del Poder Ejecutivo y del equipo económico. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, creo que corresponde agradecer a las autoridades del Ministerio 
de Economía y Finanzas, en particular al señor Ministro por esta exposición que nos ha hecho y que, 
realmente, acompaña lo que ya estaba establecido pero, en todo caso, sintetiza la presentación del 
Mensaje del Poder Ejecutivo que acompañó el proyecto de ley de Presupuesto. 


Justo es reconocer -eso me parece bueno- que esta es la segunda vez que un proyecto de ley de Presupuesto 
es acompañado por una proyección de todas las variables macroeconómicas, de toda la información que es 
necesario que el Poder Ejecutivo exponga en forma transparente para que quienes debemos hacer un análisis 
del Presupuesto a nivel parlamentario tengamos todos los elementos de juicio; creo que eso es fundamental. 
Lamentablemente, antes del año 2005 esto no existía, y creo que este es un avance que, por cierto, ha sido 
importante y que a esta altura -cualquiera sea el Gobierno- ha llegado para quedarse porque, en todo caso, es 
una necesidad. En tal sentido, me parece que corresponde reconocerlo. 


El señor Ministro nos ha hecho una proyección, nos ha señalado y ha fundamentado las principales 
evoluciones de las variables macroeconómicas, esencialmente cuál será el nivel de actividad, cómo van a 
crecer otras variables como el empleo, el salario real, y cuáles son los objetivos de inflación trazados por el 
Banco Central del Uruguay. 


Obviamente, cuando se hace una proyección de esta naturaleza lo que importa es su fundamento. Desde ese 
punto de vista, más allá de los matices que podamos tener sobre cuál será el crecimiento -porque, 
indudablemente, hay un cambio cualitativo que se está registrando en la economía mundial-, lo importante es 
saber cómo influye en nuestra economía. El crecimiento que se dio a partir del año 2004, fundamentalmente 
del precio de las "commodities", ha generado un cambio cualitativo muy importante, y eso ha impactado en 
el crecimiento del país, particularmente en el Período anterior. Si miramos el período comprendido entre la 
reinstauración democrática y la actualidad, veremos que únicamente entre los años 1991 y 1998 habíamos 
tenido un crecimiento realmente importante, a una tasa acumulativa anual del 4%, pero el crecimiento que se 
dio por encima del 6% en el período comprendido entre los años 2005 y 2010 es -si tomamos en cuenta el 
año 2004, todavía es mayor-, indudablemente, una muestra de que ha habido un cambio cualitativo en las 
posibilidades de la economía. Sabemos -por haber compartido tribuna en la Facultad de Ciencias Económicas 
con el señor Ministro de Economía y Finanzas- que el titular de la Cartera estaba convencido de que Uruguay 
podía crecer, a partir de este período, a una tasa por lo menos un 4% acumulativo anual. Es decir que, desde 
ese punto de vista, es una proyección del crecimiento económico que está fundamentada. Indudablemente, 
podemos tener matices, pero reconocemos que hay un buen fundamento para ella. Creemos -desde el punto 
de vista personal y de la convicción que existe en nuestro Partido- que eso no obsta a que fuera conveniente 
adoptar alguna regla fiscal en la materia. Pensamos que eso le daría una mayor solidez y eliminaría alguna 
incertidumbre hacia futuro sobre el comportamiento de la economía y sobre el comportamiento del Gobierno 
ante un cambio en la evolución de las distintas variables y, particularmente, lo que refiere al crecimiento de la 
economía. 


Asimismo, quienes estamos convencidos de la importancia de una regla fiscal, creemos que es la forma de 
tener mayor equidad intergeneracional, pero admitimos claramente que esto es un tema de opinión. Los 
instrumentos de política económica que -en todo caso- no tienen signo ideológico, están para ser utilizados, y 
cada cual lo hace en función del convencimiento que tenga respecto de la eficacia de esos instrumentos. Los 
instrumentos de política económica sirven para conseguir objetivos y, en tal sentido, creo que ese es un 
instrumento válido, más allá de que aceptemos que haya otro tipo de instrumentos, como algunos de los que 
están planteados para ser utilizados y en los que hay una particular referencia en el artículo 85 de este 
proyecto de ley de Presupuesto. 


En todo caso, la experiencia reciente nos muestra que cuando no se generan suficientes ahorros para enfrentar 
situaciones críticas -como ocurrió a fines del año 2008- tenemos que salir a buscar préstamos de los 
organismos internacionales para contar con un colchón a fin de enfrentar la situación de crisis internacional. 
Felizmente se salió de ella aun con crecimiento, pero creo que un dato de la realidad que está referido 
expresamente en este proyecto de ley presupuestal y al que mencionó el señor Ministro, es que en el año 
2008 la deuda pública bruta estaba en un 53% y que en el año 2009 termina ubicándose en un 69% del 


Producto Interno Bruto. Es decir que allí hubo una necesidad de un endeudamiento mayor para tratar de 
enfrentar una coyuntura crítica. 


Hechas estas consideraciones que me parecían de orden, tengo un par de preguntas para realizar. 


En primer lugar, en función de esta proyección que se hace del crecimiento y en atención a los objetivos que 
se plantean -que aparecen muy claros-, como el de la estabilidad fiscal como una política fundamental para 
lograr la estabilidad de la economía y reducir el ratio de deuda-producto al entorno de un 40% -esto también 
está claramente expresado con el objetivo de obtener, entre otras cosas, el "investment grade"-, la pregunta 
está dirigida, no a lo que está comprometido -que, en definitiva, está expuesto muy claramente y significa una 
propuesta sobre lo que se va a hacer, o a qué se va a orientar el nuevo gasto-, sino a si, particularmente en 
este caso, la conducción económica del nuevo Gobierno está dispuesta a asumir compromisos respecto al 
mayor crecimiento de la economía. Esto es, si se da un crecimiento de la economía por encima de los valores 
aquí expresados, si se está dispuesto a asumir en la ley presupuestal un compromiso de que ese mayor 
crecimiento se destine -me refiero a los recursos que se generen a través de los organismos recaudadores del 
Estado- a un mayor abatimiento de la deuda pública para acelerar los objetivos que están planteados para el 
ratio deuda producto: Me parece que este es un aspecto sustancial. 


Por supuesto, nada hay establecido en esta ley presupuestal respecto a compromisos con un eventual mayor 
crecimiento y, en todo caso, este es un elemento que el Partido Independiente considera central a los efectos 
de fijar objetivos más allá del crecimiento planteado en esta propuesta de ley. 


La segunda pregunta refiere a un aspecto más de carácter general. Nosotros estamos convencidos de que las 
dos grandes restricciones que tiene nuestro país para aumentar la productividad tienen que ver, en primer 
lugar, con la educación. Claramente, en materia educativa, más allá de los esfuerzos que se han hecho - 
particularmente en el Período de Gobierno pasado y que se reiteran en este- al asignar mayores recursos a la 
educación, aquí hay un problema de gestión, y los resultados están a la vista. Hay dificultades notorias para 
retener a los muchachos, por ejemplo, en el sector de la educación media, donde la situación es más crítica. 


Obviamente, que esta gestión es resorte de la ANEP y corresponde hacer los planteos ante ella. Pero allí hay 
un notorio cuello de botella hacia delante, respecto a lo que es un elemento sustancial para aumentar la 
productividad de nuestro país. 


El otro cuello de botella, a mi juicio, es la infraestructura. En este proyecto de ley de presupuesto hay una 
asignación de recursos fundamentalmente destinada al aspecto vial. Se señala en el propio Mensaje del Poder 
Ejecutivo que se espera canalizar un esfuerzo importante en infraestructura -en la red ferroviaria y la 
infraestructura de puertos- a través de ese instrumento que se anuncia llegará oportunamente al Parlamento. 
Se trata de una ley que fomenta la asociación público-privada. 


Si bien este tema no está directamente incluido en la Ley de Presupuesto, es una de las claves que 
consideramos en el análisis general del aumento de la productividad. La pregunta es cuáles son -y esto es más 
que nada información complementaria- los objetivos en materia de inversión en infraestructura para todo 
aquello que no está contenido concretamente en este proyecto de ley presupuestal. Lo que estamos pidiendo 
entonces, es información adicional que nos permita tener un grado de comprensión de cuáles son los 
objetivos del Poder Ejecutivo para superar las restricciones que existen en materia de infraestructura, a través 
de estos otros instrumentos complementarios que se van a desarrollar en el Período. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La primera parte de la intervención del 
Diputado Posada pone el acento en algunos aspectos sobre los que quiero expresarme. 


El primero se refiere a los fundamentos que, a nuestro juicio, tiene el orientar la política fiscal de manera 
prudente y responsable. 


Yo creo que el Diputado Posada hizo una buena referencia a la equidad intergeneracional. Ese es uno de los 
elementos que ofrecen una buena justificación de por qué hay que tener una política fiscal muy prudente y 
responsable. No hay derecho, con los recursos futuros, de beneficiarnos las generaciones actuales, y trasladar 
la carga hacia quienes hoy no tienen voz, a través de incrementos de endeudamiento, lo que terminaría, de 
alguna manera, dificultando el proceso. 


El tema es que, a mi entender, el proceso es un poco más complejo, porque hay muchas cosas que hacemos 
hoy, con los recursos actuales, que también cambian las condiciones de vida a generaciones futuras. O sea 
que hay un arbitraje delicado entre la equidad intergeneracional en términos de "no nos gastemos hoy a 
cuenta de que lo pague otro pero generémosle también hoy mejores oportunidades a quienes todavía no están 
con nosotros". Creo que la política fiscal tiene que arbitrar eso. 


Estoy convencido de que la prudencia fiscal en un país como Uruguay, con la estructura de gasto que tiene, 
es un ingrediente fundamental de la estrategia de desarrollo. En nuestro país, si tenemos en cuenta la 
proporción de gasto público social en el gasto total, contar con una política fiscal prudente implica poner a 
resguardo los programas y las iniciativas sociales de cualquier vaivén económico. Este es un fundamento 
profundo para un país que tiene una preferencia históricamente muy importante, y políticamente para 
nosotros muy valiosa; una preferencia por la equidad al sostener la red de protección social y asegurar que 
ella no sea vulnerada por cambios y circunstancias internacionales o externas. Esto es claramente algo que 
nosotros tenemos que preservar. Creo que hay muy buenos fundamentos para el rigor fiscal. 


En materia de institucionalidad de la política fiscal anuncié en la presentación, de manera muy genérica, que 
nosotros nos proponemos avanzar, primero, en el diseño y someter a consideración pública una estimación 
del resultado estructural de las finanzas públicas, es decir, la forma de calcularlo. 


Hay otros países que tienen construidas estas institucionalidades hace tiempo. Y permítanme ser un poco 
crítico con nuestro medio ambiente en esta materia. Los países que delegan en terceros las estimaciones de 
resultado y trayectoria estructural de las finanzas públicas requieren de un medio profesional y de una 
estructura técnica de soporte en la actividad privada que yo no constato en mi país. Por tanto, creo que esto 
tiene que ser liderado desde el sector público. Me parece que tenemos que someter a consideración de la 
opinión pública una propuesta responsable y técnicamente sólida, recogiendo las mejores prácticas 
internacionales que definan el resultado fiscal estructural. Nosotros debemos aplicarnos y atenernos a esa 
metodología. Y ojalá que dentro de no mucho tiempo nuestra profesión, Diputado Posada, esté en 
condiciones de hacer una contribución independiente, como en otros países lo pueden hacer. Pero cuando veo 
la forma en que nuestros analistas en muchos casos reaccionan frente a cualquier cambio al alza o a la baja en 
cualquier información, y revisan las proyecciones de una manera abrupta, quedo sorprendido. Discúlpenme, 
pero la política fiscal no se puede manejar de esa manera. Reitero: no se puede manejar de esa manera. Es 
inadmisible -yo lo he mencionado algunas veces-, como cobrar al grito. Cada vez que ocurre un 
acontecimiento, sea favorable o desfavorable, se produce una estampida de reacciones en una dirección. Me 
parece que ese no es un escenario en el cual se pueda delegar en actores institucionales, independientes - 
como sería deseable que fuera-, para soportar el procesamiento de estimaciones tan delicadas como las que 
orientan la política fiscal. Nosotros nos proponemos hacer una contribución en este sentido y discutir sobre la 
situación fiscal del Uruguay en clave de los componentes relevantes de la trayectoria fiscal. 


Por otra parte, saliendo del tema de la institucionalidad de la ejecución de la política fiscal y la aproximación 
a definir indicadores robustos de la posición fiscal, lamento decir que, en el mundo actual, nuestro país y 
otros países van a tener que convivir con políticas que mantengan elevados grados de liquidez. Lamento decir 
que nosotros estamos condenados a estar sobredotados de reservas y sobredotados de liquidez. Si algo nos ha 
enseñado el mundo de hoy es que no hay seguros de terceros que nos puedan asistir y, por tanto, la estrategia 
de financiamiento del país se transforma en una especie de gran columna vertebral, y ya no para evitar que la 
situación fiscal ponga en peligro los programas sociales, porque yo creo que la historia del país no es la de 
que la situación fiscal y los ajustes fiscales fueron el resultado de dificultades de sostener el gasto. ¡No!; no 
había con qué financiarlo. Cuando uno no accede al financiamiento, no importa si la situación fiscal es 
sustentable o insustentable. Es como en cualquier familia: si uno cree que sus ingresos le ofrecen una 
sustentabilidad, pero no tiene con qué financieramente, se acabó la historia. Y por eso nosotros estamos 
condenados a protegernos y sobreprotegernos en materia de liquidez. Esa estrategia se aplicó en 2008, fue 
preventiva, eficaz, y lamento decir que tiene un costo muy alto para la sociedad porque implica mantener 
reservas de baja rentabilidad, pero en el mundo de hoy no tenemos mejores opciones. Además, podemos 
creer que en circunstancias más o menos normales algún organismo internacional nos puede dar asistencia en 
una circunstancia específica para nuestro país. Pero permítaseme decir que si ocurre algo a nivel global - 
como algunas de las situaciones que amenazan en la globalización-, difícilmente podamos decir que alguno 
de los organismos internacionales esté en condiciones de aportarnos los recursos necesarios. Tenemos que 
protegernos en materia de liquidez: esto es absolutamente indispensable. 


Acerca de los compromisos del Gobierno en materia de crecimiento y política de endeudamiento, quiero 
hacer un par de comentarios. Nosotros acabamos de emitir un decreto que habilita al Poder Ejecutivo a 
continuar con una estrategia que desarrolló con mucha intensidad en los últimos tiempos, que es hacer 
operaciones de recompra de deuda en el mercado. Un decreto emitido hace más de dos años nos habilitaba a 
comprar US$ 500:000.000 en el mercado, a recomprar títulos de deuda pública. Ese decreto cumplió su 
papel. Readquirimos títulos de deuda por US$ 500:000.000 y nos quedamos sin margen. Ahora, solicitamos 
una nueva autorización. El decreto habilita una nueva autorización para US$ 500:000.000 adicionales. Esa 
herramienta la vamos a utilizar toda vez que podamos reducir deuda usando de la mejor manera posible 
nuestra liquidez. En cuanto a la relación de esto con el crecimiento, soy partidario de ir paso a paso. Inclusive 
aceptando el argumento de que parte del crecimiento económico tendría que estar asignado a reducir la 
vulnerabilidad financiera, yo creo que ninguna norma programática es mejor que la discusión política 
oportuna cuando ocurren los acontecimientos. Lo que hay que tener muy claro es que la política fiscal debe 
estar bien anclada, y esto no significa mirar el resultado, sino la capacidad de respuesta. No es el volumen de 
resultado el que define la posición fiscal: es el resultado más la capacidad de responder. Nosotros estamos 
preocupados por las dos cosas: por tener un resultado sostenible y, ante necesidad de recurrir a la política 
fiscal con un fin noble, como es asistir para evitar que se propaguen internamente efectos de shock adversos, 
poder utilizar la herramienta. 


Insisto en que en algunos países no son las situaciones fiscales de partida las que cuestionan los planes 
fiscales, sino el hecho de que no hay quien preste el dinero para ejecutar esas políticas, aunque estas sean 
sustentables. 


En cuanto al segundo tema, concuerdo con que en una economía como la uruguaya hay dos componentes que 
tienen que ver con la calificación y capacitación, educación en el sentido amplio, y con infraestructuras que 
tienen mucha influencia sobre el incremento de productividad. Y en el incremento de productividad nos 
jugamos aquello que probablemente está directamente más vinculado al desarrollo económico, porque el 
incremento de productividad es la única palanca del desarrollo económico. El desarrollo económico sin 
aumento de productividad es más esfuerzo, más sacrificio; mientras, el desarrollo económico basado en la 
productividad es: con igual esfuerzo, más resultado, y eso básicamente lo que uno aspira que ocurra en una 
sociedad que se desarrolla. 


Entonces, concordando con eso, las preocupaciones en este Presupuesto por introducir elementos de gestión y 
de orientación específica de aplicación de recursos en la educación tienen que ser valoradas como una 
innovación. Las autoridades de la educación y del Ministerio de Educación y Cultura están en condiciones de 
argumentar con mucha más solvencia que nosotros sobre estas cuestiones, pero, a pesar de no ser 
especialistas en esta materia, creemos que la orientación general es la de aplicar los nuevos recursos sobre 
procesos que tengan componentes vinculados a los resultados de los procesos educativos. Pensamos que las 
infraestructuras educativas y las condiciones de los docentes son absolutamente claves para que esto ocurra. 


Yo traté de aportar alguna información extrapresupuestal sobre infraestructuras, pero sobre todo lo que tiene 
que ver con la participación de privados y más allá del proyecto de ley que enviamos a Presidencia de la 
República -que va a llegar en los próximos días al Parlamento porque ya dimos por culminada la tarea de su 
elaboración-, sería muy oportuno que, por las expectativas y los proyectos específicos Y tanto en materia vial 
como en infraestructuras energéticas las consultas se realicen a los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería y de Transporte y Obras Públicas, que deben tener mucho más claro cuál es el ámbito de aplicación 
de privados. De nuestra parte, hemos trabajado más bien en el diseño de las herramientas y no sabríamos ni 
cuantificar. Solo me haría eco, para responder esta pregunta, de lo que decía el Ministro Kreimerman: que si 
se tomaban las inversiones en energía realizadas por el sector público, la expectativa que tenía el Ministerio 
era que otro tanto fuera realizado por el sector privado. O sea que de las cifras que ponemos como 
inversiones en generación energética habría un equivalente en montos aproximados por parte del sector 
privado. Pero no sería capaz de responder sobre qué proyectos específicamente versa alguno de esos 
componentes. 


SEÑOR POSADA.- Como complemento y tratando de abonar en el fundamento de la propuesta que 
hacíamos en la eventualidad de un mayor crecimiento y a generar algún tipo de compromiso en ese 
sentido, quiero manifestar lo siguiente. 


El hecho de explicitar una propuesta de esta naturaleza tiene que ver con dar certezas y evitar -eso es lo otro 
que hay que tratar de poner arriba de la mesa- que después, ante un crecimiento por encima de las 
proyecciones de hoy y un mayor nivel de ingresos del Estado, se termine generando una suerte de piñata que 
muchos quieran compartir. Creo que eso es también una previsión que va en el sentido de brindar mayores 
garantías a la política fiscal que está planteada detrás de toda esta propuesta presupuestal. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En la misma línea y abonando en la idea de mi 
respuesta original, si nos situamos en la realidad, hoy estamos presentando este plan presupuestal, que 
es el que va a guiar la política fiscal el año 2011 y que está amparado en proyecciones para el año 2010 
y para el año próximo. En ocasión de la próxima Rendición de Cuentas -y antes de discutir nada, 
porque el plan fiscal está fijado- vamos a tener oportunidad de validar la proyección de este año y las 
del año que viene. Esta discusión podría simplemente anticipar un debate al respecto y me parece que 
es mucho mejor no darlo programáticamente, sino en función de los guarismos que se alcancen. Creo 
que no es lo mismo encontrarnos con un alineamiento de las proyecciones que hoy estamos 
presentando con la realidad, que con un desalineamiento flagrante que nos hiciera cambiar la visión 
que tenemos sobre las perspectivas del país. Me parece que ir por este camino es parte de la prudencia 
y del realismo que debemos tener. Esa es la posición que a mí me gustaría mantener en el futuro en 
materia de orientación de la política fiscal. 


SEÑOR ASTI.- Una de mis interrogantes tenía que ver con el artículo 85, pero ya fue suficientemente 
contestada cuando el señor Ministro respondió las preguntas del señor Diputado Posada. Entonces, 
solo quisiera saber si para la autorización legal del tope de endeudamiento se van a utilizar los mismos 
criterios que se establecieron en el Período anterior. Esto es: que venga al Parlamento una solicitud de 
topes de endeudamiento con los criterios de endeudamiento global y neto, como ocurrió en el Período 
anterior. 


De la presentación queda claro el porqué de las proyecciones macroeconómicas y de los niveles de 
crecimiento de actividad nacional que de alguna manera están vinculados con la economía internacional. Al 
respecto, solicito dos pequeñas precisiones. 


En el Período pasado, cuando todo el mundo decía que habíamos crecido, por supuesto, con el viento a favor 
del impulso de la economía internacional y, fundamentalmente, del volumen y los precios de los 
"commodities" que colocábamos en el exterior, en buena parte del tiempo mantuvimos términos de 
intercambio que no nos fueron favorables. Me gustaría conocer esas proyecciones, teniendo en cuenta, entre 
otras cosas, que el tema del petróleo no es tan dramático como lo fue en el Período pasado. 


El señor Ministro decía que en un mundo globalizado todos los países tienen relaciones entre sí, pero que 
nosotros nos estábamos concentrando en los países llamados emergentes. Por lo tanto, me gustaría saber 
cuáles son en este momento los principales destinos de nuestras exportaciones y el principal origen de las 
inversiones. Creo que esto nos permitiría comprender un poco más el porqué de las previsiones muy 
razonables y realistas que se han presentado. 


Por otra parte, quiero preguntar sobre los acuerdos totales o parciales que se hayan realizado con los 
organismos del artículo 220 de la Constitución. En el Mensaje queda claro lo que se hizo en lo que concierne 
al Congreso de Intendentes, pero me gustaría que se hiciera una referencia para que al momento de recibir a 
aquellos que presentan sus presupuestos -no es el caso de aquel organismo, aunque seguramente lo 
recibiremos para conocer su evaluación- podamos conocer el grado de acuerdo al que se ha llegado. 


Por último, nosotros hemos visto, tanto en el Mensaje como en los distintos tomos -en el de Resúmenes y en 
el Tomo IT-, la visión del Presupuesto desde las áreas programáticas. Me gustaría que se haga algún 
comentario respecto de esta nueva formulación, que creo que se corresponde mucho mejor con la norma 
constitucional de la reforma de 1966, que decía que los presupuestos deben ser por programas. 
Fundamentalmente, me gustaría vincular esto con el Presupuesto por y para resultados, que nos habíamos 
planteado en las primeras etapas de su formulación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En la primera parte de su intervención, el señor 
Diputado Asti hacía referencia a algunos temas generales de la programación económica y la 


financiera. 


La primera inquietud es qué criterio se va a seguir en materia de política de endeudamiento. Nosotros vamos 
a preparar un proyecto similar -por supuesto que mejorado en aquello que hayamos entendido que se puede- 
al que fuera aprobado por el Parlamento en el Período anterior y que sancionó los topes de endeudamiento 
autorizados para la gestión financiera del Gobierno. Vamos a trabajar en eso y va a estar inspirado 
básicamente en la misma lógica: que la política fiscal unida a las estructuras de vencimientos de la deuda 
pública y a las necesidades de establecer niveles de liquidez adecuados en el Gobierno Central, van a definir 
la solicitud al Parlamento de un marco general para que se nos permita gestionar de la mejor manera posible 
los pasivos del Estado. Uruguay sigue siendo un país fuertemente endeudado y aunque se haya reducido la 
importancia del endeudamiento con relación al PIB, no deja de ser un país con un nivel de endeudamiento 
considerablemente elevado. 


Con relación a los términos del intercambio, nuestra propuesta incluye que a partir de la fecha de elaboración 
de las proyecciones, esos términos no se modifiquen: ni nos desfavorecen ni nos favorecen. Ese fue el criterio 
que tomamos en cuenta. 


Acerca de las trayectorias recientes de nuestros vínculos comerciales y de inversiones con el exterior, yo diría 
que una de las cosas más importantes es que entendamos la combinación de dos aspectos. En primer lugar, 
actualmente nuestra realidad comercial muestra que el mundo de referencia de Uruguay en materia de 
clientes de nuestras exportaciones e inclusive, proveedores de importaciones, es cada vez más un conjunto de 
países emergentes exitosos. Eso es un cambio importante porque, dado nuestro patrón de especialización 
productivo, ese no era nuestro mundo de referencia. Hay una explicación muy simple de por qué estos países 
pasan a ser clientes cada vez más importantes: lo que nosotros producimos tiene que ver con necesidades que 
en esos países antes no se debían satisfacer. Nosotros producimos esencialmente alimentos y estamos 
hablando de países en los que la transformación social más importante que está ocurriendo se ubica en los 
patrones de consumo. Por lo tanto, me parece que ahí hay factores muy profundos para entender cuál es 
nuestro mundo de referencia. Esa es una primera dimensión. 


La segunda es que la experiencia reciente nos deja algo planteado de manera elocuente: que un país como 
Uruguay no tiene otra opción que elegir al mejor cliente en cada momento para colocar sus productos, pero 
debe tener un menú muy amplio de posibles clientes. Una cosa es quiénes son nuestros clientes hoy y decir 
que los más fuertes son Brasil, China, India y Rusia. Está muy bien, pero no se agota ahí el problema de la 
inserción internacional. Nosotros necesitamos un menú muy amplio y mejorar las condiciones de acceso en 
todos los mercados para poder elegir, en cada momento, cuál es el mejor mercado para colocar nuestros 
productos. 


Con toda sinceridad, a veces quedo sorprendido cuando a los incrementos de participación de un destino en 
las exportaciones se le asigna algo absolutamente fundamental y analizable desde el punto de vista de que 
está cambiando la inserción internacional del país. Yo discrepo: nueve de cada diez veces, los incrementos o 
reducciones de la importancia de un cliente en nuestras exportaciones tienen que ver con dónde conseguimos 
mejores precios. Nosotros a Brasil hoy le vendemos más porque podemos colocar cosas que en otro lado las 
venderíamos más baratas y hoy le estamos vendiendo a China cosas por las cuales en terceros mercados nos 
pagan menos. Es tan simple como eso. 


Entonces, hay cosas que tienen que ver con la anatomía del comercio y otras con la realidad productiva. La 
anatomía del comercio tiene circunstancias que explican la evolución de esos porcentajes; la anatomía del 
comercio se relaciona con qué producimos y qué mercados están abiertos a nuestras oportunidades, y eso es 
lo que tenemos que trabajar. En materia de inversiones, es muy claro. En este momento, los principales 
orígenes de la inversión extranjera directa en el país están en la región. Hoy son claramente la inversión 
brasileña, la argentina y la chilena las que tienen mayor importancia. Estamos asistiendo a una creciente 
penetración de inversiones de países asiáticos, y hay establecido en el país un volumen de inversiones de 
países europeos y de Estados Unidos. Pero en cuanto a los incrementos y los flujos adicionales, tanto en lo 
que se refiere a fusiones y adquisiciones como a nuevas inversiones productivas, el principal origen son las 
interrelaciones y los crecientes vínculos comerciales y de inversiones con los países de la región. 


La situación con los organismos del artículo 220 es la siguiente. Alcanzamos acuerdos para remitir 
presupuesto único con ASSE y con el INAU. Por tanto, el Parlamento recibe una única propuesta. 


Priorizamos el hecho de alcanzar acuerdos en materia de infraestructura con las instituciones de la educación 
y con proteger los gastos de funcionamiento que son necesarios para que esas nuevas infraestructuras 
funcionen, y avanzamos en acuerdos salariales con la ANEP, con los sindicatos de maestros y de docentes de 
Secundaria. No se alcanzó un acuerdo completo con la ANEP, pero este es el esfuerzo realizado 


Con otros organismos del artículo 220 el enfoque que aplicamos fue tratar de acompañar la mayor cantidad 
de normas propuestas por las instituciones que tuvieran que ver con fortalecimientos institucionales o con 
cumplimiento de tareas que el Parlamento de la República les ha encomendado a esos organismos. Ese fue el 
criterio aplicado con el Poder Judicial, con el Tribunal de Cuentas, con la Corte Electoral, etcétera. 
Obviamente, no hay un presupuesto único en ese sentido porque en algunos componentes que no están 
vinculados a estos aspectos las aspiraciones salariales de algunos organismos desbordaron ampliamente las 
posibilidades que teníamos de acompañar esas propuestas. No podíamos acompañar -quiero ser preciso- ni 
los montos ni el carácter general de los aumentos que se nos propusieron en algunas oportunidades. Si 
nosotros estamos hablando de transformaciones en la Administración, si estamos diciéndole a todos los 
trabajadores de la Administración que se van a proteger sus salarios pero que, al mismo tiempo, van a 
priorizarse algunas funciones frente a otras, claramente los aumentos generalizados e indiscriminados en una 
institución no pueden ser acompañados, porque lo que estaríamos haciendo sería cuestionar nuestro propio 
lineamiento y la forma en que hemos actuado dentro del Poder Ejecutivo. 


En cuanto a las áreas programáticas, quisiera solicitar autorización para que intervenga el Director de la OPP, 
el economista Frugoni. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Efectivamente, en cuanto a la 
presentación del Presupuesto, debemos decir que tiene algunas novedades. 


En el Tomo II hay una nueva forma. La metodología aplicada en el Presupuesto 2005-2009 fue el punto de 
partida que nos permitió introducir algunos cambios en el nuevo formato. Básicamente, apuntan a mejorar el 
proceso de asignación de los recursos, a cuantificar, monitorear y evaluar mejor las políticas, y a dar 
respuesta a la ciudadanía en lo que hace a transparencia e información. La metodología aplicada fue elaborar 
diecisiete áreas programáticas, que representan en forma agregada todas las funciones del Estado. De allí, se 
desprenden ochenta y siete programas de las diecisiete áreas, en un promedio de cinco programas por área. 
La elaboración fue hecha con todos los Ministerios junto con el de Economía y Finanzas. Esa participación 
de varios Incisos por programa conduce a una coordinación de los programas que están dirigidos a dar 
respuesta a las prioridades del Presupuesto. 


Luego de los programas, hay objetivos por Inciso y por Unidad Ejecutora. Seguramente, algunos objetivos de 
programas incluyen más de algún objetivo por Inciso, lo que obliga a una coordinación bastante interesante 
en la institucionalidad de los Incisos. 


Básicamente, este es el esquema general presentado en el Tomo II. 


También hay indicadores de gestión. Estos son los primeros pasos -como lo indica todo el Presupuesto- hacia 
un presupuesto por gestión y por resultados. Luego, en cada Rendición de Cuentas se hará una revisión de 
todos estos indicadores y de estas metas. Repito que cada Inciso y cada Unidad Ejecutora van teniendo, en 
cada programa, diferentes objetivos, que van a ir siendo revisados en cada Rendición de Cuentas. 


Esto sería en forma resumida la metodología aplicada en el Tomo Il, que son los primeros pasos en el camino 
de un presupuesto por resultados. 


SEÑOR BEROJIS.- Compartimos muchas de las apreciaciones del señor Ministro y podemos llegar a 
pensar que las diferencias entre los uruguayos no son tan grandes, sobre todo en estos temas tan 
importantes para la vida del país. 


Creo, al igual que el señor Ministro, que las proyecciones son buenas. Sé que al señor Ministro le cuesta ser 
optimista porque a la hora de manejar las finanzas del Estado siempre hay que ser muy prudente. Pero no 
cabe la menor duda de que las referencias económicas que tiene el país han cambiado -por suerte se 
modificaron- y esto nos da base para decir algo por lo que siempre hemos bregado: que el país productivo es 
importante pero que su base está en los "commodities"; lo que nosotros vendemos, y vendemos bien, es la 


base -siempre lo hemos dicho así- para que al país le vaya bien. La prueba está que desde que llegamos al 
Parlamento, hace algunos años, hay temas que ya no existen más, como el famoso endeudamiento 
agropecuario. Y eso se resolvió justamente por el aumento de los "commodities" y las posibilidades 
productivas que tiene el país. También se resolvió el tema de los subsidios de Estados Unidos y de la Unión 
Europea, que tanto nos perjudicaba. Eso ya no está por lo que decía el señor Ministro en cuanto a que las 
referencias económicas que hoy tenemos son otras y son países que lo que quieren principalmente es comer y 
nosotros lo que vendemos es comida. Brasil es el primer destino de nuestras exportaciones. El otro día leía 
que hay 1.800 millones de personas que en los próximos diez años van a pasar de la clase baja a la clase 
media y que de esta cifra, 600 millones serán chinos. Los chinos comen, y nosotros vendemos comida. Y 
sucede lo mismo con los otros países de Asia y con los de la ex Unión Soviética, que ahora comen. Entonces, 
en ese aspecto, las perspectivas son relevantes. 


Ahora, voy a pasar a formular las preguntas. 


El señor Ministro, al responder al señor Diputado Posada, hizo referencia al llamado espacio fiscal, que está 
en el entorno de los $ 22.661:000.000, del cual, si no estoy equivocado, un poco más del 50% corresponde a 
salarios, poco más del 20% son gastos de funcionamiento y un 22% se dedica a inversión. La pregunta es la 
siguiente: ¿ese sería el margen que la economía tendría para moverse ante circunstancias adversas? Porque 
parecería un margen pequeño ante adversidades preocupantes para el país. 


Recién se mencionaba la creación del Fondo de Estabilización Energética, con US$ 150:000.000, que figura 
en el artículo 731 del proyecto de ley; me gustaría saber cuándo estaría operativo y de cuánto sería el primer 
desembolso del Gobierno. 


Respecto a los ingresos del Estado, uno de los elementos importantes que manejó el señor Ministro fue el 
combate a la evasión, con lo que podemos estar de acuerdo. El señor Ministro decía que en el 2005 la 
reducción de la evasión fue del orden del 34%, llegando en el 2009 al 23,2%. Los instrumentos que prevé el 
proyecto de ley de presupuesto van dirigidos a tratar de mitigar y seguir reduciendo la evasión. Me interesa 
saber qué proyección hacen de la reducción que se podría obtener de aquí en más. 


Hay un tema que es fundamental para la vida del país: la educación. En este espacio fiscal se le da una 
importancia fundamental, asignándole 8.341:000.000. En este proyecto de ley aparece algo que ya estaba 
previsto en la Ley de Educación: la creación del Instituto de Evaluación Educativa. ¿Este Instituto pretende 
evaluar lo que se da? Es lo que nosotros en campaña llamamos trazabilidad, refiriéndonos a lo que se exige a 
cambio -y se exige bien- a las Intendencias Municipales por parte del Gobierno Central cuando les otorga 
recursos: una determinada gestión. Según la gestión de las Intendencias, según la buena o mala 
administración que hagan, se puede penar o no con los recursos. Me gustaría saber si este Instituto de 
Evaluación Educativa tendrá ese alcance o si solo hará una evaluación como una mera foto acerca de lo que 
pasa, una más de las tantas que hay en el tema educativo, sin tener en cuenta lo fundamental. 


En cuanto a la reforma del Estado, me gustaría saber en qué consiste. Vemos que en el proyecto hay una 
cantidad de contratos, reformulación de contratos, estructuras, por lo que nos gustaría que se hiciera alguna 
referencia al respecto. Esto genera, sin duda, gastos importantes a la Administración. De acuerdo con los 
contratos que surgen en el proyecto de ley, parece que la planilla de funcionarios no se estaría mitigando sino 
aumentando. 


Por último, respecto a los ingresos del sector público no financiero, estábamos hablando del 27,7 y está 
proyectado un 29. Esto es, para hablar claro, la presión fiscal que el Estado hace sobre la producción. Si bien 
no juzgamos esta proyección que se hace, encendemos una luz amarilla en cuanto a los efectos sobre la 
competitividad, que es tan importante a la hora de hablar del país productivo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La primera parte de la intervención del señor 
Diputado Berois Quinteros apela a un concepto muy importante de cara al desarrollo futuro del país, 
que es lo vinculado con las "commodities", el actual perfil de nuestras exportaciones, las tendencias 
internacionales que nos favorecen, a las que yo aludí hace un momento. Yo creo, con toda sinceridad, 
que el problema tiene dimensiones muy importantes y estratégicas para el país. Si miramos 
únicamente el perfil actual de lo que estamos produciendo, estaríamos subestimando la importancia 
estratégica que tienen los recursos naturales y la sustentabilidad en su uso para sostener estos procesos. 


Uno puede decir que hoy las tendencias internacionales favorecen el surgimiento de clientes que hacen que se 
valorice nuestro trabajo, nuestro esfuerzo y nuestros recursos. Nuestra tarea es asegurar que eso ocurra hoy y, 
como decía el señor Diputado Posada, en el futuro, para que las próximas generaciones también puedan 
disfrutarlo. Uruguay tiene una agenda muy importante en materia de preservación de recursos naturales para 
que este proceso de crecimiento no tenga cuellos de botella vinculados a deterioros medioambientales que 
finalmente cuestionen la posibilidad de seguir utilizando estos recursos a largo plazo. 


Sobre la coincidencia total de que se jerarquiza el papel que tenemos como productores de alimentos, me 
temo que lo vinculado a los recursos naturales en nuestro país no son solo los alimentos. En un sentido 
amplio, uno diría que la actividad turística del país está muy vinculada a los recursos naturales, así como la 
actividad logística, que tiene que ver con dónde estamos y qué recursos utilizamos para que estas industrias 
prosperen, y la incipiente minería, que también plantea desafíos en este sentido. 


Cuando nuestros productos eran maltratados en los mercados de destino, este problema casi no estaba 
planteado. Ahora se plantea con una jerarquía muy especial, porque en la medida en que se valorizan los 
recursos que sirven de base a estas producciones, las posibilidades de usos intensivos o inapropiados de 
tecnologías y procedimientos que cuestionen la sustentabilidad, se vuelven algo fundamental. Este es un tema 
que llega para quedarse en la agenda pública del Uruguay, y cada vez tendrá mayor importancia en tanto 
estas tendencias internacionales se sigan profundizando. 


Acerca de la consulta sobre los márgenes de maniobra, debo decir que creo que disponemos de márgenes de 
maniobra suficientes si tenemos en cuenta lo siguiente. Un margen de maniobra es suficiente en función de 
dos aspectos: de la intensidad y de la duración del problema que se quiere resolver. El margen de maniobra 
no es un concepto abstracto, no es que haya márgenes de maniobra suficientes ante cualquier cambio de 
escenario. Aquí lo que importa es caracterizar si tenemos margen de maniobra dada la previsible magnitud y 
duración de las adversidades. Me temo que la respuesta de política fiscal de nuestro país y de muchos países 
ante la crisis de 2008 hubiera aparecido valorada de otra manera si la crisis se estuviera prolongando o 
agravando a nivel internacional. Eso es clarísimo. No hay un absoluto en el margen de maniobra. 


Ahora bien: yo considero que si asignamos una probabilidad elevada de que las proyecciones 
macroeconómicas correspondientes a los años 2010 y 2011 se cumplan -por suerte, parece haber una suerte 
de consenso al respecto-, diría que llegamos al inicio del año 2012 en una posición fiscal y financiera 
absolutamente mejorada y fortalecida para enfrentar dificultades 


Aquí el tiempo importa. Si efectivamente en los próximos dieciocho meses se verifica lo que estamos 
pensando, vamos a llegar con un ratio de deuda-producto inferior al 50%, con una situación fiscal sólida y 
con una situación de liquidez muy confortable. 


Esto es temporal. Si las cosas ocurren más tarde, vamos a estar más fortalecidos, porque se trata de construir 
fortalezas y márgenes de maniobra. Sin embargo, señor Diputado, me temo que yo ni nadie podrá decir que 
uno está blindado o protegido contra cualquier acontecimiento y duración de un acontecimiento. Creo que 
sería absolutamente irresponsable responder de manera categórica a estas cuestiones. 


Con respecto al Fondo Energético, en primer lugar, debo decir que UTE ya reservó en una cuenta en el Banco 
Central del Uruguay, a cuenta de una transferencia del Gobierno Central, US$ 150:000.000, y se necesita que 
se apruebe la normativa que viene en el Presupuesto para constituir el Fondo. Están tomadas todas las 
decisiones preparatorias; solo falta la normativa que nos autorice a proceder de acuerdo con el mandato del 
Parlamento. 


Respecto de la reducción de la evasión, no estamos presentando objetivos de continuación en tal sentido, y 
solo se hace referencia a dos componentes de la evasión: en el IVA y en las contribuciones a la seguridad 
social. Estamos convencidos de que todavía hay margen para reducir los niveles de evasión del IVA, a pesar 
de que la experiencia internacional de los países que tienen mejores administraciones tributarias sitúan la 
evasión de un impuesto de estas características en niveles algo inferiores al 10%. Si tenemos en cuenta que 
estamos en un nivel de evasión del 16%, hay un margen. 


Sin embargo, cuando se trata de mejorar la eficiencia, vamos sobre bolsones cada vez más difíciles de 
administrar y más caros de fiscalizar, aspecto que hay que tener claro, porque la fiscalización tiene el límite 
del costo de buscar una infracción y encontrarla. Entonces, claramente hay margen. El próximo año 


pretendemos introducir innovaciones que faciliten los mecanismos de fiscalización y análisis de riesgos de 
evasión en la Administración. Si se quiere, se podría consultar a la Dirección General Impositiva en alguna 
instancia para que explique básicamente cuáles son sus planes en esta materia. Es más, el Director General de 
Rentas ayer me preguntó qué opinaba de que él compareciera en la Comisión de Hacienda para exponer los 
planes en esta materia y pudiera evaluarse el realismo de los esfuerzos que se piensa realizar. 


Creo que en el Banco de Previsión Social hay más margen todavía. Si bien se ha progresado mucho, en las 
contribuciones a la seguridad social hay posibilidades reales de mejorar. 


Acá hay dos tipos de evasión: la informalidad pura y dura y la subdeclaración, dos fenómenos distintos, 
también distintos en materia de fiscalización. No obstante, creo que hay margen en ambos casos para reducir 
la evasión. 


Con respecto a la evaluación docente, creo que cuando uno se refiere a mecanismos de evaluación en general, 
piensa que esta debe estar al servicio de la toma de decisiones. Cuando uno plantea crear un instituto de 
evaluación, tanto en educación como en cualquier actividad, piensa en producir algo que se llama evaluación 
y que eso sirva para tomar decisiones. Esto naturalmente debería servir a los gestores, para mejorar su 
gestión, y a los asignadores de recursos, que somos el Poder Ejecutivo y el Parlamento, para analizar la 
conveniencia de las dotaciones de recursos. Me parece que son dos perspectivas distintas. La evaluación es 
útil, por un lado, para el propio gestor, que también lo está haciendo, y para nosotros, que somos los que 
tenemos que tomar decisiones de asignación y de fortalecimiento futuro. Los que es claro que sin la 
evaluación, estamos navegando en la ignorancia. 


Hay cosas que están muy claras en la educación; no estamos navegando tan en la ignorancia. Hay cosas en 
Secundaria, y están ocurriendo cosas en la calidad de la enseñanza; las Pruebas PISA hablan por sí solas. 
Entonces, ya no necesitaríamos del instituto de la evaluación para decir que hay condiciones y 
condicionamientos en los procesos educativos que merecen mucha atención de los Poderes públicos y de las 
autoridades, en particular, de quienes tenemos responsabilidades en la asignación de recursos. No nos 
podemos amparar en que no estamos en la gestión para no introducir consideraciones políticas acerca de los 
recursos que estamos pidiendo que la sociedad aplique en temas de este tipo. 


Con respecto a las reformas institucionales en la Administración y contratos, se me informa que el lunes 
comparecerá la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y creo que en 
esa instancia tendrán una opinión mucho más calificada, analítica y fundamentada. 


En relación con la presión fiscal, sobre todo, con el último comentario que se realizó, en primer lugar, quiero 
que el señor Diputado observe nuevamente en la presentación -quizás fue muy rápido el despliegue de la 
lámina- que el incremento en la proporción de ingresos del sector público en relación con el PIB responde 
parcialmente a recomposición de resultados, pero, sobre todo, a mejoras en el Banco de Previsión Social, 
producto de la trayectoria previsible que tenga la ocupación y las prestaciones por desempleo; el economista 
Masoller agrega, con mucho acierto, el ingreso de nuevos colectivos al FONASA. 


Por lo tanto, no existe ninguna medida que aumente la presión fiscal; es más, lo que nos proponemos es 
bajarla, y pretendemos que las mejoras en la eficiencia de la recaudación sean su fuente de financiamiento. 
No existe más presión impositiva sobre la producción. Es más, estamos preparando modificaciones 
reglamentarias para extender y favorecer, a través de los mecanismos previstos en la Ley de Promoción y 
Protección de las Inversiones, a actividades agropecuarias y prioridades agropecuarias que hoy no están 
contempladas. Estamos pensando sobre todo en que este sea un ciclo de racionalización y adecuación 
tributaria y no un ciclo de ampliación de la presión, fiscal ni mucho menos. 


SEÑOR GAMOU.- Deseo formular algunas preguntas. Una fue parcialmente contestada. 


En una de las láminas advertimos que hay un quiebre en la proyección de la tasa "Libor", que podría parecer 
menor, pues se iría a más del 3%, estando en el 0,3%, pero si uno lo calcula, estaríamos hablando de un 
aumento de más del 1.000%. Como sabe el señor Ministro, no le pido que tenga la bola de cristal, pero quiero 
preguntar Y porque sé que son temas relacionados entre si qué previsión se tiene, habida cuenta de esta tasa 
de interés en aumento, de ese comportamiento del dólar a nivel internacional, que si bien no determina su 
comportamiento a nivel local, alguna influencia tiene. 


La segunda pregunta me interesa particularmente porque quien habla es un seguidor de la gestión por 
resultados. He visto que en su exposición el señor Ministro afirma que existe una tendencia a buscar el 
mejoramiento del Presupuesto con la gestión por resultados. Me gustaría saber -sé que no se hace de un día 
para otro- qué propuestas existen en ese sentido. 


La tercera pregunta, que está parcialmente contestada, tiene que ver con una afirmación del señor Ministro, 
en el sentido de que tendremos que aprender a convivir con un fuerte componente de reservas internacionales 
y con una gran liquidez. Yo le iba a plantear la pregunta, pero usted me la contestó antes de que yo se la 
formulara. Me gustaría saber por qué Uruguay tiene ese "ratio" de reservas internacionales, producto tan 
superior a los países desarrollados, cosa que llamó la atención, porque países europeos andan en el 3% o el 
4% del PBI en reservas, y nuestro país los supera ampliamente. 


El señor Ministro contestó esta pregunta haciendo referencia al problema de la financiación, lo que creo que 
es correcto. Además, uno tiene preocupación cuando ve el nivel de reservas que, como muy bien señaló el 
señor Ministro, tienen un rendimiento muy bajo. Inclusive, conceptualmente se podría considerar que en la 
medida en que gran parte de nuestras reservas están en dólares norteamericanos, de alguna manera, ello 
significa una fuga de capitales. 


La pregunta que quiero plantear es la siguiente. Me gustaría saber si en algún momento, en esos pequeños 
atisbos que hay, se podría generar a nivel latinoamericano un banco del sur, o lo que en su momento planteó 
la señora Presidenta de Argentina, un fondo de contingencias para los países de América Latina. Es decir, si 
se podría contar a nivel regional con un lugar donde conseguir financiación -como recién decía el señor 
Ministro de Economía y Finanzas- para casos necesarios, y así, de pronto, Uruguay no tendría que disponer 
de tal porcentaje de su PBI en reservas. 


Por último, quiero aclarar -más que al señor Ministro, a mis colegas- que no estoy pidiendo permiso al equipo 
económico sino la opinión. Sabemos que nosotros no podemos aumentar el gasto pero sí traspasar 
determinadas partidas de un lado a otro. Estrictamente a título personal, me voy a referir al tema de las 
subvenciones y de los subsidios. 


La gestión de un presupuesto también tiene que ver con cómo uno prioriza el gasto y cuál es el efecto que 
este tiene. Tenemos un presupuesto altísimo en términos de millones, tanto en pesos como en dólares. 
Muchas veces, usando una analogía que desde el punto de vista metodológico no demuestra nada pero sirve 
para esclarecer, de pronto, le damos demasiados "blíster" de aspirinas a una persona que tiene un cólico 
nefrítico o un dolor de muelas. Si esa aspirina se la damos a quien tiene un dolor de cabeza, le solucionamos 
el dolor de cabeza. 


Hemos estado recibiendo -y vamos a seguir recibiendo- durante días a personas que vienen a pedir subsidios 
y subvenciones. Muchas veces, se trata de organizaciones sociales absolutamente sin fines de lucro y que 
cumplen una labor. En lo personal, estoy convencido de que si tuviera que asumirla el Estado, le costaría 
muchísimo más. 


La pregunta -insisto: no estoy pidiendo permiso- es qué opinión tiene el equipo económico sobre la viabilidad 
de, quizás, aumentar, mediante transposición de rubros, esa partida que hay para subsidios y subvenciones en 
la medida en que nosotros vemos que cada vez son más las demandas, y si bien la partida aumentó 
sustancialmente, nos parece absolutamente insuficiente. 


Termino, señor Presidente, con la siguiente reflexión y con una especie de sinopsis de lo que estoy hablando. 
El otro día recibimos a una organización que, si le podemos dar $ 100.000 anuales, es capaz de cumplir una 
función muy importante, que afecta aproximadamente a ochenta personas en forma directa en un 
departamento del interior. Ejemplos como este hay muchos. Me gustaría conocer la opinión del equipo 
económico sobre este tema. No estoy pidiéndole permiso, porque sé que nosotros lo podemos hacer. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, me voy a referir a la 
trayectoria de la tasa de interés internacional. 


Lo que mostramos en el cuadro de perspectivas está reflejando lo que son hoy las expectativas con respecto a 
la forma en que se va a ir acomodando la política monetaria, fundamentalmente, en Estados Unidos y en 


Europa, que son los que definen básicamente esa tasa. Según los análisis disponibles, todo indica que el 
proceso de recuperación o de aumento de la tasa va a ser lento o gradual, porque el proceso de recuperación 
de estas economías no está nada claro. Y mientras haya dudas con respecto a la forma y a la velocidad en que 
salgan adelante, es muy probable que la política monetaria actúe así. 


En cuanto a la pregunta que adjunta a esto el señor Diputado Gamou, respecto a la trayectoria del dólar, cabe 
señalar que debe haber algunas proyecciones sobre el futuro del dólar a treinta, sesenta, noventa, ciento 
ochenta y trescientos sesenta días. Permítame, señor Diputado, no sumarme a la larga lista de fracasados que 
pronostican trayectorias multianuales del tipo de cambio. Permítame quedarme aunque sea sin ese fracaso; 
me quedo con otros, pero con ese no. No quiero hacer ninguna proyección ni que quede sumado mi nombre a 
la lista de gente que no acierta nunca lo que pasa con esta variable. 


En relación a los temas de reservas y liquidez, voy a dar una información importante. Hoy Uruguay participa 
e integra el Fondo Latinoamericano de Reservas, y ya tenemos una contribución. El Fondo Latinoamericano 
de Reservas es un administrador de un "pool" de reservas de la región. Hoy somos parte de la CAF, 
miembros plenos de la Corporación Andina de Fomento, y el Fondo Latinoamericano de Reservas habita en 
la CAF como organismo independiente, del que Uruguay es parte. 


Nosotros hemos tenido una excelente experiencia con la CAF y con el FLAR; estamos absolutamente 
convencidos de ello. De nuestra parte, estaríamos dispuestos a fortalecer esa institución. Con toda sinceridad 
digo al señor Diputado Gamou que no veo la necesidad de crear otro fondo cuando, en realidad, tenemos este 
que tiene una "performance" en el manejo de activos que es mejor que la del Fondo Monetario Internacional 
y que los principales administradores de reservas de los mejores bancos centrales del mundo. En algunos 
casos las referencias no son muy buenas, pero en este caso, el FLAR es excelente, y somos parte de él. Creo 
que en pocos días tenemos la asamblea del FLAR, y cada vez que nos presentan resultados de él, 
francamente, son satisfactorios. 


En cuanto al tema de gestión por resultados, le voy a solicitar al economista Gabriel Frugoni que más 
adelante haga algunas consideraciones, pues es él quien está monitoreando la propuesta y las actividades en 
esta materia. 


Por último, en relación a la pregunta sobre las subvenciones y los subsidios, cabe señalar que, efectivamente, 
ampliamos el volumen de recursos y continuamos con la lógica de que el Parlamento de la República es el 
que está en mejores condiciones para hacer ese tipo de asignación. Las discusiones sobre la utilización de 
otras partidas o trasposiciones para fortalecer esto es una alternativa y una potestad parlamentaria que nos es 
muy difícil de evaluar a nosotros desde el Poder Ejecutivo, primero, porque no tenemos ese contacto con esa 
realidad ni sabemos dimensionar cuáles son los requerimientos. Desde ya, quiero que se tenga en cuenta que 
esto, que hoy llega a una partida que se incrementa hasta $ 10:000.000 anuales, viene a sumarse a un proceso 
de ampliación de esta partida que caracterizó todo el período pasado. 


De nuestra parte, estamos dispuestos a atender y a entender la posición del Parlamento respecto a la 
conveniencia de estudiar ampliaciones sucesivas. 


En cuanto a las transposiciones, me parece que son cosas que las deben discutir los señores legisladores 
planteando la disposición en un diálogo para, en futuras instancias, contribuir a la ampliación de estas 
partidas, si es que se entiende que el instrumento es bueno y que sus asignaciones son las correctas. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Nosotros comenzamos a formular los 
indicadores de programas en las áreas prioritarias. Allí hay algunos indicadores de resultados o de gestión, 
que están con una línea base -en los casos en que exista, ya sea en el Inciso o en la Unidad Ejecutora- y una 
meta para 2011. Comenzamos a trabajar en octubre; se va a seguir en noviembre con las otras áreas, con el 
resto de los Incisos, y esto va a ir alimentando lo que hablábamos para la próxima Rendición de Cuentas. 
Esto es en el camino de la mejora de la gestión y un poco de la reforma del Estado, porque implica la 
coordinación de todas las áreas. 


Nuevamente los invito a que cuando tengan un poco más de tiempo analicen el Tomo Il, donde están 
desplegados los principales indicadores creados para las áreas prioritarias. El resto comienza a completarse a 
partir de octubre y noviembre, a fin de que en la Rendición de Cuentas se pueda tener otros elementos para la 
evaluación de políticas en esta dirección. 


SEÑOR GAMOU.- Hace unos días escuché que "Standard « Poors" había mejorado la nota de 
nuestra deuda y hoy comentaba el señor Diputado Posada que estamos cerca de lograr el "investment 
grade"; calculo que esto tiene mucho que ver con el ratio deuda-producto. No le pido al señor Ministro 
que consulte la bola de cristal, pero quiero saber cuáles son las expectativas del Gobierno de volver a 
lograr el "investment grade". 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera responder a esa cuestión con dos tipos 
de valoraciones. 


En primer lugar, toda vez que una calificadora de riesgo nos mejora la nota, de algún modo uno se siente 
satisfecho por que ocurra. Sin embargo, eso convive con una segunda reacción, que es que creo que las 
calificadoras de riesgo no están tratando ni valoran adecuadamente a nuestro país ni lo que hoy representa en 
términos de riesgo financiero. Quiero ser sincero: creo que Uruguay está siendo maltratado por las 
calificadoras de riesgo, es decir, no adecuadamente tratado, equivocadamente valorado. Hoy, los inversores y 
los mercados valoran mucho mejor al país que la calificadoras. 


Agregaría una cosa más, porque en esto de la calificación de riesgo se evalúa siempre la capacidad y la 
voluntad de pago. Este país tiene el "investment grade" desde el día en que hizo los esfuerzos que hizo por 
pagar el endeudamiento en circunstancias críticas para la economía y la sociedad. En ese momento nos 
ganamos el respeto de todo el mundo y creo, sinceramente, que eso tiene que ser valorado de manera 
adecuada. Esto no es solo un problema de indicadores de capacidad de pago; la voluntad política importa 
mucho, y creo que el país verdaderamente hizo una gran inversión en materia de reputación y de respeto a 
nivel de los inversores. Las calificadoras de riesgo llegan muy tarde a reconocer lo que este país ya tiene 
ganado en los mercados internacionales. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto, nos sumamos a la bienvenida al señor Ministro y a todo el equipo 
económico. Además, queremos agradecer al señor Ministro el informe muy completo que ha dado a la 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda con relación al proyecto de ley de Presupuesto 
que estamos analizando. Le reconocemos una vez más su buena voluntad y su disposición permanente 
a colaborar con el Parlamento, que hemos aquilatado en lo que ha transcurrido de la actual 
Legislatura y también en la anterior 


Quiero hacer dos o tres preguntas, procurando, a esta altura, no ser repetitivo. Entiendo que es indispensable 
sacarnos las dudas a los efectos de estar seguros con relación a algunos de los planteos que ha formulado el 
Poder Ejecutivo en la instancia de hoy y, fundamentalmente, sobre el tema central que estamos analizando y 
evaluando, que es la proyección económica que el Gobierno, en el marco del proyecto de ley de Presupuesto, 
ha venido a presentar. 


El Ministro, desde ese punto de vista, ha hablado de proyecciones prudentes y realistas del comportamiento 
esperado de la economía. Por cierto, no tengo por qué dudar de eso y no me propongo hacerlo, pero quiero 
formular preguntas muy específicas a los efectos de estar completamente seguros de la consistencia de los 
planteos y de las proyecciones que aquí se han formulado. 


En primer lugar, con relación a las distintas variables y su comportamiento, que están descritas en algunos de 
los cuadros que contiene la exposición de motivos, fundamentalmente en el capítulo referido al escenario 
macroeconómico previsto, hay algunos indicadores que me sorprenden. Simplemente quiero preguntar por 
ellos y en qué medida pueden llegar a afectar el cumplimiento de las metas y el comportamiento que aquí se 
ha anunciado. 


La propia exposición de motivos habla de factores de incertidumbre que, eventualmente, pueden operar en la 
realidad. Se vincula esto con la recuperación de las economías europeas y de los Estados Unidos -así se dice- 
y en el mismo cuadro, que en base a información de consultoras internacionales se presenta aquí como 
elemento de prueba y consideración, me sorprende profundamente -el Ministro lo mencionó al pasar- el 
aumento proyectado de las tasas de interés, que se advierte claramente como muy significativo. 


Mi pregunta es si estos elementos -supongo que sí- están ya comprendidos en la proyección final de lo que el 
Gobierno espera que ocurra en el próximo quinquenio, que es claramente un crecimiento económico 
sostenido. De confirmarse estos factores, ¿en qué medida pueden llegar a generarnos dificultades o a actuar 


como factores de contingencia que nos lleven al escenario no deseado del artículo 85? Me refiero a que, más 
allá de todo lo que aquí se proyecta en el papel, la realidad nos obligue a hacer ajustes de las asignaciones 
presupuestales en función de que fuera distinta de lo que esperábamos y no sucediera lo que se suponía que 
debía acontecer. 


El Ministro ha sido muy enfático en que tenemos que evitar un desalineamiento flagrante entre la realidad y 
la teoría, y eso lo comparto. Ha hecho referencia, desde el punto de vista genérico, a las amenazas que 
existen y pueden existir en el mercado global, y yo creo que todo eso es compartible. Pero quiero entender 
bien si realmente esa prudencia desde el punto de vista de las proyecciones, las estimaciones y los cálculos 
está debidamente contemplada en el número final, es decir, en el guarismo que se nos dice que se espera que 
indique el comportamiento de la economía en los próximos años, fundamentalmente a partir de todos estos 
elementos que también se consignan y que nos llevan a formular esta consulta. 


En cuanto al comportamiento de los "commodities", se espera que sea favorable, desde el punto de vista del 
alza de los precios. Sin embargo, los números que se exhiben en el cuadro en algún rubro parecerían estar 
indicando que la tendencia no sería al alza sino a la baja. Supongo que, en alguna medida, eso podría 
llegarnos a apartar de los objetivos macroeconómicos centrales que se han analizado en la mañana de hoy. 


La segunda pregunta tiene que ver con algo que ya planteó el señor Diputado Berois, y yo quiero volver 
sobre ello porque me parece importante y porque creo que está vinculado con los planes que tiene el 
Gobierno para la política tributaria, que han sido reiteradamente expuestos por el señor Ministro y el equipo 
económico en cuanto a posibles ajustes a la baja. Por supuesto, estamos muy de acuerdo con que bajen los 
impuestos aunque, de pronto podemos discrepar en las prioridades, y ya lo hemos hecho. 


El Gobierno ha dicho que con la mejora de la recaudación del Banco de Previsión Social y de la Dirección 
General Impositiva se propone impulsar una rebaja de dos puntos del IVA y también ha quedado expuesto en 
la mañana de hoy que, cumplido eso, se iría por aliviar la carga tributaria de los impuestos directos por la vía 
de introducir nuevas deducciones en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Ahora, ¿cuál es la 
expectativa real de ese aumento de la eficiencia en los mecanismos de la recaudación? Es notorio que la 
recaudación ha aumentado, y es notorio que hay una mayor formalización en la economía -no tenemos el más 
mínimo prurito en reconocerlo- pero, -lo decía el señor Ministro- ahora nos queda el núcleo duro, tanto con 
relación a la formalización del trabajo como a la evasión de impuestos a la Dirección General Impositiva. 
Entonces, la pregunta es doble. Por un lado, quisiera saber qué resoluciones administrativas concretas - 
adicionales a la que ya se hayan adoptado- podemos esperar para que, efectivamente, logremos una mejora en 
esta situación. 


Por otro lado, me gustaría saber cuál es la expectativa que podemos tener desde el punto de vista financiero 
de que la recaudación aumente en la medida de lo necesario y lo suficiente como para que después podamos 
bajar el IVA y el IRPF. Asimismo, quisiera saber cuándo lo vamos a hacer, porque eso no ha sido dicho pero, 
públicamente, se ha manejado que, eventualmente, el Gobierno manejaría el año 2011 como fecha tentativa 
para la posibilidad de introducir estos alivios y estas mejoras para los contribuyentes. 


Finalmente, un tercer aspecto que queríamos consultar -por supuesto que hay infinidad de temas que dispara 
la intervención del señor Ministro como posibles interrogantes que nos han ido surgiendo, pero tenemos que 
ser selectivos porque, además, todos tenemos derecho e interés en preguntar- tiene que ver con la 
incorporación de colectivos al FONASA. Tanto en la exposición de motivos como en la intervención inicial 
del señor Ministro, se ha introducido este tema en el marco de las medidas de protección social que el 
proyecto de Ley de Presupuesto contiene y que el Gobierno se propone impulsar entre las políticas sociales 
que la actual Administración ha delineado y se propone desarrollar. Francamente, nos ha preocupado mucho 
que no hemos visto en el papel ni en la presentación del señor Ministro del día de hoy ninguna referencia a la 
incorporación de los jubilados y pensionistas al FONASA. Nos ha preocupado porque sabemos que no es 
materia de la ley de Presupuesto, pero sabemos también que hay un compromiso preelectoral y postelectoral 
del Gobierno actual en el sentido de que los cuatrocientos mil jubilados y pensionistas que hoy no están 
incluidos en el Sistema Nacional Integrado de Salud lo estén, compromiso que, entre otras cosas, el señor 
Ministro de Salud Pública ratificó, en nombre del Poder Ejecutivo, en esta misma Comisión, cuando 
analizamos al Rendición de Cuentas. Esto ha sido motivo de preocupación del Partido Nacional a tal punto 
que, en las últimas horas, hemos planteado públicamente un conjunto de medidas que nos proponemos 
reiterar a lo largo de esta discusión presupuestal. Una de ellas es, precisamente, reclamar al Poder Ejecutivo - 


naturalmente, en buenos términos, colaborando con él en el cumplimiento de esa promesa- que esa medida 
tenga una fecha cierta, por lo menos para el inicio de esa solución, que sabemos es ambiciosa y que implica 
un costo importante, porque abarca a un número muy significativo de beneficiarios. Nos parece que, a esta 
altura es una medida insoslayable que, inclusive, desde el punto de vista de la credibilidad -no ya del 
Gobierno, sino del sistema político- inexorablemente debe concretarse. Como no vimos ninguna referencia a 
eso -aunque sí hay referencias al FONASA y también a colectivos que se incorporan y a otros que se 
incorporan pero no en la Ley de Presupuesto- es que queremos trasmitir esta preocupación y hacer una 
consulta concreta al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El primer aspecto sobre el que incursionaba el 
señor Diputado Abdala tenía que ver con incertidumbres diversas. Señalaba dos; una, referida a la 
trayectoria de la tasa de interés y, otra, a los precios de los "commodities" alimenticios. 


En primer lugar, nosotros estamos incorporando en el cuadro no solamente esa trayectoria esperada de la tasa 
de interés, sino integrando en todas las mediciones de costos de financiamiento la trayectoria mencionada de 
la tasa de interés internacional y, obviamente, estamos proyectando que la situación de calificación crediticia 
mantiene nuestro riesgo país en los niveles actuales. Acá hay dos componentes. En la tasa que nosotros 
pagamos hay dos cosas, una que es la tasa de referencia, que es la que está mencionada en el cuadro y, otra es 
el riesgo diferencial que debemos pagar nosotros para acceder a financiamiento. Ese riesgo es siempre un 
aditivo, un incremento respecto a la tasa de interés a la que se financia el Gobierno de los Estados Unidos, 
que es la tasa de referencia. 


Sobre este aspecto quiero decir tres cosas al señor Diputado. En primer lugar, esa trayectoria está integrada 
plenamente en las proyecciones, pero hay que tener claro sobre qué ocurre el impacto. Uruguay tiene hoy en 
día prácticamente la totalidad de su endeudamiento a tasas fijas. Por lo tanto, sobre el endeudamiento ya 
contraído, las variaciones de la tasa de interés no tienen efectos significativos. 


En segundo término, hay que tener en cuenta que, si bien estas tasas van a crecer dos puntos y medio 
previsiblemente en el período, van a encontrarse al final en niveles más bajos que los que tuvimos que 
enfrentar durante la mayor parte del período anterior. En términos de tasas nominales, estamos hablando de 
tasas bajas. 


En tercer lugar, se trata de tasas -aun al final del período- de prácticamente cero en términos reales en los 
países de referencia, en las naciones industrializadas. Si se fija y se descuenta la inflación de los países 
industrializados, que está una línea más abajo o una línea más arriba que las tasas de interés, se puede 
apreciar claramente que estamos hablando de tasas que no llegan a ser francamente positivas, aún al final del 
período. Eso muestra elocuentemente la debilidad de la economía que está detrás de eso, ya que esas tasas 
corresponden a economías que mantienen tasas bajas porque de no hacerlo su situación económica 
probablemente se agravaría. Creo que hay que seguir con muchísima atención estas cuestiones. 


Sobre los "commodities", creo que nosotros asistimos en el período pasado, en estos últimos años, a un 
acontecimiento muy especial, al menos en nuestra historia productiva, que prácticamente la totalidad de los 
rubros de exportación -sobre todo, los "commodities" de exportación pero, en general, todos los rubros- 
evolucionaron en sus precios favorablemente. Para la gente que conoce mucho el sector agropecuario, me 
imagino que es difícil encontrar experiencias en las que todos los rubros evolucionan en la misma dirección. 
Creo que nos tenemos que acostumbrar a la heterogeneidad en la evolución. Y si bien los índices agregados 
nos dicen qué va a pasar en el promedio, dicen que en el promedio se ahogan los más bajitos, entonces hay 
que tener mucho cuidado. 


Efectivamente, hay que tener en cuenta algunos aspectos en esa heterogeneidad. De cualquier manera, creo 
que los dos o tres rubros simbólicos de nuestro perfil exportador tienen mejores perspectivas que otros 
rubros. En particular, creo que tanto en lo que se refiere al arroz como a la soja -dos productos emblemáticos 
en este momento, con posibilidades competitivas muy fuertes- estamos muy sólidos y, en los productos de la 
ganadería, no creo verdaderamente que la perspectiva sea que la heterogeneidad los afecte negativamente. 
Sinceramente, creo que en ganadería ovina estamos asistiendo a un fenómeno muy importante, al que hay 
que prestarle mucha atención. Creo que la revalorización del ovino es un dato muy importante en Uruguay, y 
el apuntalar la lechería me parece que va a ser una de las cosas muy importantes en la ganadería, más allá del 
desafío productivo general del sector ganadero. 


Sobre las políticas tributarias, en primer lugar, quiero ser preciso. Nosotros dijimos que durante el año 2011 
se iban a hacer las adecuaciones del IVA. Está anunciado y lo ratifico aquí. Lo dijimos en varias 
oportunidades; no recuerdo si lo hicimos aquí en la Comisión de Hacienda pero, si no fue así, lo hicimos en 
el Senado en alguna oportunidad. Durante al año 2011 se va a realizar la adecuación del IVA. ¿Cuánto 
representa cada punto porcentual de IVA para ser compensado por reducciones de evasión, que en definitiva 
es la cifra que interesa? Cada punto de IVA básico reducido implica ser compensado con algo más de tres 
puntos de evasión, tal cual está medido ahí. Por lo tanto, estamos pensando que el esfuerzo que implica, en 
materia de reducción de la evasión, cubrir la brecha de dos puntos porcentuales del IVA es aproximadamente 
equivalente a ponernos en la senda de los países con mejor administración tributaria en materia de 
administración del IVA. ¿Qué pretendemos hacer para que ello ocurra? Estamos convencidos de que la 
formalización de las transacciones, dar estímulos y señales claras en materia de formalización de las 
transacciones, es la línea a profundizar en el futuro. Para ello nos proponemos usar varias herramientas. Una 
muy importante será la bancarización e inclusión financiera. Estamos convencidos de que la extensión de las 
transacciones formales en nuestra economía será un aporte muy importante para esto y la experiencia 
internacional muestra claramente que, además de otros efectos benéficos que la inclusión financiera tiene 
sobre la sociedad, las familias y las empresas, sin lugar a dudas, le cambia el perfil y el soporte tecnológico 
sobre el que se realiza la tarea de las agencias recaudadoras. 


En cuanto a los incentivos, yo soy de las personas que cree que con incentivos y con innovaciones 
tecnológicas se hace una parte del trabajo; la otra se hace con percepción de riesgo. El contribuyente que 
defrauda tiene que sentir cada vez más que está cerca de ser descubierto y penalizado, y creo que eso es 
inevitable. No hay administración tributaria que solo con incentivos y tecnología resuelva lo que la 
percepción de riesgos tiene que agregar al cumplimiento de las obligaciones. 


Siempre digo, un poco en chiste y un poco en serio, que los impuestos se llaman impuestos por algo y no se 
llaman contribuciones voluntarias. Los impuestos son imposiciones y, si alguien se da cuenta de que no hay 
quien se las imponga, esa persona no va a cumplir fielmente con sus obligaciones. Esto está más que 
estudiado en toda la literatura de bienes y contribuciones públicos. En todos los países del mundo la 
contribución voluntaria de los ciudadanos a la provisión de bienes públicos está en niveles subóptimos, según 
dice toda la literatura sobre el tema, y creo que en la práctica hay fundamentos infinitos en esa materia. 


En cuanto al FONASA, permítaseme ratificar lo que ratificó el Ministro Olesker. Tenemos prevista -estamos 
trabajando en ello- la inclusión en el Sistema Nacional Integrado de Salud de los jubilados, tal cual está 
comprometido. Efectivamente, no forma parte del proyecto de ley porque irá en un proyecto de ley aparte, de 
la misma manera que fue el proyecto de ley del FONASA, con mecanismos progresivos. Adelanto desde ya 
que será un mecanismo gradual. Probablemente es la etapa más costosa en recursos públicos para el Estado. 
Habrá que hacerla muy programada y deberá estar guiada por criterios de equidad. Estamos convencidos de 
ello y lo podemos adelantar. Si bien la intención es la cobertura completa, el proceso de ampliación de la 
cobertura tiene que estar bien orientado y bien fundamentado, y estamos trabajando en ese sentido. 


Lo que integra la programación que se adjunta al Presupuesto son las previsiones de recursos para aquellos 
colectivos que está previsto que entren y que todavía no lo hicieron, que también son muy deficitarias. 
Quiero ser bastante enfático en esto: así como la inclusión de los jubilados implicará la aplicación de una 
fracción de impuestos de la comunidad para financiarlo, la incorporación de los cónyuges tiene las mismas 
características. La incorporación de los cónyuges de los trabajadores activos -ya está previsto en la 
programación presupuestal- tiene un evidente y considerable déficit sobre el Fondo Nacional de Salud. 


SEÑOR ABDALA.- Le solicitaría al señor Ministro dos aclaraciones adicionales con relación a los 
últimos dos temas, y empiezo por este último porque la pregunta es muy concreta. 


El señor Ministro habla de la incorporación de los jubilados. La pregunta es si, en tal caso, el objetivo es que 
sean solo los jubilados o si esto también incluye a los pensionistas porque, entre otras cosas, los anuncios 
políticos que oportunamente se formularon incluían a ambos. Todos sabemos que hoy hay una parte de los 
jubilados -no de los pensionistas- que están incorporados, que son aproximadamente 160.000, pero reitero 
que en los anuncios programáticos siempre se habló de los pasivos. Es más; se recalcó: jubilados y 
pensionistas. Me parece una diferencia importante que sería bueno que se aclarara. 


En segundo lugar, con relación a las consultas de carácter tributario que formulé anteriormente, el señor 
Ministro ha contestado. Me queda claro que el objetivo es cumplir con el anuncio de bajar el IVA en el año 
2011. Comparto totalmente que hay que castigar al que no cumple. Cuando el señor Ministro hizo referencia 
a las penalidades, me asaltó una duda sobreviniente. El señor Ministro está hablando de que, eventualmente, 
se van a impulsar reformas de carácter legislativo vinculadas con nuevas penalidades o una reformulación de 
las ya existentes. ¿Hay modificaciones legales en las que está pensando el Poder Ejecutivo o, en todo caso, 
son diferencias de administración en cuanto a la aplicación de las que ya existen o a ajustes de las sanciones 
correspondientes? Creo que ahí surgió una duda que no sería bueno que quedara flotando por lo que, en todo 
caso, sería conveniente que se nos pudiera aclarar. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Cuando dije "jubilados" debí decir "jubilados 
y pensionistas", por tanto está previsto que sean incorporados todos los pasivos. 


Por otra parte, creo no haber hecho referencia a nuevas penalidades sino a incentivos y cambios que van a 
promover y facilitar las tareas de fiscalización, soportes tecnológicos y niveles de formalización de 
transacciones. Creo que los mejores sistemas tributarios se apoyan, fundamentalmente, en la posibilidad de 
fiscalización de transacciones y está claro que todas las transacciones que ocurran de manera electrónica o 
que estén bancarizadas y formalizadas son de mucho más fácil fiscalización. Por ahí va una línea gruesa de 
progresos en la facilidad de fiscalizar. 


Tampoco hice referencia a penalidades, sino a percepción de riesgo, y la percepción de riesgo no implica 
cambio de ninguna norma; es un tema actitudinal y de presencia del fiscalizador y del rigor con el que el 
fiscalizador trata al defraudador. A eso hacía referencia y no a innovaciones legales ampliando 
penalizaciones. 


SEÑOR SANDER.- Agradezco al Ministro por su comparecencia y también por los nuevos cuadros que 
mostró -que vamos a analizar- en esta presentación sumamente completa, que ahora tenemos para 
estudiar en un plazo de cuarenta y cinco días, que es muy poco, pero vamos a intentarlo. 


Quisiera hacer dos planteos. Uno de ellos está referido a algunas propuestas y, el otro, a algunas dudas que 
nos surgieron de la lectura de los 821 artículos, más lo que hemos podido leer que, evidentemente, no ha sido 
todo porque es imposible. 


Como hombre del interior -en mi caso, del departamento de Rivera- vengo a plantear temas referidos a la 
descentralización y también temas municipales. Básicamente, quiero referirme a tres temas importantes para 
las Intendencias Municipales. En vista de que en los últimos días se conoció una noticia sobre la deuda que 
tienen las Intendencias con UTE, esto va un poco en el marco de lo que presenta el Gobierno y de lo que 
todos queremos, que es seguir mejorando. 


Hay un trabajo que se ha venido haciendo desde el año 2000, que ha venido mejorando pero todavía nos falta 
bastante. En ese campo y en virtud de que las tasas de interés siguen bajas, nuestra propuesta es buscar algún 
sistema de emisión por esa deuda que tienen las Intendencias, por supuesto, con algún descuento, porque a 
UTE se le va a pagar al contado. Me refiero a bonos con emisión a un plazo considerable para, de esa forma, 
pagar a UTE y para que las Intendencias, en un plazo de veinte años, puedan pagar esas deudas al Ministerio 
de Economía y Finanzas. De esa manera, haríamos tres cosas 


La UTE tendría fondos, y se sacaría un pasivo de encima que le llevaría mucho tiempo cobrar, porque las 
Intendencias tienen pocos recursos. Además, va en línea con lo que quiere el Gobierno, que es ser eficiente. 
De esa manera, creo que mejoramos, porque hoy esas deudas se están ajustando por IPC. Y me animo a decir 
que la mayor parte de sus intereses -o por lo menos el 50%- corresponde al ajuste por IPC y no a la deuda 
original. 


Con eso estaríamos, de alguna manera, encontrando una solución a las Intendencias; es una especie de 
recurso más. Estaríamos financiando a UTE con recursos que hoy no tiene y que dispondría, y el Gobierno 
haría la parte de la contribución. 


En el Gobierno anterior existía una escala de beneficios para las Intendencias, que arrancó con el 10% de 
descuento, al año siguiente aumentó al 20%, y hoy está vigente un 30%. Cuando se hizo el decreto se pasó de 


ese descuento generalizado a una especie de freno a las líneas que tenían medición. Los que hemos trabajado 
en el tema sabemos que cuando se tiene prácticamente cero medición, o cero, es bastante caro pasar, en cinco 
años, de no medición a medición. Entonces, la propuesta es que ese 30% se pague igual a la no medición, con 
la condición de que ese porcentaje que el Gobierno le pasa a las Intendencias, como una compensación por 
alumbrado público, sea usado para reinvertir en la medición de las líneas, es decir, cambio de cables y 
medidores que la UTE pueda necesitar. Me parece que es una medida acertada, que permitiría seguir 
mejorando la idea inicial del Gobierno anterior y de este -creo que es la misma-, porque el alumbrado público 
hoy va en línea, no solo con el beneficio que representa para los habitantes sino con el tema de la seguridad. 
Cuanto más iluminación tengamos, más fácil será trabajar para la Policía, porque donde hay oscuridad se 
esconden los ladrones. 


Asimismo, queremos plantear -lo hice en una media hora previa cuando llegué a este Parlamento- el tema del 
Fondo de Desarrollo del Interior. Creemos conveniente llevar la participación de las Intendencias de un 25% 
a un 50%. En este proyecto de ley se llega a un 33,5%, lo que nos parece muy bueno. Es una buena 
herramienta que ha funcionado muy bien entre todas las Intendencias y el Gobierno, a través de la Comisión 
Sectorial de Descentralización. Por tanto, si no hay más fondos, sería bueno ponernos de acuerdo de manera 
tal que si hay crecimiento por encima de la proyección del 4% en los próximos años, de lo que pasemos por 
encima de eso, se destine un poquito más a este Fondo. 


Hoy tenemos un Gobierno de tercer nivel. El artículo 719 le reserva al Fondo alrededor de $ 49:840.000. 
Creemos que es poco, porque las Alcaldías, básicamente las del interior profundo, excepto las de alguna 
ciudad, cobran muy poco impuesto, ya que son poblaciones con bastantes carencias. Se trata de poblaciones 
de menos de cinco mil habitantes, donde el desarrollo económico es pobre todavía. 


Por estos motivos, pensamos que si se puede hacer un esfuerzo más para el Fondo de Desarrollo del Interior, 
de repente con alguna salvedad especial hacia las Alcaldías, se lograría mejorar las expectativas de todos los 
vecinos que votaron en mayo de 2010 a los Alcaldes. En definitiva, mi Partido tiene una minoría de Alcaldes. 
Por tanto, estoy pidiendo para todos igual; no tiene que ver el color político. Realmente, el camino de la 
descentralización es muy importante para que en el futuro podamos seguir haciendo otras cosas. Pero no 
podemos crear acuerdos que sean totalmente negativos, generando probablemente experiencias malas, y 
derrotar una herramienta que puede ser muy buena en el futuro -así lo creo yo- por no tener elementos. 


Por otra parte, quiero plantear -algo mencioné al señor Ministro cuando estuvo en Rivera con el Presidente 
Mujica-, el tema del canon del Free Shop -que como vemos en las proyecciones está creciendo casi un 40%-, 
porque los departamentos que están sobre la línea disfrutan de ese beneficio en forma directa. Sería bueno 
poder realizar algunos proyectos sobre seguridad, turismo, desarrollo local, a fin de seguir reinvirtiendo ese 
dinero porque, a veces, la gente dice que no se beneficia al pueblo como un todo. Entonces, quizá, con poca 
cosa se puede arreglar mucho y eso es muy importante. 


Al leer el proyecto y ver las transparencias nos surgieron algunas dudas. 


En cuanto a la primera asignación del espacio fiscal, noté que en la presentación apareció la cifra de 

$ 28.000:000.000, y yo tenía calculado un poquito menos. Se parte de un ingreso de $ 47.000:000.000 de 
espacio fiscal disponible. Luego, se le reduce pasividades, seguro de enfermedad, FONASA, prestaciones de 
BPS e intereses de deuda, y nos queda un espacio fiscal de $ 22.000:000.000. Esto daría una diferencia de 
algo más de $ 24.000:000.000. No entiendo por qué la lámina mostraba la cifra de $ 28.860:000.000. Hay 
una diferencia de aproximadamente $ 4.000:000.000. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tiene razón el señor Diputado. Está mal 
sumado. 


SEÑOR SANDER.- Sobre este mismo cuadro, cuando hablamos de intereses de deuda tenemos 
$ 2.925:000.000. En la página 51, los intereses de la deuda evolucionan de US$ 963:000.000 en el año 
2010 a US$ 1.232:000.000. Cuando convertimos, no nos da los aproximadamente $ 2.000:000.000 que 
tenemos en el primer cuadro. De repente, puede ser un tema de tasas o de cálculo de la deuda que 
estaba nominada en pesos. A mí me da una diferencia de $ 2.925:000.000, que sería igual a 
US$ 269:000.000. Esa es una pregunta que quería hacer. 


Con respecto al FDI hay algunos artículos que me preocupan. En el artículo 40 se crean cargos especiales de 
alta prioridad. Ahí aparece la figura del Director Técnico de Proyecto de Desarrollo, pero cuando vamos al 
artículo 113 se elimina a DIPRODE. Yo supongo que ese Director que estamos creando es para una unidad 
que se elimina. Y a nosotros nos preocupa porque esa unidad es, precisamente, la que evalúa los proyectos 
del Fondo de Desarrollo del Interior. Nos gustaría saber -le vamos a preguntar el lunes cuando concurra la 
OPP- cómo queda esa área, que estudiaba, específicamente, los proyectos del Fondo de Desarrollo del 
Interior. 


Hay dos o tres artículos que están faltando, específicamente el 112 y el 145. 


Las otras preguntas que iba a realizar ya fueron contestadas. El tema de la rebaja de los impuestos está más 
que aclarado. No me queda más que agradecer. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Soy yo el que tiene que agradecer dos cosas. 
Primero que haya ayudado a corregir la lámina; la suma estaba mal hecha. Segundo, que detectó, 
efectivamente, dos de las tres omisiones de artículos. Nosotros tenemos una carta para que se 
incorporen estas omisiones, que tienen que ver con un problema técnico, y que vamos a dejar al 
Presidente de la Comisión. Asimismo advierto que hay algunas duplicaciones parciales y totales de 
artículos, que los señores Diputados podrán advertir en algún momento. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Ya que el señor Ministro está hablando de los artículos y de algunas 
omisiones, quisiera saber si tuvo en cuenta a la Comisión Honoraria de Salud Cardiovascular. Planteo esta 
inquietud porque, según nos informaron, no está incluido en el Presupuesto. Tal vez, esa omisión fue 
producto de un olvido. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que plantea el señor Diputado está 
contemplado en el planillado. No fue una omisión; está establecido específicamente allí. 


Me voy a referir ahora a las consultas y observaciones planteadas por el señor Diputado Sander relativas a las 
deudas de los Gobiernos departamentales con UTE y a la posibilidad de pensar un esquema financiero que 
contribuya a varios fines, como aliviar el peso que pueden tener estas deudas sobre las finanzas de los 
Gobiernos municipales, adelantar liquidez a las empresas públicas, concretamente a UTE, y para eso se 
utiliza algún tipo de emisión de mercado. En principio, yo no noto problemas, siempre y cuando el producto 
de las emisiones prevea una correcta securitización de los flujos. No tengo ninguna opinión reactiva, siempre 
y cuando se pueda construir un producto razonable en términos de costos financieros. Eso implica qué flujo 
se intercepta y dónde. Como se sabe, para esas emisiones se necesita autorización del Poder Ejecutivo. 
Estamos dispuestos a estudiar esto, si se trata de un producto financiero que se pueda hacer en condiciones 
razonables de costo. Vamos a ser sinceros: nosotros no estamos cobrando intereses muy elevados por eso, y si 
vamos a transferir parte de la ganancia de esto a los beneficiarios de la emisión, me genera alguna duda. Pero 
si se logra un buen producto, a una tasa de interés razonable, y este argumento que acabo de dar no sea de 
mucho peso, en principio, no tenemos problemas. 


Esto del 30% del alumbrado, aunque hay un decreto reglamentario, se establece por ley. Se me ha informado 
que ya están en curso proyectos para mejoras en la medición en todas las Intendencias y, por lo tanto, esa 
limitación estaría camino a resolverse. 


En lo que refiere al Fondo de Desarrollo del Interior, voy a pedir al economista Frugoni que se exprese al 
respecto, porque este tema se maneja desde la OPP. 


En lo que tiene que ver con las Alcaldías, nosotros previmos una contribución del Gobierno nacional al 
proceso de descentralización, que si algo tiene es la potencialidad de ser muy heterogéneo en los niveles de 
desarrollo del proyecto y queda en el ámbito de cada Gobierno Departamental decir hasta dónde avanza, 
hasta dónde usa la descentralización específicamente. Sinceramente, en ese mar de heterogeneidad, desde el 
Poder Ejecutivo nos resulta muy difícil seguir tratando de participar desde las finanzas públicas nacionales. 
Sería muy difícil ingeniar un procedimiento que fuera razonablemente equitativo y que respetara los criterios 
de heterogeneidad que cada Gobierno Departamental tiene derecho a aplicar en lo que respecta a cuánto 
descentraliza, cómo remunera, cómo fortalece con capacidades. Sinceramente, tengo miedo de que si nos 
metemos en esas cuestiones, resulte peor. 


En cuanto a los beneficios de los Free Shop, entiendo el planteamiento que se realiza. A las zonas de frontera 
se le dio un beneficio que no tiene nadie en el país: están los Free Shop. Además, el Estado recauda como un 
beneficio de frontera para ser aplicado en el resto de los programas de la sociedad; ahora la localidad, además 
de los beneficios de la existencia de los Free Shop, aspiraría también a que esos recursos quedaran ahí. En 
fin, no estoy nada seguro de la racionalidad en escalada de este tipo de planteamientos. Sinceramente, si me 
pidieran opinión sobre esto, diría que me parece que la medida fue crear unas cosas que no queremos que 
proliferen por todo el territorio nacional y que están efectivamente asociadas a una política de frontera en su 
existencia, y no que los producidos que estas tienen como canon para aplicar sobre otras áreas fundamentales 
del Estado se viertan en esa zona. 


En lo que respecta al FDI, el 33% al que se llega hoy con la participación de los Gobiernos municipales está 
bastante alto. Hay que tener en cuenta que si hacemos la suma de todos los programas del Gobierno nacional 
hacia el Gobierno Departamental, estamos bastante arriba del complemento que le toca al Gobierno, por lo 
tanto, los porcentajes pueden ser engañosos. 


En cuanto a los intereses, quiero hacer una sola consideración. Las dos cifras son correctas; una es del total 
de los intereses de todo el sector público y la otra, del Gobierno central. Esa es la diferencia. 


SEÑOR FRUGONI.- Quiero aclarar que en el caso de DIPRODE hay una eliminación y una creación 
de un cargo de confianza. Simplemente, deja de ser una Unidad Ejecutora, pero es parte de los 
programas territoriales de la OPP, y funciona no solo con el FDI sino con el resto de los programas. Si 
se observa el articulado, podemos apreciar que inclusive se refuerzan algunos rubros de gastos en 
ambos niveles, no solo los departamentales sino también los locales. Esta explicación es a cuenta de la 
que daremos el lunes cuando se hable de los cargos. 


En cuanto al FDI, hubo un incremento del 33,5%. Hay un compromiso de que se cuantifique el resto del 
porcentaje que administran los Ministerios y se coordine en la Comisión de Descentralización, que 
seguramente está muy por encima. Este es un pedido del Congreso de Intendentes y lo vamos a llevar a cabo 
en conjunto para hacer las mediciones. Vamos en el camino de aclarar esos porcentajes y ese incremento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No obstante lo que se ha informado, el Ministerio de Economía y Finanzas va 
a volver a comparecer cuando se traten los artículos y las secciones que corresponden a esa Cartera. 


SEÑOR GANDINI.- Antes que nada y a modo de prólogo, como siempre lo hago, quiero reconocer el 
trabajo del equipo del Poder Ejecutivo en la elaboración del proyecto de Presupuesto. La información 
que se nos brinda es más amplia de la que nosotros podemos estudiar en este corto tiempo. Además, 
quiero reconocer el esfuerzo que hace el señor Ministro y su equipo por presentarlo de la manera más 
sencilla y gráfica para el estudio de esta Comisión. 


Del mismo modo, debo decir que este Presupuesto contiene, a diferencia de otros que hemos analizado, una 
cantidad de errores en el texto que dificultan su estudio y que no han acontecido anteriormente. Faltan 
artículos y hay artículos repetidos; hay artículos repetidos que dicen cosas exactamente distintas; hay 
artículos que dicen cosas contradictorias unos con otros; hay artículos con referencias equivocadas, ubicados 
en Incisos incorrectos 


Es decir, hay una cantidad de elementos que la Comisión tendrá que trabajar para ajustar pero, me gustaría 
saber si se deben al cambio en la Unidad en la cual se elaboró el Presupuesto; quizá, siga siendo el mismo 
equipo de OPP, o capaz que está en otro ámbito. Se notan descoordinaciones de último momento y tal vez no 
hubo una lectura general. 


Me voy a referir a las primera de ellas que me parece la más importante. Los artículos 4* y 712 del 
Presupuesto, a mi juicio, se refieren a lo mismo. Tienen que ver con el modo en que se ajustan los salarios 
públicos y establecen formas diferentes; no es significativo, pero sí toman variables diferentes entre ellos. 
Uno toma en cuenta la inflación pasada, etcétera, y el otro no. Parecería que en algún momento se estuvo 
pensando en eso y se colocaron en Incisos diferentes del Presupuesto. Me gustaría saber cuál es la posición 
del Poder Ejecutivo y cuál de los dos artículos auspicia. 


Por otro lado, el artículo 714 define el monto mínimo por cuarenta horas de trabajo para los funcionarios 
públicos de los Incisos 02 a 15 como la remuneración mínima para los funcionarios civiles y claramente se 
excluyen todos los otros escalafones. Supongo que quiere dejar afuera a los escalafones de la estructura 
militar, policial y del personal diplomático del Ministerio de Relaciones Exteriores. Con las modificaciones 
que figuran en el Presupuesto, no están incluidos todos los funcionarios -aun los no civiles-; en el quinquenio 
van a ir alcanzando estos mínimos, salvo los militares. 


Mi inquietud está referida a eso, porque hay una exclusión demasiado específica. De hecho, la lectura estricta 
de este artículo nos indica que los funcionarios civiles del Ministerio de Defensa Nacional -los hay- van a 
tener un mínimo de $ 14.400 por cuarenta horas semanales. Sin embargo, los funcionarios de ese mismo 
Ministerio que están en el escalafón K) -militares- van a tener un mínimo que será el salario actual más el 
aumento de $ 2.000 que se dispone para el quinquenio, si mal no recuerdo. Por lo tanto, van a quedar 
aproximadamente en la mitad, con una remuneración inferior, a pesar de que son igualmente funcionarios 
públicos que trabajan probablemente más de cuarenta horas semanales, quizá, en un régimen diferente al de 
ocho horas. 


También me gustaría saber si existe el cálculo acerca de a cuántos funcionarios se les debe mejorar la 
retribución para llegar a este mínimo o, por lo menos, cuál es la partida. Y la pregunta inmediata es si este 
aumento del mínimo mueve la escala. Seguramente, hay organismos en los cuales, si el mínimo es $ 14.400 
quedará por arriba de algún escalafón que gana menos de eso pero más del mínimo. Por lo tanto, quisiera 
saber si esto mueve toda la pirámide salarial y cuánto influye en el Presupuesto. 


Este mismo artículo, en su último inciso, parece que se está refiriendo al punto que hoy el Gobierno debate 
con COFE y que tiene que ver con la partida de $ 500 por presentismo que se ha manejado. Mañana vamos a 
recibir a COFE y al PIT-CNT, entonces me gustaría tener claro el significado exacto de lo que está 
proponiendo el Poder Ejecutivo. El artículo dice: "[...] De existir excedentes"[...] "[...] se podrá abonar un 
incentivo vinculado a la asiduidad y presentismo una vez puesto en funcionamiento el sistema de control 
asociado a liquidaciones de sueldos [...]". 


En primer lugar, me gustaría saber si esto refiere a los $ 500 de los que se habla y, en segundo término, a 
cuánto asciende esta partida, cuánto es la reserva presupuestal o si no la hay, porque la expresión "de existir 
excedentes" indica que el compromiso se podrá cumplir si eso sucede, si no, no. Esto es bueno saberlo 
porque forma parte de lo que mañana vamos a conversar con COFE. Del artículo se desprende que sería una 
partida atada a una eventualidad que se podrá dar o no. Por lo tanto, me gustaría saber si el Poder Ejecutivo 
piensa que se podrá dar. 


Con respecto a la educación, desearía saber si el Poder Ejecutivo estima que con la proyección que hace de 
ingresos y de crecimiento del PBI con la que nos ha ilustrado, a la educación se le asigna el famoso 4,5% del 
PBI que fue el compromiso del Gobierno anterior y también del actual. El señor Ministro recién lo ataba a 
una cifra simbólica pero me pregunto si esto coincide con el 4,5% del PBI y si la división interna está acorde 
con la que se ha utilizado en otras ocasiones en el porcentaje, ese 4,5% que lleva ANEP, la Universidad, 
etcétera, porque mirando lo asignado a ANEP encontramos una diferencia importante entre lo que se solicita 
y lo que dispone el Presupuesto que propone el Poder Ejecutivo. Nos preocupa saber -lo consideraremos 
después con las autoridades correspondientes- si el Presupuesto previsto por el Poder Ejecutivo permite 
financiar el arrastre de los compromisos contraídos con anterioridad en materia salarial, de creaciones de 
cargos, de cargos para atender las inversiones que se están haciendo y que se especifica que se van a hacer. 
Esto lo hablaremos con ANEP; la pregunta concreta es con relación al 4,5% del PBI. 


Dentro del tema de la educación, se prevé la creación de un Fondo, que en el caso de ANEP es de 
aproximadamente US$ 30:000.000 anuales, denominado Fondo de Infraestructura Educativa Pública - 
supongo que con esto se va atender la construcción de escuelas, liceos, etcétera- y está previsto su traspaso a 
la Corporación Nacional para el Desarrollo. Esto es una novedad en materia de gestión. La enseñanza tiene 
mecanismos autónomos de gestión de los recursos que el Parlamento aprueba. Sin embargo, la ley obligaría a 
que este organismo autónomo traspasara sus recursos a un Fondo que administraría un tercero. La pregunta 
es hasta qué punto administra -vamos a solicitar que comparezca la Corporación Nacional para el Desarrollo 
porque aparece varias veces en el Presupuesto nacional con responsabilidades nuevas mediante la creación de 
diferentes Fondos- y cuál Y y por qué%4 es el rol de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Se trata de 
una persona de derecho público no estatal; el contralor del Tribunal de Cuentas es posterior a la ejecución del 


gasto y el control parlamentario es a través de los balances. Es decir que cambia radicalmente la naturaleza 
de los contralores y, por supuesto, de la ejecución. 


Por otra parte, quisiera preguntar sobre la inversión. Recuerdo haber leído en alguno de los artículos del 
Presupuesto, que omití anotar, que la inversión privada en materia de infraestructura no será considerada 
como deuda pública; no lo entendí. A lo mejor lo leí o lo retuve mal. Al respecto, me gustaría conocer cuáles 
son las previsiones de la participación de la actividad privada en los US$ 600:000.000 que el señor Ministro 
de Transporte y Obras Públicas, en una reunión que mantuvo con los delegados del Partido Nacional, dijo 
que se espera que surjan para el rubro mantenimiento de la red vial.Sabemos que está atado a la ley que 
próximamente ingresará al Parlamento de asociaciones entre públicos y privados. Nos gustaría saber cómo el 
Parlamento controla esos recursos o si esos recursos son puramente privados y el privado se va a cobrar del 
riesgo que asuma en esa inversión. Según dijo el señor Ministro, habrá parte de esa inversión en la red vial 
que retornará a la inversión del privado o de la sociedad que se dé mediante nuevos peajes, por ejemplo, y 
por lo tanto paga quien usa, pero habrá otras que se hará a través de peajes sombra o sistemas similares en los 
cuales el que paga es el Estado. Y si va a pagar el Estado, tiene que estar presupuestado. No gasta el Estado 
su rubro de inversión, pero debe reponer esa inversión en un plazo que se determinará. 


Del mismo modo, quiero preguntar -porque no logro ubicarlo en el presupuesto aunque lo hemos leído- el 
modo de inversión de las dos cárceles que se prevén. Hemos escuchado hablar de los dos centros de reclusión 
de 900 plazas cada uno. Uno va a estar ubicado en el Penal de Punta de Rieles y otro en la chacra del Penal 
de Libertad. Se menciona que será hecho a través de la inversión privada. Nos gustaría saber cuál va a ser el 
formato y si habrá aporte público de alguna naturaleza. Suponemos que sí. Ahí no vamos a poder cobrar 
peaje. De alguna manera, el Estado deberá restituir al particular la inversión que hace esa empresa. 


En materia de descentralización, me gustaría entender -porque también supongo que recibiremos al Congreso 
de Intendentes- lo que dispone el artículo 480 del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en su relación 
con el artículo 715 de diversos créditos. El penúltimo inciso del artículo 480 dispone: "Los montos 
establecidos en la presente norma" -que son montos máximos, alrededor de US$ 200:000.000 por año- "son 
totales, por lo que comprenden financiamiento local y externo, y comprenden las partidas correspondientes al 
Proyecto 999 "Mantenimiento y Conservación de la Red Vial Departamental', del Programa 370 
'Mantenimiento de la Red Vial Departamental' por $ 350:000.000 (trescientos cincuenta millones de pesos) 
anuales, y un mínimo de $ 150:000.000 (ciento cincuenta millones de pesos) anuales de las partidas 
correspondientes al Proyecto 750 'Rutas' del Programa 362 'Infraestructura Vial", con destino a la 
rehabilitación y mantenimiento de la red de caminería rural forestal". 


La pregunta es: estos recursos que se incorporan en el presupuesto del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y están dentro de los máximos autorizados a ejecutar cada año, ¿están a su vez incluidos en el 3,33% 
que el artículo 715 establece como partida para las Intendencias? Si fuera así, se estaría contando dos veces. 
Si cuando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas repara rutas departamentales o caminería rural luego 
lo descuenta del 3,33%, entonces no habría que planillarlo en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
ya que está planillado en el 3,33%. Y si no está en el 3,33%, deberíamos dejarlo claro en el texto 
presupuestal. A mí me surge la duda por algunas explicaciones que nos han dado algunos técnicos en el tema. 


Quiero hacer dos preguntas vinculadas a las empresas públicas. ¿Hay aportes de las empresas públicas 
directamente como recursos a los ingresos que prevé el Presupuesto Quinquenal? Es tradicional que alguna 
de esas empresas transfieran anualmente parte de sus ingresos al Presupuesto Nacional. Sabemos ahora de la 
constitución de este Fondo energético y, probablemente, todos esos ingresos de la UTE vayan para allí -no sé 
si todos- y también de ANCAP y de algún otro organismo. Y como contrapartida a esta pregunta, ¿no hay 
subsidios a empresas públicas que tienen déficit, algunas de ellas estructurales como el Correo, PLUNA -el 
aporte de PLUNA a la sociedad anónima-, eventualmente AFE o el Banco de Previsión Social, que debe 
venir aparte? 


La última pregunta refiere a la reforma del Estado que tanto se ha manejado y de la cual, sinceramente, no 
vemos demasiadas novedades, más allá de que trata temas vinculados a funcionarios, que no son muy 
removedores en cuanto a los mecanismos que se han utilizado siempre. Se había anunciado una propuesta 
que parece ser muy interesante -por lo menos conocer su articulado-, puede ser removedora o una fuente de 
ahorro de ingresos, que es la Agencia de Compras del Estado, como una agencia central que compre recursos 
que todos los organismos periódicamente o normalmente consumen. Vemos que algunos organismos 


reforman su estructura de compras -particularmente el que más lo reforma es el Ministerio de Defensa 
Nacional-, pero no encontramos unas disposiciones que nos anuncien que se vaya a crear esta Agencia de 
Compras o que se cree directamente, que es lo que esperábamos encontrar. 


Por ahora son estas las preguntas y pido disculpas que abarquen temas tan diferentes, pero el equipo 
económico lidera el presupuesto y, en algunos casos, tenemos que hacer estas preguntas antes de avanzar en 
la consideración de otros Incisos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, efectivamente parte de las 
imperfecciones y deficiencias que tuvo la preparación del texto tiene que ver con que estuvimos 
inaugurando un sistema informático en esta oportunidad, que ofrece muy buenas potencialidades pero 
que usado en la primera versión trajo estas imperfecciones. De más está decir que pedimos las 
disculpas del caso por esas repeticiones y omisiones que simplemente son atribuibles a errores 
humanos en el manejo de un volumen muy importante de artículos y disposiciones que proponíamos a 
consideración parlamentaria. 


Voy a ir uno a uno sobre los temas planteados por el señor Diputado Gandini. 
Es el artículo 4” el que va; el otro no corresponde. Ese es el que tiene el mecanismo adoptado. 


Respecto al artículo 714 quisiera hacer dos comentarios. Uno, ratificando que los escalafones K), L) y M) 
están excluidos de esta disposición que prevé la remuneración mínima de los funcionarios públicos en 

$ 14.440. El otro es que no mueve la escala en absoluto. Evidentemente, en ocasión de que vayan ocurriendo 
las reestructuras que está previsto realizar, todos los problemas que surjan y deban ser considerados para 
restablecer algún mecanismo que haya distorsionado alguna escala, oportunamente, cuando lleguen esas 
instancias, se podrán solucionar. 


Quiero referirme a los salarios del personal subalterno de las Fuerzas Armadas, que son los funcionarios 
públicos peor pagos. Esto no es algo que se haya inventado en esta Administración, no es algo que pertenezca 
ni siquiera a la historia reciente del país; son los funcionarios peor pagos históricamente en el país. Lo 
primero que quiero referir es que en el presupuesto se prevé aumentos de retribuciones del personal 
subalterno por $ 2.000 y públicamente se hace referencia a $ 2.500. Al igual que está previsto realizar por 
decreto el aumento correspondiente a los docentes de ese 3% el 1” de enero de 2015, hay $ 500 de aumento 
real que va a ocurrir por vía de decreto, y está previsto que así sea y así fue comunicado debidamente al 
Ministerio de Defensa Nacional. Como ustedes saben, ese compromiso del Poder Ejecutivo no podía ser 
incluido como una disposición en el Presupuesto Nacional por la sencilla razón de que sería inconstitucional. 


Quiero expresar que atender esta realidad que tiene fundamentos sociales y de equidad, que es la mejora de 
los salarios de personal subalterno en las Fuerzas Armadas, tiene que ponerse en orden de magnitud con 
respecto al esfuerzo que significa. Quiero decir que $ 2.500 al cabo de los cinco años, con la cobertura actual 
del personal subalterno, representa US$ 40:000.000 a valores actuales. 


Si nos propusiéramos llegar a los $ 14.400, estaríamos hablando de US$ 100:000.000 anuales adicionales. 
Esto nos lleva a interpelar respecto al volumen que tiene el asunto y a los problemas sociales asociados, 
porque esas remuneraciones generan problemas sociales. Me parece que hay un tema importante de magnitud 
del cuerpo del personal subalterno en el país. Lo quería dimensionar en lo financiero para ponerlo en clave de 
gasto adicional, y no de la justicia que pueda tener o no el planteo. 


Fue muy oportuna la consulta del señor Diputado Gandini acerca de la distribución del 4,5% para la 
Educación. Creemos que a lo largo del período todos los años está un poco por arriba del 4,5%. Sobre todo 
tengo presente el año 2014, que es del 4,55%, con relación a las previsiones del PIB actuales. Como lo 
expresa el cuadro que traté de comentar y que seguramente hay que analizar con más detalle, el incremento 
de partidas a lo largo de los programas y de las instituciones de la Educación dista mucho de ser homogéneo. 
Fue expresamente no homogéneo porque se usaron criterios de priorización. Por ejemplo, se consideró que 
los centros CAIF y que los gastos vinculados a programas de ciencia y tecnología fueran priorizados, 
mientras otras áreas fueron menos priorizadas. No es automático y por tanto no se mantienen los porcentajes 
de los años 2007, 2008 o 2009. Son nuevos porcentajes que se irán modificando en su anatomía a lo largo del 
Período Presupuestal. No hay ningún interés de nuestra parte de congelar la situación y de que encima de 


tener alguna restricción sobre el 4,5%, tengamos restricciones adicionales, como si estuviéramos dentro de un 
corsé en el que todo tiene que evolucionar de la misma manera al interior del 4,5%. 


En la propuesta del Poder Ejecutivo nada de eso va a estar planteado. Creemos que esa línea argumental 
cuestiona severamente lo más importante del presupuesto: la priorización. Tenemos la intención de priorizar, 
y en esa acción discriminamos entre áreas que van a ser más priorizadas y áreas que lo van a ser menos. Ese 
es nuestro punto de vista y por tanto ni siquiera es el mismo porcentaje año tras año por la forma en que se 
distribuye. 


Sobre el Fondo de Infraestructura Educativa y el papel de la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
permítanme decir -más allá de comentarios acerca de la operativa de la CND en esto y en otros temas- que en 
este caso es indispensable recurrir a una estructura jurídica como la de la CND. Nosotros nos proponemos 
hacer las transferencias a ese Fondo, independientemente de que se ejecuten o no en el calendario anual cada 
una de las obras de infraestructura. Este es el mecanismo mediante el cual el Fondo permite que el Poder 
Ejecutivo cumpla con su deber de proveer los dineros para el Fondo de Infraestructura. Estamos liberando a 
la cadencia de ejecución de lo que son las tradicionales lógicas de pérdidas de crédito a fin de año, vinculadas 
a todos los aspectos del Presupuesto Nacional. Este mecanismo nos permite asegurar que los recursos que 
están comprometidos para las infraestructuras educativas efectivamente lo estén. Esta es la intención. 


Entonces, los recursos se van a transferir a un Fondo donde nosotros debitamos el gasto, la inversión, y las 
autoridades de la Educación, que son quienes gobiernan la utilización de ese Fondo, tienen libertad de 
ejecución. Me animo a adelantar, a cuenta de las explicaciones que den las autoridades de la Educación y de 
la CND, que va a quedar muy claramente establecido quién es el mandante y quién hace las cosas. El 
mandante es quien define qué se hace -no es la CND-, y también está el control. Son los procedimientos que 
establece el TOCAF, que está vigente en toda su integralidad para la ejecución de esto. No trata de hacer de 
esto otra cosa que crear una figura para una mejor administración fiduciaria y una consolidación de un Fondo 
que es de nuestro interés que efectivamente exista. La propuesta del Poder Ejecutivo no trata de cuestionar la 
aplicación de estos recursos por la cadencia de ejecución de las obras que probablemente tenga, en sus 
momentos iniciales, dificultades para su puesta en marcha y que luego agarre una velocidad de crucero 
adecuada para que al final del período las obras estén totalmente ejecutadas. 


SEÑOR GANDINI.- Sobre el 4,5% del PBI para la Educación me gustaría agregar una pregunta. En 
la propuesta del Poder Ejecutivo, ¿están previstos los recursos para cumplir los incrementos 
comprometidos como, por ejemplo, el convenio salarial firmado por la Educación con los sindicatos 
respectivos y las creaciones previstas para atender el crecimiento de infraestructura y de atención que 
en estos años se había aprobado y se viene ejecutando? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, esos acuerdos están 
contemplados en las asignaciones, lo que no quiere decir que la ANEP no tenga una propuesta 
presupuestal que incluya otros componentes que nosotros no estamos previendo en nuestro 
Presupuesto. La arquitectura del presupuesto que presenta el Poder Ejecutivo, que trabajó 
conjuntamente con las autoridades de la Educación, se apoya en tres pilares. En primer lugar, la 
constitución de este Fondo de Infraestructuras, con el formato que ya explicamos; en segundo término, 
la aportación de los recursos necesarios para dotar de los gastos de funcionamiento y de personal 
adecuado para que esas infraestructuras cumplan con su papel, y, en tercer lugar, cumplir con los 
acuerdos que se han alcanzado en materia de remuneraciones y condiciones salariales de los 
trabajadores. Hay otros componentes. No hay un presupuesto único ANEP-Poder Ejecutivo. Por tanto, 
ANEP tiene planteos presupuestales que están por encima de nuestras posibilidades y que nosotros no 
podemos acompañar en las actuales circunstancias. 


En cuanto a la consulta que se hacía sobre inversiones en infraestructura y los U$S 600:000.000, el tema es 
que esto va a ser ejecutado en el marco de la normativa que se establezca en la ley de asociaciones público- 
privadas. El objetivo es operar mecanismos innovadores en materia de provisión de infraestructuras que 
traten de asegurar construcción y mantenimiento de una importante parte de la red vial en contratos que sean 
para quince años. Ese es un mecanismo que ya se ha utilizado con la Corporación Vial del Uruguay, que 
consiste en poder ejecutar rápidamente un plan de obras y asegurar su mantenimiento y los desembolsos por 
parte del Gobierno de una determinada cadencia en el tiempo. Yo me temo que cada parte que tratemos de 
extender de estos mecanismos de reparación, rehabilitación y construcción vial en el país va a tener 


necesariamente una proporción relativamente menor de peajes y, por tanto, los subsidios públicos serán muy 
importantes. La parte de la red vial en la que se puede utilizar intensivamente el peaje para sostenerlo, ya está 
concesionada. Lo que quedan son las partes menos utilizadas, y de algún modo es una contribución que hace 
toda la sociedad para los usuarios de esas redes, cuyas contribuciones serían incapaces de financiar el 
mantenimiento de esa infraestructura que utilizan. 


Sobre cárceles quiero ser contundente: eso está afuera y va en asociaciones público-privadas. Cuando tomen 
contacto con el proyecto van a ver que hay procedimientos muy claros para la definición, tramitación y 
registración contable de todas estas operaciones, de acuerdo con las mejores prácticas que fuimos capaces de 
identificar a la hora de formular el proyecto. 


En los temas vinculados a los fondos para descentralización, caminería, etcétera, me gustaría que el 
economista Borchardt incorpore información sobre los aportes de empresas públicas a Rentas Generales y a 
subsidios y subvenciones. Si no me equivoco, toda la información figura en el Tomo IV, por año y por 
empresa. 


Me adelanto a decir que el régimen de transferencias en el período va a implicar que hagan transferencias a 
Rentas Generales ANTEL, ANP, Banco de Seguros del Estado, Banco de la República y UTE. En cuanto al 
resto de las empresas públicas, no está previsto que transfieran. 


Además, en el planillado figuran los subsidios y subvenciones para el resto de las empresas que son 
deficitarias. 


SEÑOR BORCHARDT.- Respecto de la caminería rural del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, claramente se computa para el 3,33%. 


Se explicita en el artículo para dejarlo claramente asentado y proteger lo que es la caminería rural del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. No pasa lo mismo en el caso de la caminería forestal, ya que la 
partida se amplía de $ 120:000.000 a $ 150:000.000 y esta cifra está por fuera del 3,33%, debe ser desde 
2007. 


Aprovecho para comentar que los subsidios que refieren a AFE, PLUNA y Correos están detallados en el 
planillado. 


SEÑOR GANDINI.- Estos subsidios a las empresas públicas, ¿no está previsto que se autoricen en el 
Presupuesto? ¿No debe establecerse claramente en qué año, cuándo se hacen, por qué montos? ¿No 
debería aprobarlos el Parlamento? ¿Basta simplemente con que figuren en el planillado? ¿Hay alguna 
norma que habilite ese gasto y se fije en el Presupuesto Quinquenal? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entiendo que no se necesita norma adicional, 
porque no se modifican las que estaban vigentes. No hay ningún incremento de los subsidios, no hay 
ninguna modificación respecto a las normas precedentes en ninguno de los casos. 


Si hubiera un subsidio nuevo, concuerdo con el señor Diputado Gandini con que debería ser explicitado e 
incluirse en el articulado. En este caso, se incorpora en la programación, igual que el resto de las partidas del 
Presupuesto, que ya están aprobadas, que están vigentes y que no están siendo objeto de incremento o 
deducción. 


SEÑOR GANDINI.- Es decir, no hay subsidios nuevos -alguna empresa que antes no tenía subsidio y lo 
va a tener-, ni incrementos en relación con lo que fijó el Presupuesto Quinquenal anterior. ¿Es así? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se prevén algunos incrementos, señor 
Diputado. 


Vamos a hacer las consultas correspondientes para saber qué implica esto. 


SEÑOR OTEGUI.- Con respecto al tema de la UDELAR, me llama la atención el alto incremento, que 
podemos compartir, pero partiendo de que la base de la pirámide educacional es Primaria, Secundaria 
y luego la Universidad, y tomando en cuenta la autonomía y los antecedentes que ha tenido la 
UDELAR en cuanto a la gestión por resultado, quiero saber si se aplicó algún mecanismo para limitar 
o adecuar ese incremento a la gestión por resultados, es decir, a los resultados de la gestión. En el 
mismo sentido, hay parte de la inversión que va directamente a la UDELAR, que ha tenido problemas 
de gestión y concreción, y tal vez en este caso se podría aplicar el mismo mecanismo previsto para la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


La segunda pregunta tiene que ver con el artículo 298, con el interior y la descentralización. Si el 3,33% va 
por las Intendencias Municipales en base a proyectos y otro tanto a través de los Ministerios, quiero saber, 
también manejando la lógica de gestión por resultados, si no sería posible que la inversión a través de los 
Ministerios fuera evaluada por la Comisión Sectorial, que es un equipo técnico que autoriza, previa 
presentación de los proyectos de las Intendencias Municipales -en el caso de que hubiera dificultad con los 
proyectos, se reformularían-, ya que en ese caso habría un control de ejecución de gestión por resultados, que 
es muy adecuado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La UDELAR está incorporada en este Fondo 
que se crea; sobre todo la posibilidad de suscribir, de parte del poder Ejecutivo, compromisos de 
gestión con organismos del 220, me temo que no sea todo lo sencillo que pueda parecer; están las 
autonomías de por medio en todo esto, y nosotros somos muy respetuosos en ese sentido. 


Quiero aclarar al señor Diputado que la Comisión Sectorial efectivamente va a tratar los temas que 
mencionó. Además, está presidida por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, por lo que 
estará directamente vinculado con las preocupaciones que planteó el señor Diputado. 


SEÑOR OTEGUI.- Pero en lo que corresponde a los recursos de los Ministerios. ¿No es así? 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sí. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero mencionar tres aspectos que no están relacionados con el 
articulado del Presupuesto, pero podrían incorporarse y, a mi entender, merecen ser informados por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Uno es una modificación del numeral 10 del artículo 35 de la Ley_N* 9.515, de 1935, Ley Orgánica 
Municipal, que refiere a: "Celebrar contratos sobre la administración de las propiedades inmuebles, 
arrendamientos y utilización de bienes departamentales o confiados a los Municipios, requiriéndose la 
aprobación de la Junta Departamental por la mayoría absoluta de sus miembros si el contrato tuviese una 
duración mayor que su mandato," -cosa que es perfectamente normal- "o cuando el monto del contrato 
exceda de dos mil pesos". No se ha previsto ningún criterio para actualizar esta cifra, quedó establecida así en 
la ley, y se aplicó en muy pocas oportunidades. Creo que ninguna Intendencia Municipal lo cumple, ni el 
propio Tribunal de Cuentas ya lo observa, pero figura en la ley, y ha traído aparejado algunos problemas. 
Nosotros sometimos este tema a consideración del Congreso Nacional de Intendentes, que entendió que era 
procedente y correcto. Ahora lo traslado al Ministerio de Economía y Finanzas para que conocer si hay 
alguna objeción al respecto. De lo contrario, solicitaría a la Comisión que este asunto se pueda incorporar al 
Presupuesto Nacional. Hay una fundamentación más extensa que figura en un documento del que voy a hacer 
entrega; no es necesario que la desarrolle ahora para ser lo más breve posible. 


El otro aspecto que también fue aprobado por el Congreso Nacional de Intendentes y que fue sometido a su 
consideración de mi parte, refiere a una cuestión que inevitablemente necesita de la aprobación del Ministerio 
de Economía y Finanzas, y es con respecto a la contribución inmobiliaria rural. Las Intendencias tienen 
facultades para establecer regularizaciones de adeudos acerca de la contribución inmobiliaria urbana y 
suburbana, pero no están facultadas para hacer lo mismo con la contribución inmobiliaria rural, en la medida 
en que está establecido por ley a nivel nacional y es privativo de las autoridades nacionales. Por tanto, este 
aspecto tendría que ser aprobado por el Parlamento y, a su vez, autorizado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque implica una modificación, aunque no un gasto. En la propuesta que quiero presentar se 
establece la posibilidad de facultar a los Gobiernos Departamentales a asimilar a la contribución inmobiliaria 


rural iguales planes de regularización de adeudos que los establecidos para la contribución inmobiliaria 
urbana y suburbana, siempre con la autorización del Ministerio de Economía y Finanzas a los efectos de que 
no se realice cualquier tipo de regularización de adeudos. Me consta que en muchas Intendencias igual se 
realiza ese tipo de regularización de adeudos; a veces son observadas, pero se levanta la observación y punto. 
Legalmente no se puede hacer. Por tanto, lo que estamos estableciendo en este artículo es la posibilidad de 
otorgar rango legal a la facultad de los Gobiernos Departamentales de realizar esa regularización de adeudos 
de las contribuciones inmobiliarias rurales, por supuesto que con la anuencia del Ministerio de Economía y 
Finanzas cada vez que se solicite. 


El último aspecto también tiene que ver con la contribución inmobiliaria rural. Este asunto está a 
consideración de la Dirección Nacional de Catastro, pero el Ministerio de Economía y Finanzas debería dar 
por lo menos una opinión. Lo tengo aquí desarrollado, pero me voy a referir a él brevemente: para fijar la 
contribución inmobiliaria rural ahora se tiene en cuenta el índice CONEAT, la cercanía a las rutas nacionales 
y algún otro aspecto que en este momento no recuerdo -lo tengo aquí anotado-, pero no se tienen en cuenta 
las construcciones de los predios rurales. Es sabido que en las zonas turísticas del país -no me refiero 
solamente al departamento de Maldonado, sino también a Rocha, Canelones, Colonia, Salto y Paysandú- 
existen lo que nosotros en Maldonado llamamos chacras turísticas y que en otros lugares tienen otras 
denominaciones. Se trata de predios rurales por su extensión, pero que en su interior tienen construcciones 
enormes, que son lugares de veraneo y de recreo, que tienen un valor aproximado de US$ 1:000.000 o 

US$ 2:000.000 y que pagan la contribución inmobiliaria como predio rural, lo cual no es equitativo. 
Entonces, se propone una modificación en ese aspecto que permita que quienes tienen predios rurales y 
construyan allí viviendas suntuosas cuyo objeto sea el recreo o el turismo y no la producción como principal 
actividad, puedan ser gravados en la contribución inmobiliaria teniendo en cuenta la construcción realizada 
en ese inmueble rural y no que paguen solamente como predio rural común como si allí se llevara adelante 
una actividad productiva. 


No es una cuestión sencilla; es un tema que ha sido polémico y se ha estudiado durante mucho tiempo. Pero 
esta puede ser una buena oportunidad para que intensifiquemos el esfuerzo en la búsqueda de una solución en 
ese sentido. Quizás en este Período -ya que hay una madurez importante en el tratamiento de este tema- 
podamos llegar a una solución. Entiendo que es una situación particular porque no refiere exclusivamente a 
una zona y sería necesario legislar para todo el país, y preverlo, porque es una actividad que se va a 
desarrollar en todo el país, independientemente de nuestra voluntad. Ya lo han mencionado todos: el turismo 
es una actividad económica que está en pleno desarrollo. Todos necesitamos y deseamos que se incremente 
mucho más, y una de las modalidades que adopta es esta, y más en nuestro país. 


No estamos hablando de gravar solamente por gravar la riqueza. Lo que sucede es que necesariamente las 
Intendencias Municipales deben dotar de servicios a esas fincas, por la entidad que tienen y por lo que 
significan desde el punto de vista económico para las zonas respectivas; generan fuentes de trabajo que es 
necesario cuidar, ya que estamos incentivando que se invierta y se realicen. Por tanto, cuando ya están 
instaladas, no podemos negarles los servicios públicos elementales. Me refiero a que el Municipio debe 
brindarles carreteras adecuadas, servicios de recolección de residuos, de energía, de transporte, todo lo que 
necesariamente debe tener una propiedad de esa naturaleza, como lo tiene o aspiramos a que lo tenga 
cualquier barrio de cualquier ciudad del país. Por lo tanto, me parece que es necesario atender ese problema. 


Por último -y termino-, quiero hacer una consideración política con relación a lo expuesto por el señor 
Diputado Sander, Representante por Rivera, que hizo mención a los "free shop". Esta es una vieja discusión 
que tenemos en el país y creo que es necesario recrearla a la luz de una nueva situación. Nosotros vivimos en 
los extremos del país; yo soy de Maldonado y él de Rivera. Tenemos causas y un elemento en común: que la 
migración del país se da del centro hacia la zona costera y, en este caso, a Rivera, porque hay fuentes de 
trabajo. Si bien creo que esto es muy bueno, también entiendo que es necesario que las instituciones 
nacionales tengan en cuenta esa migración y la exigencia de esos lugares de dar una respuesta adecuada en lo 
que tiene que ver con los servicios. Me refiero a la educación, la salud y todos los servicios públicos. Estos 
no se pueden brindar aprobando recursos solo para la ciudad; eso ya fue planteado con el canon de los 
casinos. Pienso que es necesario que el país entero, que las instituciones públicas nacionales de alguna 
manera tengan en cuenta variables para la distribución de los recursos a nivel nacional que nos permitan, no 
beneficiarnos extraordinariamente, sino ser atendidos como corresponde, de acuerdo al volumen de la 
población y a la cantidad de gente que se va desarrollando en esos lugares. 


Voy a hacer entrega a las autoridades del Ministerio de la documentación que he mencionado. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El señor Diputado Pablo Pérez incursionó en un tema bien 
importante y delicado, que es sugerirle al Ministerio de Economía y Finanzas una modificación en el 
criterio de fijación de la contribución inmobiliaria rural a partir de las construcciones realizadas en los 
predios. Yo no me sumo a esa propuesta que acaba de hacer el señor Diputado Pablo Pérez, en primer 
lugar porque esto se resuelve de otra manera y mucho más sencilla: se resuelve a nivel departamental. 
Las competencias territoriales son de las Intendencias y el problema de las chacras turísticas a las que 
se acaban de hacer especial referencia se resuelve transformándolas en zonas suburbanas. Esto lo hace 
la Junta Departamental de cada departamento, en acuerdo con la Intendencia, por iniciativa de esta o 
sin su iniciativa, transformando la zona donde están este tipo de predios -que efectivamente existen y 
son casas muy lujosas- en suburbana. Entonces, la competencia es departamental y los impuestos los 
fija el Intendente y la Junta Departamental. Ese es el camino. Introducir esta variable en la fijación de 
la contribución inmobiliaria rural es muy peligroso y abre un debate de otra naturaleza, que no tiene 
nada que ver con lo que está planteando el señor Diputado Pablo Pérez. Lo que manifiesta el señor 
Diputado, que parece razonable según su punto de vista, es un tema que se resuelve 
departamentalmente, transformando el área en suburbana. En la medida en que se transforma el área 
en suburbana, la fijación del impuesto le corresponde a la Intendencia y la recaudación es plenamente 
municipal, por lo que son la Junta Departamental y el Intendente los que fijan el impuesto a cobrar a 
ese predio. 


Era cuanto quería decir. 

SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ..- Ya recorrimos ese camino y hay ciertas observaciones al respecto; es un tema 
legal que podemos analizar y discutir después. Estoy dispuesto a profundizar y a dotar a la Comisión de 
algunos elementos más para el análisis, pero no quiero abrir ese tema ahora porque no corresponde. 


Simplemente, estoy planteando la inquietud, y entiendo lo que plantea el señor Diputado José Carlos 
Cardoso. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a los dos primeros planteos que 
realizaba el señor Diputado Pérez González, vamos a estudiarlos, pero, en principio, no hay ningún 
inconveniente de nuestra parte. Sobre el tercero, si está a estudio de la Dirección Nacional de Catastro, 
agradecemos la información que se nos pueda brindar sobre eso, pero vamos a esperar el informe de 
nuestros servicios. 


SEÑOR BEROIS.- Yo tengo una pregunta con respecto al Inciso Ministerio de Economía y Finanzas, 
pero la dejamos para después, en la instancia correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministerio va a volver. 
Agradecemos la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas y el equipo económico. 
(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y los integrantes del equipo económico) 
———Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se lee:) 
ASUNTOS ENTRADOS 
ACTA 16 
PRESUPUESTO NACIONAL 


Período 2010 - 2014 


Carpeta 321/2010 


Anexo II Tomo I - Resúmenes 
Anexo III Tomo II - Planificación y Evaluación 
Anexo IV Tomo III - Gastos Corrientes e Inversiones (contiene Fe de Erratas) 


Anexo V Tomo IV - Recursos (con Nuevos Cuadros) 


——- MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE. 
AGENCIA NACIONAL DE VIVIENDA. MEMORIA 2009 Y ESTADOS SITUACIÓN 
PATRIMONIAL. Material solicitado en ocasión del tratamiento de la Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal 2009. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Se van a repartir nuevamente esos tomos o son los que ya tenemos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como esta es la primera sesión después de que vinieron los documentos, 
dejamos constancia hoy de ello 


El Tomo I, "Resúmenes", vino el fin de semana pasado y la Presidencia dispuso que se hiciera llegar a 
algunos domicilios particulares. 


El Anexo III, que contiene el Tomo II, "Planificación y evaluación", se repartió. 


El Anexo IV, que contiene el Tomo III, correspondiente a gastos corrientes e inversiones, se repartió 
nuevamente con una fe de erratas. 


El Anexo V, que contiene el Tomo IV, también se repartió dos veces. Por supuesto, el válido es el último, que 
tiene nuevos cuadros que no habían venido en el primero. 


El segundo tema que quería plantearles refiere a la formación de una especie de subcomisión para atender a 
las delegaciones -mañana ya concurren algunas-, con Diputados de cada uno de los partidos políticos. La idea 
es que, en lo posible, estén presentes dos Diputados por cada partido político, pero conocemos la 
problemática de los Representantes del interior y no tienen por qué ser siempre los mismos. 


Si hay acuerdo, actuaríamos igual que en otras oportunidades 


(Apoyados) 


Por otra parte, hay que desglosar el Plan Quinquenal del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para remitirlo, como recordarán, a la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente, para que lo considere y nos haga un informe que usaremos cuando comencemos a 
tratar el articulado como Comisión integrada. 


SEÑOR GANDINL - Está previsto que el próximo martes concurra el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. ¿Cómo se procede? ¿Se invita a los integrantes de la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente para que también comparezcan? Se supone que mucho de lo que van a explicar 
aquí se relaciona con la tarea que esa Comisión tiene que hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece correcta la apreciación. Sin duda, así actuará la Secretaría en la 
tarde de hoy, comunicando a los integrantes de la Comisión permanente de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
concurrirá a esta Comisión el martes 14, a la hora 9. 


SEÑOR ASTI.- Si bien no hay un Plan Quinquenal relativo a las materias de las otras Comisiones, 
deberíamos seguir esta forma de trabajar con todas las otras Comisiones permanentes. 


SEÑOR GANDINI.- En el caso del Plan Quinquenal, hay un trabajo de la Comisión que es remitir un 
informe. Creo que es la única Comisión que tiene que hacerlo. En otra época también estaba el Plan de 
Obras Públicas, pero creo que ahora ya no existe. 


En los otros casos, quizá corresponda dar cuenta a las Comisiones respectivas, por ejemplo, a la de Industria, 
Energía y Minería, cuando vayamos a tratar el Inciso respectivo, para que comparezcan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que a través de Secretaría se remita a la totalidad de los señores 
Diputados la agenda tentativa y las modificaciones que haya. Si tienen interés, concurrirán. 


SEÑOR POSADA.- Solicito que esa información se suministre a la Secretaría de cada Comisión, a los 
efectos que lo pongan en conocimiento de sus integrantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Entonces, se informará no solamente a los señores Diputados, 
sino también a la Secretaría de cada una de las Comisiones. 


El otro tema refiere a lo que planteó hoy el señor Diputado Gandini en presencia del equipo económico. Hay 
algunas observaciones o cambios. 


SEÑOR POSADA.- Pero no votamos el desglose. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad. 


Se va a votar el desglose del Plan Quinquenal para remitirlo a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente. 


(Se vota) 


Dieciséis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Lo que acordamos con Secretaría es que, en la medida en que se vaya revisando a través de los Secretarios y 
el grupo de apoyo y aparezcan modificaciones desde el punto de vista de leyes, adecuaciones, etcétera, la 
información se vaya remitiendo a los distintos legisladores a través de librillos, para que tengan 
conocimiento, sobre todo ante la presencia de los Ministerios que nos van a visitar. 


Esto siempre se hizo; en lugar de esperar al final, se va haciendo por Inciso. 


Los señores Diputados tienen en su despacho la presentación de Power Point que vimos hace un rato, que me 
acotan que ya ha sido corregida 


Por último, nos resta considerar el tema que había planteado el Partido Nacional con referencia a la 
posibilidad de autorizar, por parte de la Comisión integrada, la presencia de asesores particulares o de cada 
uno de los Partidos. 


El otro día leímos el artículo 133, que refiere al tema del asesoramiento a la Comisión. Dice así: "Las 
Comisiones se asesorarán en la forma que lo estimen más conveniente, pudiendo invitar a los funcionarios 
públicos y a particulares para que concurran a sus reuniones, cuando fuere pertinente, a fin de oírlos, o 
recurrir a los servicios de la Asesoría Técnica de la Cámara". Creo que esto lo hacemos permanentemente en 
todas las Comisiones, invitando a determinados técnicos para que podamos trabajar mejor. 


Sobre este tema, la fuerza política Frente Amplio se reunió a través de su coordinación. Discutió 
extensamente y resolvió -los señores Diputados ya lo saben, pero es bueno que quede constancia en la 
versión taquigráfica- no hacer lugar al petitorio. En primer lugar, se entiende que hay que cumplir con el 
Reglamento y, en segundo término, que se ha trabajado así desde hace muchas décadas y se ha hecho con 
mucha eficiencia. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que no compartimos esa decisión. Nosotros promovimos la solución 
contraria y, naturalmente, respetamos el criterio que cada bancada parlamentaria sostenga, pero lo 
que no nos parece sostenible es pretender fundamentar una posición contraria en las disposiciones 
reglamentarias o por lo menos en la que se acaba de leer. Lo que dice esa disposición es precisamente 
que las Comisiones se asesorarán de la manera en que lo entiendan conveniente; el señor Presidente lo 
acaba de decir. Por lo tanto, advierto que lo que el Reglamento está estableciendo es una amplia 
discrecionalidad para que, desde el punto de vista institucional, las Comisiones resuelvan por qué 
mecanismos o vías, y a partir de la participación de quiénes, estará en condiciones de proveerse del 
asesoramiento correspondiente. No se ha mencionado ninguna razón sustantiva ajena a un presunto 
impedimento reglamentario. Por supuesto, tenemos que ser respetuosos de la decisión de cada uno de 
los sectores parlamentarios, pero entendemos que, en tal caso, no ha habido una posición fundada. 
Creo que fundada ha sido la nuestra, en el sentido de que parece sensato que en función de lo que se 
dijo cuando se realizó el planteo original, todos los legisladores, y especialmente las bancadas 
parlamentarias de la oposición, podamos contar con una mínima asistencia técnica frente a la 
comparecencia de los organismos del Estado que, naturalmente, concurren con representantes de toda 
la estructura de cada dependencia, de cada Ministerio, de cada Unidad Ejecutora, de cada Inciso. 


Creo que nos amputamos una posibilidad que contribuiría a la eficacia parlamentaria y al mejor resultado del 
trabajo que hacemos. Francamente, nosotros lamentamos muchísimo lo que el señor Presidente acaba de 
anunciar. Entendemos que esa posición no tiene sustento en el Reglamento y, por lo tanto, creemos que no 
hay una razón aparente -por lo menos, no ha sido expresada hasta ahora- por la cual se niegue, con criterio, 
esta posibilidad. 


SEÑOR GANDINI.- En primer término, creo que corresponde poner a votación la propuesta que se 
realizó a modo de moción, porque tendrá que decidirlo la Comisión y no necesariamente notificarse de 
la decisión de una bancada. Es legítimo hacerlo, pero al final lo vamos a tener que resolver nosotros. 


En segundo término, comparto lo que dijo el señor Diputado Abdala acerca de que nos podemos asesorar de 
la forma en que sea conveniente. Creo que hay antecedentes en la materia, ya que hubo Comisiones que 
resolvieron permitir el ingreso a Sala de quienes no eran miembros de la Comisión para participar. Inclusive, 
en algún momento ingresaron pasantes a las Cámaras y a las Comisiones como forma de colaborar. 


Creo que no hay impedimento para ello. El Senado de la República lo realiza en el tratamiento presupuestal y 
de las Rendiciones de Cuentas; es habitual. Pienso que no deberíamos cercenar algo que mejora el trabajo 
parlamentario. Aquí nadie está pidiendo que los asesores hablen ni participen, sino, simplemente, que estén 
presentes, cuando estamos debatiendo un tema tan complejo y, sobre todo -reitero-, cuando la falta de 
asesoramiento ha generado problemas políticos cuyas consecuencias hoy estamos padeciendo. 


No nos parece una buena decisión la de la mayoría. No estamos pidiendo algo fuera de lugar, sino colaborar 
para que tengamos un tratamiento más serio. Creo que el clima en el que hemos llevado adelante en esta 
primera reunión, que es la más importante de todas, ha sido respetuoso y cordial, y no habría cambiado si 
hubieran estado presentes asesores. A nosotros nos da más tranquilidad, pero seguimos estando obligados a 
ser todólogos y tener que saber reconocer cuando un Ministro nos contesta sobre minería, educación, Fuerzas 
Armadas, Relaciones Exteriores, todo, todo. No nos parece un buen camino no tener aquí un asesor que nos 
advierta, en todo caso, alguna respuesta que debemos profundizar. 


Lamento la decisión, pero voy a solicitar que se vote. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que esto forma parte de una discusión un poco más amplia; quiero decirlo 
porque me parece que ser honesto en estas cosas es lo mejor. Tengo una posición distinta a la que 
definió mi bancada, pero asumo la unidad y respeto las mayorías como un valor superior en el trabajo 
parlamentario 


Creo que tener asesores acá o no forma parte de un tema mucho más profundo. En algún momento vamos a 
tener que discutir con seriedad el tratamiento que hacemos, tanto en el Presupuesto Quinquenal como en la 


Rendición de Cuentas. En ese sentido, pese a las notorias diferencias que tenemos, en algún momento 
logramos plantear, junto a los señores Diputados Gandini y José Carlos Cardoso, un proyecto de 
mejoramiento de la gestión de cómo trata el Parlamento Nacional los Presupuestos, que no solamente era un 
tema de asesores sino de una oficina de seguimiento presupuestal y de que esta Comisión de Presupuestos no 
podía reducir su labor a cuarenta y cinco días por año. 


Por supuesto, voy a votar porque, para mí, la unidad es un valor superior, pero creo que una vez culminado 
este proceso de tratamiento del Presupuesto Quinquenal quizás deberíamos meternos de lleno y, con un 
balance muy crítico, preguntarnos si la forma en que estamos tratando el Presupuesto Nacional y la 
Rendición de Cuentas es la más correcta por una labor tan fundamental del Parlamento como es votar los 
gastos que hace el Gobierno. 


Realmente, me parece -lo digo en forma autocrítica- que, dada la responsabilidad que nos da la Constitución 
de la República que es, ni más ni menos, la de votar los gastos del Estado, este sistema de cuarenta y cinco 
días por año a un ritmo vertiginoso no es lo mejor. Pero -reitero- si la mayoría de mis compañeros considera 
que hay que votar de esa manera, lo voy a cumplir, aunque me parece que el único problema que tenemos acá 
no es la presencia o no de asesores en Sala sino, quizás, que los cuarenta y cinco días no son suficientes y que 
la Comisión de Presupuestos debería trabajar a lo largo del año viendo el desempeño de los distintos 
Ministerios en la ejecución del gasto, pero eso forma parte de otra discusión. 


Coincido con el señor Diputado Gandini en cuanto a que debemos votar, pero no agotar el tema. Inclusive, 
invitaría a que, una vez culminado este proceso, pudiéramos juntar nuevamente a la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda y discutir cuáles son las mejoras que notamos entre todos para el 
tratamiento, tanto presupuestal como de Rendición de Cuentas. En aquel momento, hace casi ya seis años, en 
unas breves reuniones, junto con los señores Diputados Gandini y Cardoso, logramos un consenso que, 
inclusive, fue publicado por el Banco Interamericano de Desarrollo. Quizás, deberíamos agregar o quitar 
algunas cosas a ese documento, pero creo que tenemos que ser autocríticos con esta forma que tenemos de 
analizar el Presupuesto, porque, muchas veces, no nos da el tiempo para hacerlo con toda la seguridad que 
deberíamos tener. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Lamento la decisión que el Frente Amplio nos está 
comunicando. Creo que se le amputa la posibilidad de trabajo a una Comisión de una manera 
equivocada. 


Como dijo el señor Diputado Gandini, el Parlamento está siendo observado por la forma en la que aprueba y 
por si entendemos o no todos los artículos que, a veces, son muy frontales, y otras veces no tanto. A veces, 
vienen escritos de una manera poco entendible, hay que descifrarlos, hay que entenderlos y hay que entender 
las explicaciones que se dan acá de todos los temas de la vida del país. Tenemos que entender todo en 
solitario. 


Además, el criterio no se condice con una forma de trabajo que el propio Frente Amplio ha planteado en el 
Parlamento; es una contradicción en sí misma. Por ejemplo, en las interpelaciones, instancia en la que la 
Constitución claramente dice que el que rinde cuentas es el Ministro del ramo, hemos visto la votación del 
Frente Amplio en pleno para que todos los asesores puedan participar. Entonces, un Ministro viene a rendir 
cuentas al Parlamento, interpelado, con todo su equipo, participan en Sala y todos hablan. El Ministro le 
termina dando la palabra hasta al portero de su Ministerio si le parece; hace hablar al que quiere en el pleno 
de la Cámara, y eso ha sido posible porque el Frente Amplio siempre lo acompañó. Ahora se está planteando 
acá una cosa tan elemental, que es una mecánica de trabajo en una Comisión, que es que un asesor o dos por 
bancada parlamentaria puedan acompañarnos en el análisis y en escuchar a quienes comparecen a la 
Comisión a explicarnos los fundamentos de los proyectos presentados, y eso parece ser un problema, como si 
violáramos algún Reglamento. ¿O es que se nos quiere dejar en solitario? ¿O es que el objetivo, en el fondo, 
es: trabajan solos y si no entienden, no entienden? 


Creo que la decisión que va a adoptar el Frente Amplio es grave, y deberían repensarla, porque lo que 
estamos proponiendo es mejorar el trabajo parlamentario, es decir, queremos trabajar más y mejor, y para eso 
necesitamos un asesor. 


Y todo el Poder Ejecutivo no solo viene acá sino que va al plenario con quien quiere, con los votos del Frente 
Amplio. El Ministro entra al plenario a quien se le antoja, y lo hace hablar, y acá no podemos tener un asesor 
que ni siquiera va a hablar. No estamos pidiendo que se le dé la palabra ni que participe; solamente que 
acompañe nuestra tarea y, de pronto, nos ayude a entender algunas cosas haciendo los comentarios por escrito 
durante el funcionamiento. 


Creo que la decisión que el Frente Amplio está acompañando es la de cercenar el trabajo parlamentario de la 
oposición, es ahogar la posibilidad que tenemos de entender cada vez mejor un Presupuesto que tiene más de 
ochocientos artículos de todas las áreas del Estado, algunos de los cuales que, si los releen, verán cuál es la 
redacción que tienen. Ayer tuvimos otro episodio parlamentario en el pleno. Hubo que enviar nuevamente a 
Comisión un proyecto que era inentendible y, finalmente -y creo que felizmente-, el Frente Amplio lo 
entendió y puso en marcha el mecanismo de volver el proyecto a Comisión. 


Yo pediría que se reflexione sobre esa decisión que adoptó el Frente Amplio, que parece ser mayoría en la 
Comisión. 


SEÑOR PARDIÑAS.- No voy a profundizar en la discusión de este tema, porque ya se resolvió, pero no 
voy a permitir, como integrante de la bancada del Frente Amplio, que muy suelto de cuerpo el 
Diputado José Carlos Cardoso diga que queremos cercenar la posibilidad de trabajo de la Comisión. 
Para nada la bancada del Frente Amplio quiere cercenar el trabajo de una Comisión que está 
reglamentada, y tiene todas las potestades para llevar adelante su tarea de asesoramiento al Plenario 
en este y en todos los temas. 


Por lo tanto, podrá discrepar con la decisión de nuestra bancada, pero es la decisión de nuestra bancada y no 
la de él. Lo que no voy a admitir, como miembro de la bancada del Frente Amplio, es que se diga que 
estamos cercenando el derecho de trabajo y la posibilidad de trabajo. 


Además, la Cámara está integrada por noventa y nueve Diputados distribuidos en diferentes Comisiones, y 
aunque cada uno va adquiriendo especialización en un ámbito diferente, pueden venir y ser nuestros asesores 
en la discusión de cada uno de los Incisos. 

Es cierto que quizás no podamos tener un técnico especializado en algún tema, pero esas son las reglas de 


juego, y si la bancada lo decidió, lo que nos queda -como ha dicho nuestro compañero Gamou-, aún en las 
discrepancias que pueda haber dentro de la propia bancada, es actuar respetando la decisión de la mayoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción propuesta por el Diputado Gandini en nombre del 
Partido Nacional, de habilitar la concurrencia de asesores de los partidos políticos. 


(Se vota) 


Siete en dieciséis: NEGATIVA. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 23) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


